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XXIX. REPARACIONES

Consideraciones generales

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C 
No. 393.

94. Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Americana, la Corte
ha indicado que toda violación de una obligación internacional que haya producido daño
comporta el deber de repararlo adecuadamente, y que esa disposición recoge una norma
consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho
Internacional contemporáneo sobre responsabilidad de un Estado. Además, este Tribunal
ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso,
las violaciones declaradas, los daños acreditados, así como las medidas solicitadas para
reparar los daños respectivos. Por tanto, la Corte deberá analizar dicha concurrencia para
pronunciarse debidamente y conforme a derecho. (En similar sentido: Caso Masacre Plan
de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C
No. 116, párr. 52; Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar,
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párrs.
137 y 139, y Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones
y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390, párr. 124.).

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390.

125. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional
requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio in integrum), que
consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto factible, como
ocurre en la mayoría de los casos de violaciones a derechos humanos, este Tribunal
determinará medidas para garantizar los derechos conculcados y reparar las
consecuencias que las infracciones produjeron. Por tanto, la Corte ha considerado la
necesidad de otorgar diversas medidas de reparación, a fin de resarcir los daños de
manera integral, por lo que además de las compensaciones pecuniarias, las medidas de
restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición tienen especial
relevancia por los daños ocasionados. (En similar sentido: Caso Masacres de Río Negro
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Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de 
septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 248; Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala.
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 
225, y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 138.).

128. La jurisprudencia internacional y en particular de la Corte, ha establecido 
reiteradamente que la sentencia constituye por sí misma una forma de reparación. No 
obstante, considerando las circunstancias del presente caso y las violaciones cometidas a 
la víctima, la Corte estima pertinente fijar otras medidas. (En similar sentido: Caso 
Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de 
marzo de 2018. Serie C No. 351, párr. 374; Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376, párr. 94, y
Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de 
octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 228.).

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

194. La Corte ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con los 
hechos del caso, las violaciones declaradas, los daños acreditados, así como las medidas 
solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, la Corte deberá observar dicha 
concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho. Asimismo, la Corte 
estima que las reparaciones deberán incluir un análisis que contemple no sólo el derecho 
de la víctima a obtener una reparación, sino que, además, incorpore una perspectiva de 
género, tanto en su formulación como en su implementación. (En similar sentido: Caso 
Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. Serie C No. 339, párr. 200.).

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

269. La Corte estima pertinente reiterar que, con motivo de la denegación de justicia en 
perjuicio de las víctimas de graves violaciones a derechos humanos, como las del presente 
caso, se presenta una diversidad de afectaciones tanto en la esfera individual como 
colectiva. En este sentido, resulta evidente que las víctimas de una impunidad prolongada 
sufran distintas afectaciones por la búsqueda de justicia no sólo de carácter material, sino 
también otros sufrimientos y daños de carácter psicológico, físico y en su proyecto de 
vida, así como otras posibles alteraciones en sus relaciones sociales y la dinámica de sus 
familias y comunidades. Este Tribunal ha señalado que estos daños se intensifican por la 
falta de apoyo de las autoridades estatales en la búsqueda efectiva e identificación de los 
restos, y la imposibilidad de honrar apropiadamente a sus seres queridos. Frente a ello, 
la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas medidas de reparación, a fin de 
resarcir los daños de manera integral, por lo que, además de las compensaciones 
pecuniarias, las medidas de satisfacción, restitución, rehabilitación y garantías de no 
repetición tienen especial relevancia por la gravedad de las afectaciones y el carácter 
colectivo de los daños ocasionados.

281. La Corte recuerda que, de conformidad con el artículo 63.1 de la Convención
Americana, le corresponde velar por que se reparen las consecuencias de las violaciones 
de los derechos humanos declaradas en esta Sentencia, así como disponer las 
reparaciones a que hubiera lugar a la parte lesionada, de conformidad con estándares 
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internacionales y su jurisprudencia constante en la materia. En consecuencia, el Tribunal 
dispondrá las medidas necesarias para este propósito. Sin perjuicio de ello, las medidas 
de reparación que ya han sido entregadas a víctimas del presente caso a nivel interno a 
través del PNR por las violaciones declaradas en esta Sentencia, cuando corresponda, 
deben ser reconocidas como parte de la reparación debida a estas y serán tomadas en 
cuenta.

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de
agosto de 2014. Serie C No. 283.

246. La Corte nota que, en su escrito de solicitudes y argumentos, las representantes se 
limitaron a solicitar medidas de reparación, sin argumentar el nexo de causalidad que 
dichas medidas tendrían con las violaciones de derechos humanos alegadas en el presente 
caso. Las representantes sí presentaron argumentos en este sentido durante la audiencia 
pública y en sus alegatos finales escritos, es decir fuera del plazo procesal establecido 
para estos efectos. Por otro lado, el Estado en sus alegatos finales escritos también
presentó argumentos nuevos respecto a las reparaciones solicitadas en el presente caso. 
Al respecto, esta Corte recuerda que, de conformidad con el artículo 40.2.d del 
Reglamento, las pretensiones de los representantes, incluidas aquellas referidas a 
reparaciones, deben estar contenidas en el escrito inicial de solicitudes y argumentos. A 
su vez, de conformidad con el artículo 41.1.d del Reglamento, las observaciones del Estado 
respecto a las reparaciones y costas solicitadas deben estar contenidas en el escrito de 
contestación. En consecuencia, los nuevos argumentos esgrimidos en los alegatos finales 
escritos de las representantes y del Estado, respectivamente, en relación con las medidas 
de reparación solicitadas se tendrán por extemporáneos y no corresponderá a esta Corte 
analizarlos ni realizar consideraciones al respecto, con excepción de aquellas solicitudes 
de costas y gastos en que hubiesen incurrido con posterioridad a la presentación del 
escrito de solicitudes y argumentos y las observaciones del Estado correspondientes.

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

191. En consideración del acuerdo de reparaciones alcanzado entre las partes en el 
presente caso, el cual ha sido previamente homologado por este Tribunal, corresponde a 
la Corte determinar el alcance y formas de ejecución de las reparaciones acordadas, a la 
luz de los criterios fijados en su jurisprudencia y en relación con la naturaleza, objeto y 
fin de la obligación de reparar integralmente los daños ocasionados a las víctimas. La 
Corte realizará dicho análisis de acuerdo con el reconocimiento parcial de responsabilidad 
efectuado por el Estado, las consideraciones sobre el fondo y las violaciones a la 
Convención Americana declaradas en los capítulos anteriores.

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

272. Con motivo de la denegación de justicia en perjuicio de las víctimas de violaciones 
graves y masivas de derechos humanos, como lo son las ocurridas durante masacres, se 
presenta una diversidad de afectaciones no sólo en la esfera individual de las víctimas sino 
también en la esfera colectiva. En este sentido, es evidente que las víctimas de impunidad 
prolongada sufren distintas afectaciones no sólo de carácter material por la búsqueda de 
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justicia, sino también otros sufrimientos y daños de carácter psicológico y físico y en su 
proyecto de vida, así como otras posibles alteraciones en sus relaciones sociales y en la 
dinámica de sus familias y comunidades, particularmente tratándose de una comunidad 
indígena. Este Tribunal ha establecido que estos daños se intensifican por la falta de apoyo 
de las autoridades estatales en la búsqueda efectiva e identificación de los restos de 
víctimas fallecidas, y la imposibilidad de los familiares de honrar apropiadamente a sus 
seres queridos. Frente a ello, la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas 
medidas de reparación a fin de resarcir los daños de manera integral, por lo que además
de las compensaciones pecuniarias, las medidas de satisfacción, restitución, rehabilitación
y garantías de no repetición tienen especial relevancia por la gravedad de las afectaciones 
y el carácter colectivo de los daños ocasionados en el presente caso.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

223. Es un principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación
internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. 
Esa obligación de reparar se regula en todos los aspectos por el Derecho Internacional. 
En sus decisiones, la Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. 
(En similar sentido: Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190, párr. 55.).

226. La Corte estima que con motivo de la denegación de justicia en perjuicio de las 
víctimas de muy graves violaciones a derechos humanos, como lo es una masacre, se 
presentan una diversidad de afectaciones tanto en la esfera individual como colectiva. En 
este sentido, resulta evidente que las víctimas de una impunidad prolongada sufran 
distintas afectaciones por la búsqueda de justicia no sólo de carácter material, sino 
también otros sufrimientos y daños de carácter psicológico, físico y en su proyecto de 
vida, así como otras posibles alteraciones en sus relaciones sociales y la dinámica de sus 
familias y comunidades. Este Tribunal ha señalado que estos daños se intensifican por la 
falta de apoyo de las autoridades estatales en la búsqueda efectiva e identificación de los 
restos, y la imposibilidad de honrar apropiadamente a sus seres queridos. Frente a ello, 
la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas medidas de reparación, a fin de 
resarcir los daños de manera integral, por lo que además de las compensaciones 
pecuniarias, las medidas de satisfacción, restitución, rehabilitación y garantías de no 
repetición tienen especial relevancia por la gravedad de las afectaciones y el carácter 
colectivo de los daños ocasionados.

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

114. Este Tribunal ha establecido que la violación de una obligación internacional 
imputable al Estado comporta el deber de reparar adecuadamente el daño causado y hacer 
cesar las consecuencias de la violación. Conforme al artículo 63.1 de la Convención
Americana, que refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de los pilares 
fundamentales del Derecho internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de los 
Estados,

[c]uando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en [la] 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos 
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derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. (En similar sentido:
Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 
1999. Serie C No. 48, párrs. 30 y 33; Caso Carpio Nicolle Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117, 
párrs. 85 y 86, y Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 122.).

115. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional 
requiere la plena restitución (restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento 
de la situación anterior, siempre que esto sea posible. De no serlo, como ocurre en la 
mayoría de los casos, el Tribunal debe determinar medidas que garanticen los derechos 
conculcados y reparen las consecuencias que las infracciones produjeron. Es necesario 
añadir las acciones que el Estado debe cumplir para asegurar que no se repitan hechos 
lesivos como los ocurridos en el presente caso. La obligación de reparar, regulada por el 
Derecho internacional, no puede ser modificada o incumplida por el Estado obligado 
invocando disposiciones de su derecho interno. (En similar sentido: Caso de la “Panel 
Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 2001. Serie C No. 76, párr. 76 y 77; Caso Carpio Nicolle Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117,
párr. 87, y Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 123.).

116. El carácter y el monto de las reparaciones dependen de la naturaleza de las 
violaciones cometidas y del daño ocasionado, material e inmaterial. Deben guardar 
relación con las violaciones declaradas. No pueden implicar enriquecimiento o 
empobrecimiento para la víctima o sus sucesores. (En similar sentido: Caso Blake Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie C No. 48,
párr. 34; Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22
de febrero de 2002. Serie C No. 91, párr. 41, y Caso Carpio Nicolle Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117, párr. 89.).

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
enero de 1999. Serie C No. 48.

32. La obligación de reparar establecida por los tribunales internacionales se rige, como 
ha sido aceptado universalmente, por el derecho internacional en todos sus aspectos: 
alcance, naturaleza, modalidades y la determinación de los beneficiarios, nada de lo cual 
puede ser modificado por el Estado obligado, invocando para ello disposiciones de su 
derecho interno (Caso Garrido y Baigorria, Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana 
sobre Derechos Humanos), Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 39, párr. 42; 
Caso Loayza Tamayo, Reparaciones, supra 31, párr. 86; Caso Castillo Páez, Reparaciones, 
supra 31, párr. 49 y Caso Suárez Rosero, Reparaciones, supra 31, párr. 42).

42. La regla de la restitutio in integrum se refiere a una de las formas de reparación de 
un acto ilícito internacional (cfr. Usine de Chorzów, fond, supra 33, p. 48), pero no es la
única modalidad de reparación, porque puede haber casos en que la restitutio no sea 
posible, suficiente o adecuada. La indemnización corresponde en primer término a los 
perjuicios sufridos por la parte lesionada, y comprende, como esta Corte ha expresado 
anteriormente, tanto el daño material como el moral (Caso Garrido y Baigorria, 
Reparaciones, supra 32, párr 41; Caso Loayza Tamayo, Reparaciones, supra 31, párr. 124 
y Caso Castillo Páez, supra 31, párr. 69; cfr. Chemin de fer de la baie de Delagoa, 
sentence, 29 mars 1900, Martens, Nouveau Recueil Général de Traités, 2ème Série, t. 30, 
p. 402; Case of Cape Horn Pigeon, 29 November 1902, Papers relating to the Foreign 
Relations of the United States, Washington, D.C.: Government Printing Office, 1902, 
Appendix I, p. 470); Traité de Neuilly, article 179, annexe, paragraphe 4 (interprétation), 
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arrêt N° 3, 1924, C.P.J.I., Série A, N° 3, p. 9; Maal Case, 1 June 1903, Reports of 
International Arbitral Awards, vol. X, pp. 732 y 733 y Campbell Case, 10 June 1931, 
Reports of International Arbitral Awards, vol. II, p. 1158).

Parte lesionada

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C 
No. 393.

97. Este Tribunal considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la 
Convención, a quien ha sido declarada víctima de la violación de algún derecho reconocido 
en la misma. […] (En similar sentido: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211, párr. 225; Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387, párr. 141, y Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390, párr. 
129.).

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

274. Debido a que la Corte ya estableció que en el presente caso se justifica 
razonablemente la aplicación de la excepción prevista en el artículo 35.2 del Reglamento, 
la Corte considera pertinente que, en un plazo de seis meses contado a partir de la 
notificación de esta Sentencia, los representantes aporten al Tribunal, la documentación
que acredite la identidad de las personas que aparecen en el Anexo III de esta Sentencia, 
así como que especifiquen si las personas que figuran en el Anexo IV permanecieron en 
situación de desplazamiento con posterioridad al 9 de marzo de 1987. Lo anterior, con el 
propósito de que dichas personas puedan ser consideradas víctimas del presente caso en 
tanto se identifiquen o se compruebe que permanecieron desplazados luego de dicha 
fecha. Para tal efecto, el Tribunal evaluará lo correspondiente en el ejercicio de sus
facultades de supervisión del presente Fallo.

275. Lo dispuesto en este subacápite no excluye el derecho de aquellas personas 
miembros de la aldea Chichupac o comunidades vecinas de Xeabaj, Chijom, Coyojá, El 
Tablón, Toloxcoc, Chirrum, El Chol y El Apazote que no fueron presentadas como víctimas 
por los representantes o la Comisión, o bien, que figuran en los Anexos III o IV de esta 
Sentencia y no sean incorporadas como víctimas dentro del plazo de 6 meses establecido 
supra, de demandar, conforme al derecho interno, las medidas resarcitorias 
correspondientes a su favor.

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 
312.

269. Lo determinado en esta Sentencia no afecta a familiares de la señora Chinchilla que 
no fueron peticionarios, que no han sido representados en los procedimientos ante la 
Comisión y la Corte o que no han sido incluidos como víctimas o parte lesionada en esta 
Sentencia, en tanto no precluye acciones que pudieran incoar a nivel interno en relación
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con los hechos de este caso, en caso de que les correspondiere. En tal supuesto, la Corte 
no emitiría pronunciamiento alguno ni consideraría su situación en el marco de la 
supervisión de cumplimiento de esta Sentencia.

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

251. La Corte observa que, por las características particulares del caso, y por las razones 
que ya han sido señaladas en esta Sentencia, no ha sido posible identificar e individualizar 
a la totalidad de las víctimas. Por lo anterior, la Corte considera que, en el presente caso, 
se justifica razonablemente la aplicación de la excepción prevista en el artículo 35.2 del 
Reglamento del Tribunal a efecto de incluir a otras personas como víctimas aun cuando 
no hayan sido previamente identificadas e individualizadas por la Comisión
Interamericana. Para tal efecto, la Corte considera pertinente que en un plazo de seis 
meses, contado a partir de la notificación de la Sentencia, a través de las instancias 
competentes el Estado establezca un mecanismo adecuado para que otros miembros de 
la comunidad de Río Negro posteriormente puedan ser considerados víctimas de alguna 
violación de derechos humanos declarada en este Fallo y reciban reparaciones individuales 
y colectivas como las que se ordenarán a continuación. Una vez establecido este 
mecanismo, dichas personas deberán presentarse en el plazo máximo de un año ante la 
instancia pertinente del Estado a fin de solicitar y recibir las reparaciones que 
correspondan, previa aportación de las pruebas que sean pertinentes para su 
identificación.

252. Asimismo, la Corte estima que, debido a la falta de representación activa ante este 
Tribunal de dichas personas, el Estado deberá velar de buena fe por el derecho a la 
reparación de tales víctimas. El Estado deberá informar a la Corte sobre las personas que, 
en el marco del mecanismo mencionado, hayan solicitado reparaciones. Para tal efecto, el 
Tribunal evaluará lo pertinente en el ejercicio de sus facultades de supervisión del presente 
Fallo.

253. Lo mencionado en los párrafos anteriores no excluye el derecho de aquellos 
miembros de la comunidad de Río Negro no presentados como víctimas por los 
representantes o la Comisión de renunciar a las reparaciones dispuestas en esta Sentencia 
y demandar, conforme al derecho interno, las medidas resarcitorias correspondientes a 
su favor.

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190.

58. Al respecto, el Tribunal reitera que se considera parte lesionada a aquellas personas 
que han sido declaradas víctimas de violaciones de algún derecho consagrado en la 
Convención. La jurisprudencia de esta Corte ha indicado que las presuntas víctimas deben 
estar señaladas en la demanda y en el informe de la Comisión según el artículo 50 de la 
Convención. Además, de conformidad con el artículo 33.1 del Reglamento de la Corte, 
corresponde a la Comisión y no a este Tribunal, identificar con precisión y en la debida 
oportunidad procesal a las presuntas víctimas en un caso ante este Tribunal.
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Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116.32

62. Es preciso recordar que cuando se está en presencia de un caso contencioso ante la 
Corte es preciso que la parte interesada comunique quién o quiénes son los beneficiarios. 
Al respecto, en el párrafo 48 de la Sentencia dictada el 29 de abril de 2004, esta Corte 
consideró como víctimas a las personas señaladas en el párrafo 42.48 de la citada 
Sentencia, e indicó que también podrían serlo aquellas que fueran identificadas con 
posterioridad. Si bien los representantes y la Comisión señalaron que han tenido 
dificultades para identificar a las víctimas, y el Estado indicó la necesidad de identificarlas 
conforme al derecho interno, sin que ofreciera otros elementos de prueba para tal fin, esta 
Corte, siguiendo el criterio establecido en otra ocasión, considera que no está en
condiciones de fijar indemnización alguna respecto de víctimas que no hayan sido 
individualizadas a la fecha. Sin perjuicio de lo anterior, esta Corte se reserva la posibilidad 
de determinar, en el apartado correspondiente, otras formas de reparación a favor de 
todos los miembros de las comunidades afectadas por los hechos del caso.

63. Dadas las características específicas del caso sub judice; los hechos ocurridos el 18 de 
julio de 1982, día de la masacre, en la que resultaron sobrevivientes habitantes de la 
aldea de Plan de Sánchez y de otras aldeas cercanas como Chipuerta, Joya de Ramos, 
Raxjut, Volcanillo, Coxojabaj, Las Tunas, Las Minas, Las Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul 
y Chichupac; así como los hechos ocurridos a partir del 9 de marzo de 1987, cuando el 
Estado reconoció la competencia de la Corte; el reconocimiento de responsabilidad 
internacional efectuado por Guatemala, y los alegatos de la Comisión, de los 
representantes y del Estado sobre los problemas existentes para identificar a las víctimas 
beneficiarias de las reparaciones, esta Corte considera como identificadas a las víctimas 
respecto de quienes los representantes aportaron certificado de nacimiento, cédula de 
vecindad o certificado de matrimonio, o bien, otro documento expedido por autoridad 
competente en el cual se haga referencia a alguna de las víctimas, como un certificado de 
defunción.

64. Al respecto, la Corte observa que en la lista de víctimas contenida en los hechos 
probados aparecen algunas personas con nombres iguales o similares, a saber: Domingo 
Ic Rojas, Guillermo Toj Manuel, Humberto Rojas, Juana Juárez Grave, Justina Sánchez, 
Plácido Jerónimo Grave, Rosa Raxcacó Juárez, Juan Álvarez Pérez, Eugenia Morales 
Iboy/Eugenia Ivoy, Leocadia Rojas/Leocadia Ic Rojas, Ramón Rojas/Ramón Rojas Ic, 
Salomé Rojas/Salomé Ic Rojas, Virgilio Rojas/Virgilio Ic Rojas, Paulina Guzmán/Paulina 
Guzmán Alvarado, Alejandro Grave Oxlaj/Alejandro Grave, Valeria Grave Cajbón/Valerio 
Grave Cajbón y Juan Cajbón/Juan Cajbón Corazón. En atención a las dificultades en la 
identificación de las víctimas del presente caso, esta Corte ha considerado oportuno 
mantener sus nombres como víctimas distintas, sin perjuicio de que al momento del 
reclamo de la indemnización correspondiente se pueda establecer lo contrario, esto es, 
que se trata de la misma persona. Asimismo, este Tribunal hace notar que el señor
Francisco Tecú Manuel y la señora Leandra Chajáj fueron incluidos en el párrafo 42.48 de 
la sentencia de fondo como sobrevivientes de la masacre. No obstante, los representantes 
aclararon que en lugar de la señora Leandra Chajáj se considerara a la señora Mariana 
Chajáj. Dichos representantes remitieron los certificados de defunción de los señores 

32 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la masacre de 268 personas en Plan de Sánchez, 
así como por la falta de investigación y sanción de los responsables. Un resumen de la sentencia se encuentra 
disponible en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=202
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Francisco Tecú Manuel y Mariana Chajáj, ejecutados en la masacre, por lo que no han sido 
considerados víctimas sobrevivientes de la misma.

65. El monto de las indemnizaciones que fije la Corte individualmente se entregará a cada 
beneficiario en su calidad de víctima sobreviviente de la masacre. En caso de que alguna 
víctima hubiera fallecido, lo que le hubiere correspondido deberá ser distribuido conforme 
a las reglas de derecho sucesorio interno.

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108.

48. Es conveniente destacar lo indicado por el artículo 2.15 del Reglamento, en el sentido 
de que el término “familiares de la víctima” debe entenderse como un concepto amplio. 
Dicho concepto comprende a todas las personas vinculadas por un parentesco cercano, 
incluyendo a los padres, hijos y hermanos que podrían tener derecho a indemnización, en 
la medida en que satisfagan los requisitos fijados por la jurisprudencia de este Tribunal. 
En este punto la Corte debe presumir que la desaparición de una persona o su muerte 
como consecuencia de la desaparición ocasiona un daño inmaterial a los miembros más
íntimos de la familia, particularmente a aquéllos que estuvieron en contacto afectivo 
estrecho con la víctima. (En similar sentido: Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala.
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101,
párr. 243.).

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C 
No. 77.

67. La Corte ha indicado, y lo reitera nuevamente, que el derecho a la indemnización por 
los daños sufridos por las víctimas hasta el momento de su muerte se transmite por 
sucesión a sus herederos. Según ha afirmado este Tribunal .

[e]s una regla común en la mayoría de las legislaciones que los sucesores de una persona 
son sus hijos. Se acepta también generalmente que el cónyuge participa de los bienes 
adquiridos durante el matrimonio y algunas legislaciones le otorgan además un derecho 
sucesorio junto con los hijos. Si no existen hijos ni cónyuge, el derecho privado común 
reconoce como herederos a los ascendientes. Estas reglas generalmente admitidas en el 
concierto de las naciones deben ser aplicadas, a criterio de la Corte, en el presente litigio 
a fin de determinar los sucesores de las víctimas en lo relativo a la indemnización. (En 
similar sentido: Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C 
No. 76, párr. 84.).

68. Por otro lado, los daños provocados a otros familiares de la víctima o a terceros, por 
la muerte de ésta, pueden ser reclamados fundándose en un derecho propio. Sin embargo, 
este Tribunal ha señalado que para que el daño y el consecuente derecho a reparación se 
configuren, se deben dar determinadas circunstancias, entre las que se cuenta, la 
existencia de relaciones de apoyo económico efectivas y regulares entre la víctima y el 
reclamante y la posibilidad de presumir válidamente que ese apoyo hubiera continuado 
dándose si la víctima no hubiese muerto. Respecto de estos reclamantes el onus probandi
corresponde a los mismos, sean o no familiares de la víctima, entendiéndose el término 
“familiares de la víctima” como un concepto amplio que abarca a todas aquellas personas 
vinculadas por un parentesco cercano, es decir, a los hijos, padres y hermanos, los cuales 
podrían ser tenidos como familiares y tener derecho a recibir una indemnización, en la 
medida en que cumplan los requisitos fijados por la jurisprudencia de este Tribunal. Debe 
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tenerse en cuenta, también, que según la jurisprudencia más reciente de la Corte, se 
puede presumir que la muerte de una persona ocasiona a sus hermanos un daño moral. 
Para efectos del caso subjudice, la reparación a los familiares será analizada en la sección
correspondiente, bajo las circunstancias de cada una de las víctimas y del acervo 
probatorio que las partes hayan aportado a este Tribunal. (En similar sentido: Caso de la 
“Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas.
Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76, párrs. 85 y 86.)

Obligación de investigar

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C 
No. 393.

100. La Corte determinó que el Estado incumplió su obligación de investigar la 
desaparición y muerte del señor Gómez Virula. Ello debido a falencias cuando se denunció
su desaparición; en las primeras diligencias tras el hallazgo del cuerpo; la falta de 
agotamiento de las líneas lógicas de investigación, y el retardo injustificado de más de 24 
años que ha demorado la investigación. A la luz de sus conclusiones del Capítulo VII de 
esta Sentencia, este Tribunal dispone que el Estado deberá continuar las investigaciones 
que sean necesarias para determinar y, en su caso, juzgar y sancionar a los responsables 
de la muerte del señor Alexander Yovany Gómez Virula.

101. En el supuesto en que hubiese prescrito la acción penal, el Estado deberá igualmente 
investigar los hechos ocurridos al solo efecto de esclarecer el homicidio para satisfacer el 
derecho a la verdad de los familiares víctimas y de la sociedad.

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386.

233. Teniendo en cuenta que actualmente se encuentra abierto el proceso penal para 
esclarecer los hechos relacionados con la muerte del señor Tirso Román Valenzuela Ávila, 
la Corte dispone que el Estado debe continuar con las investigaciones que sean necesarias 
para identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de su muerte, tomando 
en cuenta las hipótesis posibles de la causa de la muerte. Dicha obligación debe ser 
cumplida de acuerdo a los estándares establecidos por la jurisprudencia de esta Corte, 
esto es, con la debida diligencia y en un plazo razonable. A tal fin, el Estado debe: a) 
asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el caso cuenten 
con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar sus tareas de manera 
adecuada, independiente e imparcial y que las personas que participen en la investigación, 
entre ellas víctimas, testigos y operadores de justicia, cuenten con las debidas garantías 
de seguridad, y b) asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los familiares del 
señor Valenzuela Ávila en todas las etapas de estas investigaciones, de acuerdo con la ley 
interna y las normas de la Convención Americana, conforme a la jurisprudencia constante 
de la Corte. Dicha participación deberá tener como finalidad el acceso a la justicia y el 
conocimiento de la verdad de lo ocurrido. (En similar sentido: Caso Ruiz Fuentes y otra 
Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de 
octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 200.).

236. En consideración del reconocimiento parcial de responsabilidad internacional del 
Estado por la omisión de investigar las alegadas torturas sufridas y que habría sufrido el 
señor Tirso Román Valenzuela Ávila, como se determinó en el apartado correspondiente 
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de la presente Sentencia, la Corte determina que el Estado debe iniciar, de acuerdo a lo 
previsto en la legislación interna, en un plazo no superior a seis meses, la referida 
investigación para esclarecer los hechos alegados, con la debida diligencia y posibilitar la 
participación de los familiares de la víctima o por medio de sus representantes y el acceso 
a las actuaciones que se desarrollen. Este Tribunal recuerda que el Estado tiene la 
obligación de iniciar de oficio una investigación en todo caso que se tenga noticia de la 
posible ocurrencia de actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes. (En 
similar sentido: Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 201.).

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

151. La Corte advierte que los representantes no han solicitado, en forma autónoma, la 
investigación de los hechos como medida de reparación. Han formulado su pedido como 
parte de otra medida requerida, el “fortalecimiento” de la Unidad de Derechos Humanos 
del Ministerio Público. No obstante, este Tribunal considera adecuado separar ambos 
aspectos y abordar en forma independiente la investigación de los hechos. Al respecto, la 
Corte recuerda que, en relación con violaciones a derechos humanos como las 
determinadas en el presente caso, las autoridades estatales deben realizar una 
investigación seria, imparcial y efectiva por todos los medios legales disponibles y 
orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y 
eventual castigo de los autores de los hechos, siendo esto especialmente relevante cuando 
están involucrados agentes estatales.

152. En el caso, se ha determinado que el Estado, a través de sus autoridades judiciales, 
condenó a 14 personas y entendió que respecto de otras 11 era necesario realizar acciones 
para determinar su posible responsabilidad penal. Guatemala señaló que existen órdenes 
de aprehensión vigentes respecto a las 11 personas referidas, quienes están “prófugas”. 
Dado que en un periodo mayor a 18 años no constan acciones concretas para hacer 
efectiva la medida de aprehensión determinada por las propias autoridades estatales, este 
Tribunal determinó la responsabilidad del Estado. Por ello, la Corte ordena al Estado que, 
de conformidad con el derecho interno, continué, en un plazo razonable, las acciones 
nacionales e internacionales pertinentes para concluir la investigación sobre los hechos 
ocurridos el 5 de octubre de 1995 en la finca Xamán, respecto a las 11 personas que 
Guatemala señaló que están prófugas y que cuentan con órdenes de captura vigentes en 
su perjuicio, como también, de ser el caso, respecto de otros elementos que resultaren 
pertinentes.

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351.

394. Como ha hecho en otros casos, la Corte dispone que el Estado deberá iniciar de oficio 
y conducir eficazmente las investigaciones penales, administrativas y disciplinarias que 
correspondan por la separación arbitraria de la familia, el proceso de declaración de 
abandono, las adopciones internacionales de los hermanos Ramírez y, de manera 
particular, los indicios señalados en este caso con respecto a la posibilidad de que la 
separación y posterior adopción de los hermanos Ramírez hubiera constituido trata de 
personas con fines de adopción y, en su caso, determinar y sancionar a los responsables. 
Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, considerando los criterios y 
estándares señalados en esta Sentencia.
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395. Adicionalmente, la Corte considera necesario que, para el cumplimiento de esta 
obligación, el Estado debe garantizar que las autoridades competentes tengan a su alcance 
y utilicen todos los recursos necesarios, entre ellos logísticos y científicos, para recabar y 
procesar las pruebas y, en particular, tengan facultades para acceder plenamente a la 
documentación e información pertinente para investigar los hechos denunciados y llevar 
a cabo con prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales para esclarecer lo 
sucedido. Asimismo, la Corte considera que el Estado debe asegurar el pleno acceso y 
capacidad de actuar de las víctimas o sus familiares en todas las etapas de la investigación
y el juzgamiento de los responsables, de acuerdo con la ley interna y las normas de la 
Convención Americana.

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339.

206. Teniendo en cuenta las conclusiones del Capítulo VII de esta sentencia, la Corte
dispone que el Estado debe, en un plazo razonable, conducir eficazmente la investigación, 
libre de estereotipos negativos de género, y en su caso, continuar y/o abrir el o los 
procesos penales que correspondieren, para identificar, procesar y, en su caso, sancionar 
a los responsables de la desaparición de Mayra Gutiérrez, conforme a los criterios
señalados en esta Sentencia.

207. En particular, sin perjuicio de otras líneas de investigación que las autoridades 
consideren pertinente indagar, el Estado deberá emprender o continuar líneas de 
investigación específicas respecto a: i) la posibilidad de que lo ocurrido a la señora 
Gutiérrez Hernández constituyó una desaparición forzada; ii) la posible relación entre la 
desaparición de la señora Gutiérrez y las bases de datos elaboradas por los servicios de 
inteligencia militar en las que se encuentra su nombre; y iii) la posibilidad de que su 
desaparición tuvo relación con sus investigaciones sobre adopciones irregulares en 
Guatemala.

208. La investigación deberá posibilitar a los familiares de la víctima información sobre los 
avances en la misma, de conformidad con la legislación interna y, en su caso, la 
participación adecuada en el proceso penal. Además, el Estado deberá asegurar que las 
personas encargadas de la investigación y del proceso penal, así como otras personas 
involucradas, como testigos, peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas 
garantías de seguridad.

209. Por otro lado, la Corte nota que Guatemala ha emprendido acciones tendientes a la 
determinación del paradero de Mayra Gutiérrez. La señora Gutiérrez desapareció hace
más de 17 años, por lo cual es una expectativa justa de sus familiares que el Estado 
emprenda acciones eficaces para dar con su paradero, y que adopte las medidas que sean 
necesarias en su oportunidad. Así, el Tribunal dispone que el Estado deberá continuar con 
la búsqueda de ésta, para lo cual debe realizar todos los esfuerzos posibles a la brevedad. 
En particular, debe realizar el cotejo de los cadáveres identificados como “XX” a lo largo 
de las investigaciones con las características individuales y perfil biológico de Mayra 
Gutiérrez (sexo, edad, estatura, información de ADN, etc.), creando para ello las bases de 
datos o registros que sean necesarios para tales efectos. En caso de que la señora 
Gutiérrez se encuentre sin vida, el Estado deberá identificar los restos, y éstos deberán
ser entregados a sus familiares, previa comprobación genética de filiación o 
reconocimiento por los medios adecuados e idóneos, según sea el caso, a la mayor 
brevedad y sin costo alguno para dichos familiares. El Estado deberá cubrir los gastos 
fúnebres, en su caso, de común acuerdo con los familiares.
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Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

285. La Corte valora la disposición del Estado de promover las investigaciones penales del 
presente caso. No obstante, teniendo en cuenta las conclusiones señaladas en el Capítulo 
IX.III de esta Sentencia, el Tribunal dispone que el Estado debe remover todos los 
obstáculos, de facto y de jure, que mantienen la impunidad en este caso, e iniciar, 
continuar, impulsar y/o reabrir las investigaciones que sean necesarias para individualizar, 
juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de las violaciones de los derechos 
humanos objeto del presente caso. El Estado debe impulsar, reabrir, dirigir, continuar y 
concluir las investigaciones y procesos pertinentes, según corresponda, en un plazo 
razonable, con el fin de establecer la verdad de los hechos, tomando en cuenta que han 
transcurrido entre 30 y 35 años desde que sucedieron. En particular, el Estado deberá
velar por que se observen los siguientes criterios:

a) en consideración de la gravedad de los hechos, no podrá aplicar leyes de amnistía ni 
disposiciones de prescripción, ni esgrimir pretendidas excluyentes de responsabilidad, 
que en realidad sean pretexto para impedir la investigación;

b) deberá investigar de oficio y de forma efectiva los hechos del presente caso, tomando 
en cuenta el patrón sistemático de violaciones graves y masivas de derechos humanos 
existente en la época en que estos ocurrieron. En particular, debe investigar 
efectivamente las desapariciones forzadas y desplazamientos forzosos, las alegadas 
torturas, ejecuciones extrajudiciales, violaciones sexuales y trabajos forzosos, así como 
las denuncias de que se cometieron crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y/o 
genocidio;

c) deberá determinar la identidad de los presuntos autores materiales e intelectuales de 
los hechos. La debida diligencia en la investigación implica que todas las autoridades 
estatales están obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba, por lo que deberán 
brindar al juez de la causa toda la información que requiera y abstenerse de actos que 
impliquen la obstrucción para la marcha del proceso investigativo, y

d) deberá asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el 
caso cuenten con los recursos humanos, materiales, técnicos y científicos necesarios para 
desempeñar sus tareas de manera adecuada, independiente e imparcial, y que las 
personas que participen en la investigación, entre ellas las víctimas o sus representantes, 
testigos y operadores de justicia, cuenten con las debidas garantías de seguridad.

286. Conforme a su jurisprudencia constante, la Corte considera que el Estado debe 
asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de las víctimas o sus familiares en todas 
las etapas de la investigación y el juzgamiento de los responsables, de acuerdo con la ley 
interna y las normas de la Convención Americana. Adicionalmente, los resultados de los 
procesos correspondientes deberán ser públicamente divulgados para que la sociedad 
guatemalteca conozca los hechos objeto del presente caso, así como a sus responsables.

287. Tal como lo ha hecho en otros casos, la Corte valora la publicación del informe de la 
CEH, Guatemala: Memoria del Silencio, el cual incluye una parte de los hechos ocurridos 
en el presente caso, como un esfuerzo que ha contribuido a la búsqueda y determinación
de la verdad de un período histórico de Guatemala. Sin desconocer lo anterior, la Corte 
considera pertinente precisar que los elementos de “verdad histórica” contenidos en ese 
informe no completan o sustituyen la obligación del Estado de establecer la verdad y 
asegurar la determinación judicial de responsabilidades individuales o estatales a través
de los procesos pertinentes. (En similar sentido: Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
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noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 232; Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 
2010. Serie C No. 212, párr. 234, y Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250, párr. 259.).

288. La investigación de los hechos es un deber jurídico propio del Estado, por lo que cada 
acto procesal que lleve a cabo debe reflejar el compromiso asumido por Guatemala a fin 
de erradicar la impunidad de los hechos, obligación de garantía que se desprende del 
artículo 1.1 de la Convención Americana. Para cumplir con dicha obligación, el Estado tiene 
que combatir ésta por todos los medios legales disponibles, ya que la impunidad “propicia 
la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las 
víctimas y sus familiares”. Asimismo, el Estado tiene que “organizar todo el aparato 
gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el 
ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el 
libre y pleno ejercicio de los derechos humanos”. (En similar sentido: Caso de la “Panel 
Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 
1998. Serie C No. 37, párr. 173; Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190, párr. 69; Caso Masacres 
de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 261, y Caso Gudiel Álvarez 
y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 
de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 329.).

289. Asimismo, cuando un Estado es parte de tratados internacionales como la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, dichos tratados obligan a todos sus órganos, incluido el poder judicial, 
cuyos miembros deben velar por que los efectos de las disposiciones de dichos tratados 
no se vean mermados por la aplicación de normas o interpretaciones contrarias a su objeto 
y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles 
están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las 
normas internas y los tratados de derechos humanos de los cuales es Parte el Estado, 
evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 
procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la 
administración de justicia, como el ministerio público, deben tener en cuenta no solamente 
la Convención Americana y demás instrumentos interamericanos, sino también la 
interpretación que de estos ha hecho la Corte Interamericana. (En similar sentido: Caso 
Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 262, y Caso Gudiel 
Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 330.).

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 
312.

278. La Corte ha considerado que toda violación a los derechos humanos supone una 
cierta gravedad por su propia naturaleza, porque implica el incumplimiento de 
determinados deberes de respeto y garantía de los derechos y libertades a cargo del 
Estado en perjuicio de las personas. Sin embargo, ello no debe confundirse con lo que a 
lo largo de su jurisprudencia ha considerado como “violaciones graves a los derechos 
humanos”, las cuales tienen una connotación y consecuencias propias. Asimismo, resulta 
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inadecuado pretender que, en todo caso que le sea sometido, por tratarse de violaciones 
de derechos humanos, automáticamente corresponde a la Corte ordenar al Estado que se 
investigue y, en su caso, procese y sancione a los responsables de determinados hechos. 
En cada caso corresponde valorar las circunstancias particulares de los hechos, los 
alcances de la responsabilidad del Estado y los efectos que a nivel interno tendría tal orden 
del Tribunal, particularmente si ello implica reabrir procesos internos que han llegado a 
decisiones definitivas o con carácter de cosa juzgada y no haya prueba o indicios de que
estos resultados sean producto de la apariencia, el fraude o de una voluntad de perpetuar 
una situación de impunidad.

280. Ciertamente en este caso no se indagó si la muerte de la señora Chinchilla pudo estar 
asociada a posibles negligencias de autoridades administrativas respecto de las 
condiciones carcelarias en que se encontraba, alguna falta de tratamiento médico 
adecuado o los factores que pudieron haber contribuido a su muerte. Es decir, no se 
investigó si existieron otros hechos y conductas que podrían haber propiciado, permitido 
o causado las violaciones a los derechos a la vida y a la integridad personal declaradas en 
este caso, lo cual podía haber sido determinado mediante la averiguación de otros tipos 
de responsabilidades, tales como la administrativa. Sin embargo, ante la falta de alegatos 
específicos al respecto por parte de la Comisión y los representantes, y sin perjuicio de 
las investigaciones que en otras vías corresponda al Estado iniciar y llevar a cabo, de ser 
ello procedente según su legislación interna, la Corte considera que en el presente caso 
no se presentan los supuestos necesarios para ordenar al Estado que realice una nueva 
investigación de los hechos en la vía penal o el desarchivo de la investigación efectuada.

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307.

229. La Corte valora la manifestación del Estado en el sentido de que mantendrá “abierta 
la investigación y la continuará realizando de manera diligente hasta identificar e 
individualizar a los responsables del hecho”. No obstante, teniendo en cuenta las 
conclusiones del capítulo VII.II de esta Sentencia, el Tribunal dispone que el Estado debe, 
en un plazo razonable, conducir eficazmente la investigación y, en su caso, abrir el o los 
procesos penales que correspondieren, para identificar, procesar y, en su caso, sancionar 
a los responsables de los vejámenes y privación de la vida de Claudina Isabel Velásquez 
Paiz, conforme a los lineamientos de esta Sentencia, a fin de evitar la repetición de hechos 
iguales o análogos a los del presente caso. Dicha investigación deberá incluir una 
perspectiva de género, emprender líneas de investigación específicas respecto a la posible 
violencia sexual, y posibilitar a los familiares de la víctima información sobre los avances 
en la investigación, de conformidad con la legislación interna y, en su caso, la participación
adecuada en el proceso penal. Asimismo, la investigación debe realizarse por funcionarios 
capacitados en casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por 
razón de género. Por último, deberá asegurarse que las personas encargadas de la 
investigación y del proceso penal, así como, de ser el caso, otras personas involucradas, 
como testigos, peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas garantías de 
seguridad.

230. Además, como lo ha hecho en otras oportunidades, la Corte dispone que, de acuerdo 
con la normativa disciplinaria pertinente, el Estado examine las eventuales irregularidades 
procesales e investigativas relacionadas con el presente caso y, en su caso, sancione la 
conducta de los servidores públicos correspondientes, sin que sea necesario que las 
víctimas del caso interpongan denuncias para tales efectos. (En similar sentido: Caso 
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Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 283, párr. 253.).

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283.

252. En virtud de lo anterior, la Corte dispone que el Estado debe llevar a cabo con la 
debida diligencia y en un plazo razonable, las investigaciones y procesos penales 
correspondientes de conformidad con las disposiciones de su derecho interno, con el fin 
de individualizar, identificar y, en su caso, sancionar a los responsables materiales e 
intelectuales de los hechos relacionados con la muerte del señor A.A. y las amenazas 
sufridas por sus familiares, así como establecer la verdad sobre los mismos, considerando 
los criterios señalados sobre investigaciones en este tipo de casos. A tal fin, el Estado 
debe: a) asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el caso 
cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar sus tareas 
de manera adecuada, independiente e imparcial y que las personas que participen en la 
investigación, entre ellas víctimas, testigos y operadores de justicia, cuenten con las 
debidas garantías de seguridad; b) asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los 
familiares del señor A.A. en todas las etapas de estas investigaciones, de acuerdo con la 
ley interna y las normas de la Convención Americana, y c) divulgar públicamente los 
resultados de los procesos para que la sociedad conozca los hechos objeto del caso, así
como a sus responsables.

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 
277.

250. La Corte considera que el Estado está obligado a combatir la impunidad por todos 
los medios disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de 
derechos humanos. La ausencia de una investigación completa y efectiva sobre los hechos 
constituye una fuente de sufrimiento y angustia adicional para las víctimas, quienes tienen 
el derecho a conocer la verdad de lo ocurrido. (En similar sentido: Caso Chitay Nech y 
otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 236.).

251. Por ello, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente la investigación
y, en su caso, abrir el proceso penal correspondiente y, de ser pertinente, otros que 
correspondieren, para identificar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables de 
los vejámenes y privación de la vida de la niña María Isabel Veliz Franco, conforme a los 
lineamientos de esta Sentencia, a fin de evitar la repetición de hechos iguales o análogos 
a los del presente caso. Dicha investigación deberá incluir una perspectiva de género, 
emprender líneas de investigación específicas respecto a violencia sexual, y posibilitar a 
los familiares de la víctima información sobre los avances en la investigación, de 
conformidad con la legislación interna, y en su caso, la participación adecuada en el 
proceso penal. Asimismo, la investigación debe realizarse por funcionarios capacitados en 
casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género. 
Por último, deberá asegurarse que las personas encargadas de la investigación y del 
proceso penal, así como, de ser el caso, otras personas involucradas, como testigos, 
peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas garantías de seguridad.
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Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

196. Teniendo en cuenta este compromiso del Estado, así como las conclusiones señaladas 
en el Capítulo VIII-2, la Corte recuerda que el Estado debe continuar y concluir 
eficazmente y con la mayor diligencia las investigaciones que sean necesarias para 
determinar y en su caso sancionar a los demás responsables, tanto materiales como 
intelectuales, de la desaparición forzada de Edgar Fernando García. Dicha obligación debe 
ser cumplida en un plazo razonable a fin de establecer la verdad de los hechos, tomando 
en cuenta que han trascurrido aproximadamente más de 28 años desde su desaparición. 
En particular, el Estado deberá velar porque se observen los siguientes criterios:

a) continuar y concluir la o las investigaciones pertinentes en relación con los hechos del 
presente caso, con el objeto de que el proceso y las investigaciones sean conducidas en 
consideración de la complejidad de los hechos y contexto de violaciones sistemáticas a 
los derechos humanos en que ocurrieron, con la debida diligencia evitando omisiones en 
la recolección de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación; 

b) por tratarse de una violación grave a los derechos humanos el Estado deberá
abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía, ni argumentar prescripción, 
irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio non bis in idem o cualquier 
excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de la obligación de investigar y 
sancionar a los responsables; 

c) asegurarse que: i) las autoridades competentes realicen las investigaciones 
correspondientes ex officio, y que para tal efecto tengan a su alcance y utilicen todos los 
recursos logísticos y científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, en 
particular, tengan las facultades para acceder a la documentación e información
pertinentes para investigar los hechos denunciados y llevar a cabo con prontitud aquellas 
actuaciones y averiguaciones esenciales para esclarecer lo sucedido a Edgar Fernando 
García, y ii) las autoridades se abstengan de realizar actos que impliquen la obstrucción
del proceso investigativo;

d) deberá determinar la identidad de los presuntos autores materiales e intelectuales de 
la desaparición forzada de la víctima;

e) deberá iniciar las acciones disciplinarias, administrativas o penales, de acuerdo con su 
legislación interna, de las posibles autoridades del Estado que hayan obstaculizado o 
obstaculicen la investigación debida de los hechos, así como los responsables de las 
distintas irregularidades procesales que han contribuido a prolongar su impunidad, y 

f) deberá asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el 
caso cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar sus 
tareas de manera adecuada, independiente e imparcial, y que las personas que participen 
en la investigación, entre ellas las víctimas o sus representantes, testigos y operadores 
de justicia, cuenten con las debidas garantías de seguridad.

197. Además, conforme a su jurisprudencia constante, la Corte reitera que el Estado debe 
asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de las víctimas o sus familiares en todas 
las etapas de la investigación y el juzgamiento de los responsables, de acuerdo con la ley 
interna y las normas de la Convención Americana. Dicha participación deberá tener como 
finalidad el acceso a la justicia, el conocimiento de la verdad de lo ocurrido y el 
otorgamiento de una justa reparación. Adicionalmente, los resultados de los procesos 
correspondientes deberán ser publicados para que la sociedad guatemalteca conozca los 
hechos objeto del presente caso, así como a sus responsables. (En similar sentido: Caso 
Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 237; Caso Masacres de 
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Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 258, y Caso Gudiel Álvarez y otros 
(“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 328.).

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253.

327. El Tribunal valora el compromiso del Estado de promover la investigación penal del 
presente caso. No obstante, teniendo en cuenta las conclusiones del Capítulo VIII-2 de 
esta Sentencia, la Corte dispone que el Estado debe remover todos los obstáculos, de 
facto y de jure, que mantienen la impunidad en este caso, e iniciar, continuar, impulsar, 
reabrir, dirigir y concluir las investigaciones que sean necesarias para determinar y, en su 
caso, sancionar a todos los responsables de las desapariciones forzadas de las víctimas 
del presente caso, así como de la muerte de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y la alegada 
detención y tortura sufrida por Wendy e Igor Santizo Méndez. Dicha obligación debe ser 
cumplida en un plazo razonable con el fin de establecer la verdad de los hechos, tomando 
en cuenta que han transcurrido más de 29 años desde que sucedieron las primeras
desapariciones forzadas objeto de este caso. En particular, el Estado deberá velar por que 
se observen los siguientes criterios:

a) realizar la o las investigaciones pertinentes en relación con los hechos del presente 
caso, con el objeto de que el proceso y las investigaciones sean conducidas en 
consideración de la complejidad de los hechos, el contexto de violaciones sistemáticas a 
los derechos humanos en que ocurrieron, con la debida diligencia evitando omisiones en 
la consideración y valoración de la prueba y el seguimiento de una lógica de investigación
consecuente con la existencia del Diario Militar; 

b) por tratarse de violaciones graves a los derechos humanos, el Estado deberá
abstenerse de recurrir a la aplicación de leyes de amnistía ni argumentar prescripción, 
irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio non bis in idem, o cualquier 
excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de la obligación de investigar y 
enjuiciar a los responsables; 

c) asegurarse que: i) las autoridades competentes realicen las investigaciones 
correspondientes ex officio, y que para tal efecto tengan a su alcance y utilicen todos los 
recursos logísticos y científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, en 
particular, tengan facultades para acceder plenamente a la documentación e información
pertinentes para investigar los hechos denunciados y llevar a cabo con prontitud aquellas 
actuaciones y averiguaciones esenciales para esclarecer lo sucedido a las personas 
desaparecidas en el presente caso, a Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y Wendy e Igor 
Santizo Méndez, y ii) las autoridades se abstengan de realizar actos que impliquen la 
obstrucción del proceso investigativo; 

d) deberá determinar la identidad de los presuntos autores materiales e intelectuales de 
las violaciones referidas en la presente Sentencia; 

e) deberá garantizarse que todas las autoridades estatales colaboren efectivamente con 
la investigación de los hechos del presente caso, brindando pleno acceso a la información 
requerida por las autoridades encargadas de la misma, así como colaborando, en lo 
pertinente, en la recaudación de la prueba necesaria para investigar los hechos 
denunciados, esclarecer lo sucedido y determinar el paradero de las víctimas 
desaparecidas, de manera tal que las autoridades a cargo de la investigación de las 
violaciones del presente caso puedan llevarla a cabo con la debida diligencia. Asimismo, 
las autoridades estatales deberán abstenerse de realizar actos que impidan el acceso a 
la información que conste en los archivos o dependencias estatales sobre los hechos del 
presente caso;
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f) deberá iniciar las acciones disciplinarias, administrativas o penales, de acuerdo con su 
legislación interna, de las posibles autoridades del Estado que hayan obstaculizado o 
obstaculicen la investigación debida de los hechos, así como los responsables de las 
distintas irregularidades procesales que han contribuido a prolongar su impunidad, y 

g) deberá asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el 
caso cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar sus 
tareas de manera adecuada, independiente e imparcial, y que las personas que participen 
en la investigación, entre ellas las víctimas o sus representantes, testigos y operadores 
de justicia, cuenten con las debidas garantías de seguridad.

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

257. El Tribunal valora la disposición del Estado de promover la investigación penal del 
presente caso. No obstante, teniendo en cuenta las conclusiones señaladas en el Capítulo 
XII de esta Sentencia, la Corte dispone que el Estado debe remover todos los obstáculos, 
de facto y de jure, que mantienen la impunidad en este caso, e iniciar, continuar, impulsar 
y reabrir las investigaciones que sean necesarias para determinar y, en su caso, sancionar 
a todos los responsables de las violaciones de los derechos humanos perpetradas durante 
y con posterioridad a las cinco masacres objeto del presente caso. El Estado debe 
impulsar, reabrir, dirigir, continuar y concluir las investigaciones y procesos pertinentes 
en un plazo razonable, con el fin de establecer toda la verdad de los hechos, tomando en 
cuenta que han transcurrido aproximadamente 30 años desde que sucedieron las referidas 
cinco masacres. En particular, el Estado deberá velar por que se observen los siguientes 
criterios:

a) en consideración de la gravedad de los hechos, no podrá aplicar leyes de amnistía ni 
argumentar prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio non 
bis in idem, o cualquier excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de la
obligación de investigar y enjuiciar a los responsables; 

b) deberá investigar de oficio y de forma efectiva los hechos del presente caso, tomando 
en cuenta el patrón sistemático de violaciones graves y masivas de derechos humanos 
existente en la época en que éstos ocurrieron. Además de las afectaciones al derecho a 
la vida, el Estado debe considerar otras posibles graves afectaciones a la integridad 
personal y a la libertad personal, en particular, los presuntos actos de desaparición
forzada, tortura, ejecuciones extrajudiciales, violación sexual, esclavitud y servidumbre, 
teniendo en cuenta, asimismo, los impactos diferenciados con motivo de las alegadas 
violaciones sufridas por los niños y las mujeres de la comunidad de Río Negro. El Estado 
también deberá ejecutar las órdenes de captura de los presuntos responsables que se 
encuentran pendientes y emitir las que sean pertinentes a efecto de enjuiciar a todos los 
responsables de los hechos del presente caso; 

c) deberá determinar la identidad de todos los presuntos autores materiales e 
intelectuales de las masacres y de la posterior persecución de los miembros de la 
comunidad de Río Negro, por lo que deberá culminar el proceso penal iniciado contra 
ellos, y proceder a investigar a aquellos presuntos autores que aún no se encuentran 
identificados. La debida diligencia en la investigación implica que todas las autoridades 
estatales están obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba, por lo que deberán 
brindar al juez de la causa toda la información que requiera y abstenerse de actos que 
impliquen la obstrucción para la marcha del proceso investigativo; 

d) deberá iniciar las acciones disciplinarias, administrativas o penales, de acuerdo con su 
legislación interna, de las posibles autoridades del Estado que han obstaculizado e 
impedido la investigación debida de los hechos, así como los responsables de las distintas 
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irregularidades procesales que han contribuido a prolongar la impunidad de las masacres, 
y 

e) deberá asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el 
caso cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar sus 
tareas de manera adecuada, independiente e imparcial, y que las personas que participen 
en la investigación, entre ellas las víctimas o sus representantes, testigos y operadores 
de justicia, cuenten con las debidas garantías de seguridad.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 
212.

235. Teniendo en cuenta lo expuesto, así como la jurisprudencia de este Tribunal, la Corte 
dispone que el Estado debe conducir eficazmente la investigación que cursa en la 
jurisdicción interna sobre la desaparición forzada de Florencio Chitay para determinar a 
todos los responsables de los hechos de este caso y aplicar efectivamente las sanciones y 
consecuencias que la ley prevea. El Estado debe dirigir y concluir las investigaciones y 
procesos pertinentes en un plazo razonable, con el fin de establecer toda la verdad de los 
hechos, en atención a los criterios señalados sobre investigaciones en casos de 
desapariciones forzadas removiendo todos los obstáculos, de facto y de jure, que 
mantienen la impunidad en este caso. En particular, el Estado deberá:

a) continuar sin mayor dilación, de forma diligente y efectiva, con la investigación iniciada 
el 2 de marzo de 2009, tomando en cuenta como tipo penal aplicable el delito de 
desaparición forzada, todos los hechos de la desaparición y el patrón sistemático de 
violaciones a derechos humanos existente en la época, con el objeto de que la 
investigación sea conducida en consideración de la complejidad de estos hechos y el 
contexto en que ocurrieron, evitando omisiones en la recaudación de prueba y en el 
seguimiento de líneas lógicas de investigación;

b) determinar a todos los presuntos autores materiales e intelectuales de la desaparición
forzada del señor Chitay Nech. Además, la Corte reitera que en consideración de la 
gravedad de los hechos, el Estado no podrá aplicar leyes de amnistía ni argumentar 
prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio non bis in idem 
o cualquier excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de esta obligación, y

c) asegurarse que las autoridades encargadas de la investigación tengan a su alcance y 
utilicen todos los recursos logísticos y científicos necesarios para la recaudación y 
procesamiento de pruebas y, en particular, tengan las facultades para acceder a la 
documentación e información pertinentes para investigar los hechos denunciados y llevar 
a cabo con prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales para esclarecer la 
suerte de Florencio Chitay, que las personas que participen en la investigación, entre 
ellas, víctimas, testigos y operadores de justicia, cuenten con las debidas garantías de 
seguridad, y que se abstengan de actos que impliquen obstrucción para la marcha del 
proceso investigativo.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

233. En razón de lo anterior, el Estado deberá utilizar los medios que sean necesarios, de 
acuerdo con su legislación interna, para conducir eficazmente las investigaciones con el 
fin de individualizar, juzgar y eventualmente sancionar a los responsables de los crímenes 
cometidos en el Parcelamiento de Las Dos Erres, y remover todos los obstáculos, de facto 
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y de jure, que mantienen la impunidad en este caso. En particular, el Estado deberá velar 
porque la investigación abarque los siguientes criterios:

a) en consideración de la gravedad de los hechos, el Estado no podrá aplicar leyes de 
amnistía ni argumentar prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el 
principio non bis in idem, o cualquier excluyente similar de responsabilidad, para 
excusarse de esta obligación. En consecuencia, el Estado deberá continuar con el proceso
penal, sin mayor dilación;

b) investigar de forma efectiva todos los hechos de la masacre tomando el cuenta el 
patrón sistemático de violaciones a derechos humanos existente en la época en que 
ocurrieron los hechos del presente caso, incluyendo, además del asesinato de los 
pobladores del Parcelamiento, otras posibles graves afectaciones a la integridad personal, 
y en particular, los presuntos actos de tortura, a la luz de los impactos diferenciados con 
motivo de la alegada violencia contra la niñez y la mujer. El Estado también deberá
aplicar, eventualmente, las sanciones correspondientes a estos hechos, así como ejecutar 
las órdenes pendientes de captura;

c) la determinación de todos los presuntos autores materiales e intelectuales de la 
masacre, por lo que deberá culminar el proceso penal iniciado contra ellos, y proceder a 
investigar aquellos presuntos autores que aún no se encuentran identificados. La debida 
diligencia en la investigación implica que todas las autoridades estatales están obligadas 
a colaborar en la recaudación de la prueba, por lo que deberán brindar al juez de la causa 
toda la información que requiera y abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para 
la marcha del proceso investigativo;

d) iniciar las acciones disciplinarias, administrativas o penales, de acuerdo con su 
legislación interna, de las posibles autoridades del Estado que han obstaculizado e 
impedido la investigación debida de los hechos, así como los responsables de las distintas 
irregularidades procesales y hechos de hostigamiento que han contribuido a prolongar la 
impunidad de la masacre;

e) adoptar las medidas necesarias para que el uso del recurso de amparo sea efectivo, 
conforme a los principios de concentración, celeridad, contradictorio y motivación de los 
fallos, derechos de defensa, y que no sea utilizado como un mecanismo dilatorio del 
proceso, y 

f) asegurarse que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el caso 
cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar sus tareas 
de manera adecuada, independiente e imparcial y que las personas que participen en la 
investigación, entre ellas víctimas, testigos y operadores de justicia, cuenten con las 
debidas garantías de seguridad.

235. La Corte considera que para efectos del presente caso, para hacer efectivo el acceso 
a la justicia de las víctimas, los jueces como rectores del proceso tienen que dirigir y 
encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la justicia y el debido proceso
legal en pro del formalismo y de la impunidad, así como tramitar los recursos judiciales 
de modo a que se restrinja el uso desproporcionado de acciones que pueden tener efectos 
dilatorios o entorpecedores.

236. Por último, el Estado deberá divulgar los resultados de la investigación así como del 
proceso penal a toda la sociedad guatemalteca.
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Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190.

71. Guatemala ha reconocido el incumplimiento de sus obligaciones en esta materia y ha 
manifestado su compromiso frente a las violaciones de derechos humanos cometidas en 
el pasado “bajo preceptos de justicia, verdad, reparación de las personas y dignificación
de las víctimas para formular una nueva identificación hacia el futuro, lo que implica 
esclarecer el paradero de los desaparecidos y avanzar hacia [...] la reconciliación
nacional”. Conforme a dicha política, Guatemala ha impulsado acciones en el marco del 
proceso llevado ante la Comisión Interamericana y ante este Tribunal en relación con este 
caso que deben ser reconocidas. La Corte Interamericana valora de manera positiva que 
el Tribunal Militar de la Cuarta Brigada de Infantería General “Justo Rufino Barrios”, 
mediante resolución del 10 de junio de 2008, haya declinado su competencia para conocer 
del caso y haya establecido la remisión de las diligencias a la jurisdicción ordinaria 
atendiendo la solicitud realizada por la Fiscalía de Sección de Derechos Humanos de la 
Ciudad de Guatemala. Esto es consecuente con la jurisprudencia de esta Corte sobre la 
materia.

72. No obstante, luego de transcurridos más de 17 años desde la detención y desaparición
forzada de María y Josefa Tiu Tojín, las obligaciones del Estado continúan sin ser 
satisfechas. Por ello, resulta imperativo que el Estado agote todos los trámites necesarios 
para asegurar, dentro de un plazo razonable, el efectivo cumplimiento de su deber de 
investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de los hechos de este caso 
y garantizar el acceso a la justicia de las víctimas. El resultado del proceso deberá ser 
públicamente divulgado, para que la sociedad guatemalteca conozca la verdad.

77. Con base en lo anterior, el Estado deberá asegurar, como una forma de garantizar 
que la investigación iniciada ante la justicia ordinaria sea conducida con la debida 
diligencia, que las autoridades encargadas de la investigación tengan a su alcance y 
utilicen todos los medios necesarios para llevar a cabo con prontitud aquellas actuaciones 
y averiguaciones esenciales para esclarecer la suerte de las víctimas e identificar a los 
responsables de su desaparición forzada. Para ello, el Estado garantizará que las 
autoridades encargadas de la investigación cuenten con los recursos logísticos y científicos 
necesarios para la recaudación y procesamiento de pruebas y, en particular, tengan las 
facultades para acceder a la documentación e información pertinente para investigar los 
hechos denunciados y puedan obtener indicios o evidencias de la ubicación de las víctimas. 
En este sentido, cabe reiterar que en caso de violaciones de derechos humanos, las 
autoridades estatales no se pueden amparar en mecanismos como el secreto de Estado o 
la confidencialidad de la información, o en razones de interés público o seguridad nacional, 
para dejar de aportar la información requerida por las autoridades judiciales o 
administrativas encargadas de la investigación o proceso pendientes.

78. Del mismo modo, el Estado deberá asegurar que las autoridades encargadas de la 
investigación tome en cuenta los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de 
graves violaciones de los derechos humanos en el presente caso, con el objeto de que la 
investigación sea conducida tomando en cuenta la complejidad de estos hechos, el 
contexto en que ocurrieron y los patrones que explican su comisión, evitando omisiones 
en la recabación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación.

100. Este Tribunal considera que para garantizar el acceso a la justicia de las víctimas -
en tanto miembros del pueblo indígena Maya- y que la investigación de los hechos se 
realice con la debida diligencia, sin obstáculos y sin discriminación, el Estado debe 
asegurar que aquellas puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos 
legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin. Asimismo, 
el Estado deberá garantizar, en la medida de lo posible, que las víctimas del presente caso 
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no tengan que hacer esfuerzos desmedidos o exagerados para acceder a los centros de 
administración de justicia encargados de la investigación del presente caso. Sin perjuicio 
de lo anterior, la Corte considera necesario ordenar al Estado el pago de una suma por 
concepto de gastos futuros, como una forma de garantizar que las víctimas puedan actuar 
en el proceso penal abierto ante la justicia ordinaria.

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117.

126. Así, después de más de once años, todavía impera la impunidad de los autores 
materiales e intelectuales responsables de dichos hechos, lo que lesiona a las víctimas y 
propicia la repetición crónica de las violaciones de los derechos humanos de que se trata.

129. A la luz de lo anterior, para reparar este aspecto de las violaciones cometidas, el 
Estado debe investigar efectivamente los hechos del presente caso con el fin de identificar, 
juzgar y sancionar a los autores materiales e intelectuales de la ejecución extrajudicial de 
los señores Carpio Nicolle, Villacorta Fajardo, Ávila Guzmán y Rivas González, así como 
de las lesiones graves de Sydney Shaw Díaz. El resultado del proceso deberá ser 
públicamente divulgado, para que la sociedad guatemalteca conozca la verdad.

131. El desarrollo de la legislación y de la jurisprudencia internacionales ha permitido el 
examen de la llamada “cosa juzgada fraudulenta” que resulta de un juicio en el que no se 
han respetado las reglas del debido proceso, o cuando los jueces no obraron con 
independencia e imparcialidad.

132. Ha quedado plenamente demostrado que el juicio del presente caso, ante los 
tribunales nacionales, estuvo contaminado por tales graves vicios. Por tanto, no podría
invocar el Estado, como eximente de su obligación de investigar y sancionar, las 
sentencias emanadas en procesos que no cumplieron los estándares de la Convención
Americana. La regla básica de interpretación contenida en el artículo 29 de dicha 
Convención disipa toda duda que se tenga al respecto.

134. En el cumplimiento de la obligación de investigar y sancionar en el presente caso, el 
Estado debe remover todos los obstáculos y mecanismos de hecho y de derecho que 
mantienen la impunidad, otorgar las garantías de seguridad suficientes a los testigos, 
autoridades judiciales, fiscales, otros operadores de justicia y a los familiares de las 
víctimas, así como utilizar todas las medidas a su alcance para diligenciar el proceso. (En 
el mismo sentido: Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, párr. 277.).

135. Asimismo, a la luz del presente caso, el Estado debe adoptar medidas concretas 
dirigidas a fortalecer su capacidad investigativa. En este sentido, habrá que dotar a las 
entidades encargadas de la prevención e investigación de las ejecuciones extrajudiciales 
de suficientes recursos humanos, económicos, logísticos y científicos para que puedan 
realizar el procesamiento adecuado de toda prueba, científica y de otra índole, con la 
finalidad de esclarecer los hechos delictivos. Dicho procesamiento debe contemplar las 
normas internacionales pertinentes en la materia, tales como las previstas en el Manual 
de las Naciones Unidas sobre la prevención e investigación eficaces de las ejecuciones 
extralegales, arbitrarias o sumarias.
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Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116.

95. Después de más de veintidós años de la ejecución de la masacre y diez de iniciadas 
las investigaciones correspondientes, el Estado no ha investigado los hechos ni 
identificado, juzgado y sancionado eficazmente a sus responsables. Por todo ello, se ha 
configurado una situación de impunidad que constituye una infracción del deber del Estado 
al que se ha hecho referencia, lesiona a las víctimas y propicia la repetición crónica de las 
violaciones de los derechos humanos de que se trata.

98. A la luz de lo anterior, para reparar este aspecto de las violaciones cometidas, el 
Estado debe investigar efectivamente los hechos de la Masacre Plan de Sánchez con el fin 
de identificar, juzgar y sancionar a sus autores materiales e intelectuales. Las víctimas
deben tener pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas e instancias de la 
investigación y en el juicio correspondiente, de acuerdo con la ley interna y las normas de 
la Convención Americana. El resultado del proceso deberá ser públicamente divulgado 
para que la sociedad guatemalteca conozca la verdad.

99. El Estado debe garantizar que el proceso interno tendiente a investigar, juzgar y 
sancionar a los responsables de los hechos surta los debidos efectos. Además, deberá
abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía, la prescripción y el establecimiento de 
excluyentes de responsabilidad, así como a medidas que pretendan impedir la persecución
penal o suprimir los efectos de la sentencia condenatoria, como lo ha hecho notar la Corte 
en otros casos. (En el mismo sentido: Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108, párr. 83.).

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108.

79. La Corte reconoce que en el presente caso impera la impunidad de los autores 
materiales e intelectuales responsables de los hechos. A la fecha de esta Sentencia, 
después de más de veintidós años de ocurridos los hechos del presente caso, no se ha 
identificado, juzgado y sancionado a los responsables de la desaparición forzada de Marco 
Antonio Molina Theissen. Por lo tanto, se ha configurado una situación de impunidad que 
constituye una infracción del deber del Estado al que se ha hecho referencia, lesiona a la 
víctima y a sus familiares y propicia la repetición crónica de las violaciones de los derechos 
humanos de que se trata.

81. La Corte considera que la víctima de graves violaciones de derechos humanos y sus 
familiares, en su caso, tienen el derecho a conocer la verdad. En consecuencia, los 
familiares de Marco Antonio Molina Theissen tienen derecho de conocer lo sucedido a éste 
y saber dónde se encuentran sus restos. Este derecho a la verdad ha venido siendo 
desarrollado por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y su reconocimiento 
puede constituir un medio importante de reparación. Por lo tanto, en este caso, el derecho 
a la verdad da lugar a una expectativa que el Estado debe satisfacer a los familiares de la 
víctima.

82. A la luz de lo anterior, para reparar este aspecto de las violaciones cometidas, el 
Estado debe investigar efectivamente los hechos del presente caso con el fin de identificar, 
juzgar y sancionar a los autores materiales e intelectuales de la desaparición forzada de 
Marco Antonio Molina Theissen. El resultado del proceso deberá ser públicamente 
divulgado, para que la sociedad guatemalteca conozca la verdad.
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Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103.

176. La Corte observa que al momento de la presente Sentencia, después de más de once 
años de ocurridos los hechos del presente caso, aún no se ha identificado, juzgado y 
sancionado a los responsables del secuestro, detención, tortura y tratos crueles, 
inhumanos o degradantes cometidos en perjuicio de Maritza Urrutia, por lo que se ha 
configurado una situación de impunidad, que constituye una infracción del deber del 
Estado que lesiona a la víctima, a sus familiares y al conjunto de la sociedad y propicia la 
repetición crónica de las violaciones de los derechos humanos de que se trata.

177. Es necesario que el Estado lleve a cabo una investigación efectiva de los hechos de 
este caso, identifique a los responsables de los mismos, tanto materiales como 
intelectuales, así como a los eventuales encubridores, y los sancione administrativa y 
penalmente, según corresponda. Los procesos internos de que se trata deben versar sobre 
las violaciones al Derecho a la Integridad Personal y a la Libertad Personal, a las que se 
refiere esta misma Sentencia. La víctima debe tener pleno acceso y capacidad de actuar 
en todas las etapas e instancias de la investigación y el juicio correspondiente, de acuerdo 
con la ley interna y las normas de la Convención Americana. Los resultados del juicio 
deben ser públicamente divulgados.

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.

275. A la luz de lo anterior, para reparar totalmente este aspecto de las violaciones 
cometidas, el Estado debe investigar efectivamente los hechos del presente caso, con el 
fin de identificar, juzgar y sancionar a todos los autores materiales e intelectuales, y 
demás responsables de la ejecución extrajudicial de Myrna Mack Chang, y del 
encubrimiento de la ejecución extrajudicial y de los otros hechos del presente caso, 
independientemente de la persona que ya se encuentra sancionada por estos hechos. El 
resultado del proceso deberá ser públicamente divulgado, para que la sociedad 
guatemalteca conozca la verdad.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91.

73. De conformidad con el punto resolutivo octavo de la sentencia sobre el fondo dictada 
el 25 de noviembre de 2000, Guatemala debe realizar “una investigación para determinar 
las personas responsables de las violaciones de los derechos humanos a que se ha hecho 
referencia en [esa] Sentencia, así como divulgar públicamente los resultados de dicha 
investigación y sancionar a los responsables”. De esta manera, dentro de las reparaciones 
que debe efectuar el Estado se encuentra necesariamente la de investigar efectivamente 
los hechos, sancionar a todos los responsables y divulgar la resultados de la investigación.

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C 
No. 77.

99. De conformidad con el resolutivo octavo de la sentencia de fondo dictada el 19 de 
noviembre de 1999, Guatemala debe realizar una investigación efectiva para individualizar 
a las personas responsables de las violaciones de los derechos humanos declaradas en 
dicho fallo y, en su caso, sancionarlas. La Corte ha afirmado que la obligación de garantía
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y efectividad de los derechos y libertades previstos en la Convención es autónoma y 
diferente de la de reparar. Mientras el Estado está obligado a investigar los hechos y 
sancionar a los responsables, la víctima o, en su defecto, los familiares de ésta, pueden 
renunciar a las medidas de reparación por el daño causado. En definitiva, el Estado que 
deja impune las violaciones de derechos humanos estaría incumpliendo, adicionalmente, 
su deber general de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos de las personas 
sujetas a su jurisdicción.

100. Este Tribunal se ha referido en reiteradas ocasiones al derecho que asiste a los 
familiares de las víctimas de conocer lo que sucedió y quiénes fueron los agentes del 
Estado responsables de dichos hechos. “[L]a investigación de los hechos y la sanción de 
las personas responsables, [...] es una obligación que corresponde al Estado siempre que 
haya ocurrido una violación de los derechos humanos y esa obligación debe ser cumplida 
seriamente y no como una mera formalidad”. Además, este Tribunal ha indicado que el 
Estado “tiene la obligación de combatir [la impunidad] por todos los medios legales 
disponibles ya que [ésta] propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos 
humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares”. (En similar sentido:
Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 1999.
Serie C No. 48, párr. 64, y Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76,
párr. 200.).

101. Por consiguiente, la Corte reitera que Guatemala tiene la obligación de investigar los 
hechos que generaron las violaciones de la Convención Americana en el presente caso, 
identificar a sus responsables y sancionarlos. (En similar sentido: Caso Blake Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie C No. 48,
párr. 65, y Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76, párr. 202.).

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76.

199. De conformidad con el punto resolutivo sexto de la sentencia de fondo dictada el 8 
de marzo de 1998, el Estado de Guatemala debe realizar una investigación efectiva para 
individualizar a las personas responsables de las violaciones de los derechos declaradas 
en dicho fallo y sancionarlas, en su caso. La Corte ha afirmado que la obligación de 
garantía y efectividad de los derechos y libertades previstos en la Convención es autónoma 
y diferente de la de reparar. Lo anterior, en razón de que mientras el Estado está obligado 
a investigar los hechos y sancionar a los responsables, la víctima o, en su defecto, sus 
familiares pueden renunciar a las medidas que se dispongan para reparar el daño causado. 
En definitiva, el Estado que deja impune las violaciones de derechos humanos viola su 
deber de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos de las personas sujetas a su 
jurisdicción. 

Determinación del paradero, recuperación e identificación de los restos

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

292. La Corte considera que es una expectativa justa de los familiares de las víctimas de 
las desapariciones forzadas que se identifique el paradero de estas o se hallen sus restos 
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de modo que se determine con certeza su identidad, lo que constituye una medida de 
reparación y, por lo tanto, genera el deber correlativo para el Estado de satisfacerla. A su 
vez, esto permite a los familiares aliviar la angustia y sufrimiento causados por dicha 
incertidumbre. Es igualmente una expectativa justa de los familiares la recuperación e 
identificación de los restos de las personas que fallecieron y que fueron inhumadas en 
fosas clandestinas a raíz de los hechos del caso. Recibir el cuerpo de una persona 
desaparecida forzadamente o ejecutada es de suma importancia para sus familiares, ya 
que les permite sepultarlos de acuerdo a sus creencias, así como cerrar el proceso de 
duelo. Adicionalmente, el Tribunal considera que los restos son una prueba de lo sucedido 
y, junto al lugar en el cual sean encontrados, pueden proporcionar información valiosa 
sobre los autores de las violaciones o la institución a la que pertenecían.

293.La Corte valora la voluntad manifestada por el Estado de emprender las labores de 
búsqueda, recuperación y entrega de los restos de las personas desaparecidas o 
ejecutadas a sus familiares. No obstante, la Corte constató que en el caso concreto, las 
investigaciones iniciadas no han estado encaminadas hacia la localización de todas las 
víctimas desaparecidas, ni han sido debida y oportunamente identificados todos los restos 
encontrados en las diversas exhumaciones realizadas por el impulso procesal de los 
familiares.

294. En consecuencia, la Corte considera que el Estado debe realizar o continuar, de 
manera sistemática, rigurosa y con los recursos humanos y económicos adecuados, las 
acciones necesarias tanto para determinar el paradero de los miembros de la aldea de 
Chichupac y comunidades vecinas desaparecidos forzadamente, así como localizar, 
exhumar e identificar a las personas que fallecieron y que fueron inhumadas en fosas 
clandestinas a raíz de los hechos del caso. Para ello, el Estado deberá emplear todos los 
medios técnicos y científicos necesarios, tomando en cuenta las normas nacionales o 
internacionales pertinentes en la materia y procurar concluir con el total de las 
exhumaciones que sean necesarias en un plazo de 2 años, contados a partir de la 
notificación de la presente Sentencia.

295. En caso de identificar los restos, estos deberán ser entregados a sus familiares, 
previa comprobación genética de filiación o reconocimiento por los medios adecuados e 
idóneos, según sea el caso, a la mayor brevedad y sin costo alguno para dichos familiares. 
Además, el Estado deberá cubrir los gastos fúnebres, en su caso, de común acuerdo con 
los familiares. Ahora bien, en cuanto a los problemas señalados por el Estado en realizar
los análisis de ADN, la Corte recuerda que los estándares internacionales exigen que la 
entrega de restos ocurra cuando la víctima esté claramente identificada, es decir, una vez 
que se haya conseguido una identificación positiva. Sobre este punto, el Protocolo de 
Minnesota del año 1991 establece que “el cuerpo debe ser identificado por testigos 
confiables y otros métodos objetivos”. La Corte reconoce que, debido a las circunstancias 
específicas de un caso, es posible que la identificación y entrega de restos mortales no 
pueda estar respaldada por al menos un método científico y la única opción práctica en 
dichos casos sea la identificación mediante el reconocimiento de los restos efectuado por 
familiares o conocidos de la persona desaparecida, así como la comparación de datos entre 
el perfil biológico (sexo, edad, estatura), sus características individuales (lesiones 
antiguas, defectos congénitos, tatuajes y rasgos dentales), sus objetos y documentos 
personales portados. En este sentido, el Comité Internacional de la Cruz Roja ha 
considerado que los métodos visuales deben utilizarse “como único medio de identificación
sólo cuando los cuerpos no están descompuestos ni mutilados, y cuando se tiene una idea 
fundamentada de la identidad de la víctima, por ejemplo cuando hay testigos que han 
presenciado el asesinato y el entierro de una persona”.
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296. Para hacer efectiva y viable la eventual localización, exhumación, identificación y 
entrega a sus familiares de los restos, este Tribunal dispone que el Estado deberá
establecer una estrategia de comunicación con los familiares y acordar un marco de acción
coordinada, para procurar su participación, conocimiento y presencia.

297. Por último, en cuanto a la creación de la referida “Comisión de Búsqueda de Personas 
Víctimas de la Desaparición Forzada y otras Formas de Desaparición”, la Corte toma nota 
y valora los avances realizados por el Estado al respecto. En este sentido, el Tribunal insta 
al Estado a continuar adoptando todas las medidas legislativas, administrativas o de otra 
índole que sean necesarias para que se concrete la creación de la referida Comisión. La 
Corte considera que una entidad de este tipo coadyuvará favorablemente en la búsqueda 
e identificación de las víctimas del presente caso y, en general, de las víctimas de 
desaparición forzada en Guatemala.

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

199. En el acuerdo de reparaciones el Estado se comprometió a “[s]olicitar a la Fundación
de Antropología Forense –FAFG- y al Instituto Nacional de Ciencias Forenses –INACIF-, 
información sobre hallazgos relacionados [con] la ubicación de los restos de Edgar 
Fernando García a través del Comité de Impulso [...] cuando así se considere pertinente”. 
La Corte valora este compromiso del Estado, por lo cual homologa esta medida de
reparación, a la luz de lo establecido por las partes en el acuerdo de reparaciones.

200. Sin perjuicio de ello, la Corte estima necesario que el Estado efectúe una búsqueda 
seria por la vía judicial y administrativa adecuada, en la cual realice todos los esfuerzos 
para determinar el paradero del señor Edgar Fernando García a la mayor brevedad, la cual 
deberá realizarse de manera sistemática y rigurosa, contar con los recursos humanos, 
técnicos y científicos adecuados e idóneos y, en caso de ser necesario, deberá solicitarse 
la cooperación de otros Estados. Las referidas diligencias deberán ser informadas a sus 
familiares y en lo posible procurar su presencia. Si la víctima se encontrare fallecida, los 
restos mortales deben ser entregados a sus familiares, previa comprobación genética de 
filiación, a la mayor brevedad posible y sin costo alguno para ellos. Además, el Estado 
deberá cubrir los gastos fúnebres, en su caso, de común acuerdo con sus familiares.

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253.

333. En el presente caso ha quedado establecido que aún no se conoce el paradero de 24 
de las víctimas desaparecidas. El Tribunal resalta que han transcurrido más de 29 años 
desde la primera desaparición forzada objeto de este caso, por lo cual es una expectativa 
justa de sus familiares que se identifique su paradero, lo que constituye una medida de 
reparación y, por lo tanto, genera el deber correlativo para el Estado de satisfacerla. 
Recibir los cuerpos de las personas desaparecidas forzadamente es de suma importancia 
para sus familiares, ya que les permite sepultarlos de acuerdo a sus creencias, así como 
cerrar el proceso de duelo que han estado viviendo a lo largo de estos años. 
Adicionalmente, el Tribunal resalta que los restos de una persona fallecida y el lugar en el 
cual sean encontrados, pueden proporcionar información valiosa sobre lo sucedido y sobre 
los autores de las violaciones o la institución a la que pertenecían, particularmente 
tratándose de agentes estatales. (En similar sentido: Caso de la Masacre de Las Dos Erres 
Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 245.).
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334. La Corte valora positivamente el compromiso asumido por Guatemala respecto de la 
búsqueda de las víctimas desaparecidas. En ese sentido, es necesario que el Estado 
efectúe una búsqueda seria por la vía judicial y administrativa adecuada, en la cual realice 
todos los esfuerzos para determinar el paradero de las 24 víctimas cuyo paradero aún se 
desconoce a la mayor brevedad, la cual deberá realizarse de manera sistemática y 
rigurosa, contar con los recursos humanos, técnicos y científicos adecuados e idóneos y, 
en caso de ser necesario, deberá solicitarse la cooperación de otros Estados. Las referidas 
diligencias deberán ser informadas a sus familiares y en lo posible procurar su presencia. 
Si las víctimas o alguna de ellas se encontrare fallecida, los restos mortales deben ser 
entregados a sus familiares, previa comprobación genética de filiación, a la mayor 
brevedad posible y sin costo alguno para ellos. Además, el Estado deberá cubrir los gastos 
fúnebres, en su caso, de común acuerdo con sus familiares.

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

265. Como ha sido establecido en la presente Sentencia, la exhumación e identificación
de las víctimas fallecidas forma parte del deber de investigar. Pero, asimismo, se indicó
que esta obligación debe ser llevada a cabo ex officio por el Estado. En tal sentido, 
independientemente de las investigaciones y procesos judiciales abiertos o que en el 
futuro realice el Estado, subsiste la obligación de éste de realizar, de oficio, una búsqueda 
efectiva del paradero de las víctimas de este caso desaparecidas forzadamente o 
presuntamente ejecutadas, ya que el derecho de sus familiares de conocer su paradero 
constituye una medida de reparación y, por lo tanto, una expectativa que el Estado debe 
satisfacer por sí mismo. La localización e identificación de las víctimas devela una verdad
histórica que contribuye a cerrar el proceso de duelo de la comunidad maya Achí de Río
Negro; aporta a la reconstrucción de su integridad cultural; enaltece la dignidad de las 
personas desaparecidas o presuntamente ejecutadas y la de sus familiares, quienes han 
luchado durante décadas por encontrar a sus seres queridos, y sienta un precedente para 
que violaciones graves, masivas y sistemáticas, como las ocurridas en este caso, no 
vuelvan a suceder.

266. Además, la Corte resalta que los restos de una persona fallecida son una prueba de 
lo que le sucedió y ofrecen detalles del trato que recibió, la forma en que falleció y el 
modus operandi de los perpetradores de su muerte. Asimismo, el lugar mismo en el que 
los restos hayan sido encontrados puede proporcionar información valiosa a las 
autoridades encargadas de la investigación sobre los responsables y la institución a la que 
pertenecían, particularmente tratándose de agentes estatales.

267. Este Tribunal valora las acciones emprendidas por el Estado entre los años 1993 y 
2002 para recuperar los restos de las personas que fueron ejecutadas, algunas de las 
cuales fueron enterradas en fosas comunes o cementerios clandestinos. No obstante 
dichos esfuerzos, aproximadamente treinta años desde que fueron perpetrados los graves 
hechos de las masacres de Río Negro, el Estado no ha realizado otras diligencias con el fin 
de buscar, individualizar e identificar efectivamente a otras víctimas fallecidas o 
desaparecidas durante las mismas, ni ha identificado varias osamentas ya encontradas. 
Además, como ya se mencionó en esta Sentencia, las exhumaciones han sido realizadas, 
ante todo, por las solicitudes y denuncias penales hechas por las víctimas sobrevivientes 
de las masacres, y no tanto por impulso del Estado.

268. En consecuencia, la Corte considera que el Estado, además de las investigaciones y 
procesos penales en curso, de forma inmediata deberá elaborar un plan riguroso para la 
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búsqueda de los miembros de la comunidad de Río Negro desaparecidos forzadamente, 
así como para la localización, exhumación e identificación de las personas presuntamente 
ejecutadas, y la determinación de las causas de muerte y posibles lesiones previas. En 
dicho plan, el Estado deberá contemplar el uso del máximo de sus recursos humanos, 
científicos y técnicos adecuados para esos propósitos. Al respecto, el Estado deberá:

a) presentar al Tribunal, en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, un cronograma con metas específicas a corto y mediano plazo, incluyendo la 
previsión de las gestiones administrativas y presupuestarias necesarias, y la indicación
de las autoridades o instancias estatales que intervendrán en la búsqueda, exhumación
e identificación de las personas desaparecidas y de las presuntamente ejecutadas, según
corresponda, la competencia de cada una de ellas, y qué autoridades o instancias 
ejercerán la coordinación entre las mismas; 

b) emplear y utilizar los estándares técnicos y científicos necesarios, nacionales y/o 
internacionales, en la materia; 

c) asegurar que los funcionarios estatales y cualquier otra persona que intervenga o 
apoye en las labores de búsqueda, exhumación e identificación, en su caso, cuenten con 
las debidas garantías de seguridad, e iniciar las investigaciones necesarias ante cualquier 
situación de amenaza o agresión contra tales personas; 

d) incorporar de oficio las determinaciones sobre las causas de muerte y lesiones, en su 
caso, a las investigaciones que ya se encuentren en curso o las que se inicien sobre las 
masacres de este caso, para los efectos pertinentes; 

e) informar a los representantes de las víctimas, a través de comunicación escrita, sobre 
el proceso de búsqueda, localización, identificación, determinación de las causas de 
muerte y lesiones previas, de las personas desaparecidas y presuntamente ejecutadas y, 
en su caso, entregar los restos de dichas personas a sus familiares. Las copias de dichas 
comunicaciones y las respuestas de los representantes deberán ser presentadas a la 
Corte para que sean consideradas dentro de la supervisión del cumplimiento de esta 
Sentencia.

269. Asimismo, en vista de la gravedad de los hechos del presente caso, el Tribunal estima 
necesario, como lo ha hecho en otro caso relativo a Guatemala, que el Estado implemente 
por medio de las instituciones que considere idóneas para este propósito, en el plazo de 
un año, un banco de información genética para resguardar la información, por un lado, de 
los restos óseos que se vayan encontrando y exhumando y, por el otro, de los familiares 
de las personas que fueron presuntamente ejecutadas o desaparecidas durante los hechos 
perpetrados en el marco de las masacres de la comunidad de Río Negro. Esta medida tiene 
como propósito que las muestras e información que se colecten puedan ser cotejadas 
entre sí con el fin de identificar a las personas a quienes corresponden los restos. Al 
respecto, la Corte considera necesario precisar que, para ello, se requiere el 
consentimiento previo e informado de los miembros de la comunidad de Río Negro que 
deseen aportar muestras de material genético para ese fin. El Estado deberá asignar los 
recursos humanos, económicos, logísticos, y de otra índole, necesarios para que el diseño, 
la implementación y el funcionamiento del banco de información genética se realicen de 
manera adecuada y cumplan con el propósito para el cual lo ordena este Tribunal.

270. Los restos mortales de las víctimas del presente caso deben ser entregados a sus 
familiares, previa comprobación fehaciente de su identidad y filiación, de ser posible, de 
manera genética, a la mayor brevedad y sin costo alguno para los familiares. Además, el 
Estado deberá cubrir los gastos fúnebres, de común acuerdo con los familiares de la 
persona fallecida, respetando sus creencias.
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271. El Estado deberá concluir con el total de las exhumaciones en un plazo de cuatro 
años, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. Si los restos de alguna 
víctima del presente caso no son reclamados por sus familiares en un plazo de dos años, 
contado a partir de la fecha en que la localización, individualización e identificación de los 
mismos se informe a los representantes o directamente a los familiares, el Estado deberá
sepultar dichos restos de forma individualizada en un lugar acordado con los 
representantes, y hacer constar que se trata de restos no reclamados de personas 
fallecidas con motivo de los hechos del presente caso. El Estado deberá guardar registro 
de los detalles acerca de la fecha y lugar donde fueron localizados los restos, la manera 
en que se llevó la identificación de los mismos, su posible forma de muerte y lugar de 
posterior inhumación.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 
212.

240. Como ha sido establecido en la presente Sentencia, como parte del deber de 
investigar el Estado debe realizar una búsqueda efectiva del paradero de la víctima, ya 
que el derecho de los familiares de conocer el paradero de la mismaconstituye una medida 
de reparación y, por tanto, una expectativa que el Estado debe satisfacer a éstos. A su 
vez, esto permite a los familiares aliviar la angustia y sufrimiento causados por dicha 
incertidumbre.

241. En caso de encontrarse los restos mortales, deben ser entregados a sus familiares, 
previa comprobación genética de filiación, a la mayor brevedad posible y sin costo alguno. 
Además, el Estado deberá cubrir los gastos fúnebres, de común acuerdo con sus 
familiares. Recibir el cuerpo de la víctima es de importancia para los familiares, ya que en 
el presente caso les permite sepultarlo de acuerdo a sus creencias y cerrar su proceso de 
duelo.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

247. En consecuencia, la Corte considera que el Estado, dentro de un plazo seis meses, 
contado a partir de la notificación del presente Fallo, deberá iniciar de manera sistemática 
y rigurosa, con los recursos humanos y técnicos adecuados, y en seguimiento de las 
labores ya emprendidas por la Comisión de Identificación y Localización de Víctimas y 
Familiares de la Masacre de Las Dos Erres, cualquier otra acción que resulte necesaria 
para la exhumación e identificación de las demás personas ejecutadas. Para esto deberá
emplear todos los medios técnicos y científicos necesarios, tomando en cuenta las normas 
nacionales o internacionales pertinentes en la materia y deberá concluir con el total de las 
exhumaciones en un plazo de dos años, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia.

248. En caso de identificar los restos, deberán ser entregados a sus familiares, previa 
comprobación genética de filiación, a la mayor brevedad y sin costo alguno para dichos 
familiares. Además, el Estado deberá cubrir los gastos de transporte y sepultura, de 
acuerdo a las creencias de sus familiares. Si los restos no son reclamados por ningún
familiar en un plazo de dos años contado a partir de la fecha en que así lo informen a los 
familiares, el Estado deberá sepultarlos de forma individualizada en el cementerio de Las 
Cruces. En el referido cementerio se deberá determinar un área específica reservada e 
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identificable para sepultarlos y hacer referencia a que se trata de personas no reclamadas 
fallecidas en la masacre de Las Dos Erres.

249. Para hacer efectiva y viable la individualización de las personas exhumadas, el Estado 
deberá anunciar a los representantes de las víctimas, a través de comunicación escrita, 
sobre el proceso de identificación y entrega de los restos de las personas fallecidas en la 
masacre y, en su caso, requerir su colaboración para los efectos pertinentes. Las copias 
de dichas comunicaciones deberán ser presentadas a la Corte para que sean consideradas 
dentro de la supervisión del cumplimiento de esta Sentencia.

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190.

103. La Corte ha establecido que María y Josefa Tiu Tojín se encuentran aún desaparecidas 
y su paradero se desconoce. La investigación efectiva de su paradero o de las 
circunstancias de su desaparición, constituye una medida de reparación y por tanto una 
expectativa que el Estado debe satisfacer. Por ello, el Estado deberá proceder de inmediato 
a la búsqueda y localización de María y Josefa Tiu Tojín mediante las diligencias pertinentes 
para dichos efectos, en particular, en el lugar donde fueron vistas por última vez con vida 
o en cualquier otro lugar en el cual existan indicios de su ubicación. En caso de que las 
víctimas fueran halladas sin vida, el Estado, en un tiempo breve, deberá entregar los 
restos a sus familiares, previa comprobación genética de filiación. Los gastos que dichas 
diligencias generen deberán ser cubiertos por el Estado. Asimismo, el Estado deberá
cubrir, en su caso, los gastos fúnebres, respetando las tradiciones y costumbres de los 
familiares de las víctimas.

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108.

85. En cuanto a las garantías de no repetición de los hechos del presente caso, la Comisión
y los representantes de la víctima y sus familiares solicitaron a la Corte que ordene al 
Estado determinar el paradero de los restos de la víctima y entregarlos a su familia. Este 
Tribunal considera que el Estado debe localizar y hacer entrega de los restos mortales de 
Marco Antonio Molina Theissen a sus familiares, a fin de que reciban sepultura según sus 
costumbres y creencias. Además, el Estado debe brindar las condiciones necesarias para 
trasladar dichos restos al lugar de elección de sus familiares, sin costo alguno para ellos, 
y satisfacer los deseos de la familia en relación con la sepultura.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91.

81. Esta Corte considera que el cuidado de los restos mortales de una persona es una 
forma de observancia del derecho a la dignidad humana. Asimismo, este Tribunal ha 
señalado que los restos mortales de una persona merecen ser tratados con respeto ante 
sus deudos, por la significación que tienen para éstos. El respeto a dichos restos, 
observado en todas las culturas, asume una significación muy especial en la cultura maya, 
etnia mam, a la cual pertenecía el señor Efraín Bámaca Velásquez. Ya la Corte ha 
reconocido la importancia de tener en cuenta determinados aspectos de las costumbres 
de los pueblos indígenas en América para los efectos de la aplicación de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos (Caso Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua). 
Como se ha reiterado en la audiencia pública sobre reparaciones en este caso, para la 
cultura maya, etnia mam las honras fúnebres aseguran la posibilidad de un reencuentro 
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entre las generaciones de los vivos, la persona fallecida y los antepasados muertos. Así, 
el ciclo entre la vida y la muerte se cierra con esas ceremonias fúnebres, permitiendo 
“rendir respeto a Efraín, para tenerlo cerca y para devolverlo o llevarlo a convivir con los 
antepasados”, así como para que las nuevas generaciones puedan compartir y aprender 
de lo que fue su vida, como es tradición en su cultura indígena.

82. En razón de todo ello la Corte considera que el Estado debe realizar las exhumaciones, 
en presencia de los familiares, para localizar los restos mortales de Efraín Bámaca 
Velásquez y entregar a ellos dichos restos. Asimismo, este Tribunal considera que 
Guatemala debe brindar las condiciones necesarias no sólo para determinar el paradero 
de los restos mortales de la víctima, sino además de trasladar dichos restos al lugar de 
elección de sus familiares, sin costo alguno para ellos. 

Medidas de restitución

Restitución de vínculos familiares

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351.

379. La Corte recuerda que la reparación del daño ocasionado por la infracción de una 
obligación internacional requiere, siempre que sea posible, su plena restitución. Asimismo, 
como ha indicado en anteriores oportunidades, comprende que esto no es completamente 
posible en casos como el presente, que involucraron una separación familiar por 
prolongados períodos de tiempo. Sin embargo, este Tribunal estima que Guatemala 
deberá adoptar todas las medidas necesarias y adecuadas para facilitar y contribuir a una 
restitución de los vínculos familiares entre Osmín Tobar Ramírez y sus padres, así como 
deberá hacer un esfuerzo serio, multidisciplinario y de oficio por iniciar, propiciar y, en su 
caso, continuar una vinculación de Flor de María Ramírez Escobar y Osmín Tobar Ramírez 
con J.R.. Para el cumplimiento de estas reparaciones, el Estado podrá emplear sus propias 
instituciones públicas o contratar entidades y personas privadas que tengan experiencia 
en estas materias, siempre garantizando la participación de las víctimas y sus 
representantes en cualquier decisión que se adopte al respecto. Para ello, el Estado deberá
cumplir con los siguientes parámetros mínimos:

B.1.a Restitución del vínculo familiar entre Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar 
Fajardo y su hijo Osmín Tobar Ramírez

380. A efectos de generar las condiciones más propicias y adecuadas para el 
restablecimiento del vínculo familiar y teniendo en cuenta los padecimientos psicológicos 
generados a las víctimas por los hechos de este caso, el Estado deberá brindarles 
gratuitamente y de forma inmediata, el tratamiento psicológico y psiquiátrico que requiera 
cada una de las víctimas. Al proveer el tratamiento psicológico o psiquiátrico se deberá
considerar las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que 
se les brinden tratamientos colectivos, familiares e individuales, según las necesidades de 
cada una de ellas y previa evaluación individual por parte de un profesional de la salud. 
Sin perjuicio de lo anterior y de manera complementaria, Guatemala deberá proveer apoyo 
terapéutico a la familia por profesionales expertos en la materia, para acompañarlos y 
asistirlos, si así lo desean, en el proceso de revinculación familiar. La familia Ramírez 
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deberá informar en un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta 
Sentencia, si desea esta asistencia. Una vez recibido el consentimiento, el Estado deberá
designar inmediatamente a un experto o establecer un equipo de profesionales, que sin 
demoras, realice e implemente un plan de trabajo. Asimismo, el Estado debe garantizar 
la imparcialidad e idoneidad del o los expertos que participen en el proceso de 
revinculación, quienes además deben conocer la presente Sentencia así como las demás
circunstancias relevantes sobre lo ocurrido a la familia Ramírez.

381. Adicionalmente, la Corte estima oportuno que el Estado brinde becas de estudio a 
los miembros de la familia Ramírez para el aprendizaje del idioma inglés por parte de la 
señora Flor de María Ramírez Escobar y el señor Gustavo Tobar Fajardo, así como del 
idioma español por parte del hijo de ambos Osmín Tobar Ramírez, con el fin de facilitar la 
comunicación entre ellos. Los centros o instituciones para los cuales se otorguen estas 
becas educativas, deberán ser determinadas de común acuerdo entre el Estado y las 
víctimas. Estas becas deberán incluir el costo de las matrículas y materiales necesarios 
para la realización de los estudios aquí señalados.

B.1.b Vinculación de Flor de María Ramírez Escobar y Osmín Tobar Ramírez con J.R.

382. Por otra parte, el Estado debe diseñar e implementar, con la asistencia de 
profesionales expertos en la materia, un procedimiento de acercamiento progresivo 
orientado a la efectiva vinculación entre Flor de María Ramírez Escobar y Osmín Tobar 
Ramírez con J.R.. Si bien J.R. no es víctima de este caso, su separación de la familia 
Ramírez también afectó y violó los derechos de su madre y de su hermano. Es en beneficio 
de estos últimos que se establece esta medida de reparación. Para ello, el Estado deberá
designar inmediatamente a un equipo multidisciplinario de profesionales que, sin demoras, 
diseñe un plan de trabajo para lograr un acercamiento progresivo de los miembros de la 
familia, el cual deberá ser posteriormente llevado a cabo por el Estado. Guatemala debe 
garantizar la imparcialidad e idoneidad del o los expertos que participen en el proceso de 
vinculación, quienes deben conocer la presente Sentencia así como las demás
circunstancias relevantes sobre lo ocurrido a la familia Ramírez. En la designación del 
equipo de expertos el Estado deberá garantizar la participación de las víctimas y sus 
representantes.

383. El plan de trabajo deberá prever, entre otras cosas, un primer acercamiento con J.R. 
en el que se le informe adecuadamente y con los recursos psicosociales más óptimos sobre 
los hechos del caso que sean relevantes y necesarios para que pueda tomar una decisión
informada respecto a participar de esta medida de acercamiento progresivo. Sin perjuicio 
de que J.R. no es víctima de este caso, la Corte advierte que en todo momento se deberá
respetar su voluntad y actuar de manera de preservar y garantizar sus derechos. Por 
tanto, el plan de trabajo que se diseñe deberá prever los mecanismos más adecuados 
para obtener su consentimiento en cada etapa del proceso y mantenerlo completamente 
informado, sin causar daño. A efectos del primer acercamiento, el Estado deberá hacer un 
esfuerzo serio por informarle sobre los hechos de este caso y las violaciones encontradas, 
haciendo uso de la asistencia psicológica, social o familiar que sea necesaria. Guatemala 
deberá garantizar que ese primer consentimiento o, en su caso, negativa de participar en 
el proceso de vinculación al que se refiere esta medida, sea plenamente informado. Para 
el cumplimiento de esta medida, el Estado deberá activar, utilizar y cubrir los gastos que 
generen los mecanismos diplomáticos disponibles para coordinar la cooperación con los 
Estados Unidos de América, donde actualmente vive J.R..

384. La Corte entiende que el resultado de esta medida de reparación no depende 
estrictamente de Guatemala, por lo que el cumplimiento de este aspecto de la Sentencia 
atenderá a los esfuerzos que realice el Estado, para lo cual deberá informar sobre las 
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gestiones llevadas a cabo al respecto en el plazo de un año contado a partir de la 
notificación de esta Sentencia. En caso de que J.R. manifieste de manera clara e informada 
que no desea participar de un proceso de acercamiento progresivo con su familia biológica, 
se entenderá que la medida de reparación se cumple con la presentación por parte del 
Estado de un informe circunstanciado y con documentación de respaldo en el cual se 
demuestre el cumplimiento de los aspectos señalados en los párrafos anteriores con 
respecto al primer acercamiento.

385. En caso que J.R. consienta participar de un proceso de acercamiento progresivo con 
su familia biológica que, eventualmente lleve a un reencuentro de la familia Ramírez, el 
Estado deberá adoptar las medidas necesarias para proveer apoyo terapéutico a la familia 
por profesionales expertos en la materia, para acompañarlos y asistirlos en este proceso 
de restablecimiento de los vínculos familiares. Asimismo, el Estado debe garantizar y 
proveer todos los recursos materiales y condiciones que determinen los expertos, para 
que se produzca el proceso de vinculación y se lleven a cabo las visitas o encuentros que 
sean necesarios incluyendo, entre otros aspectos, gastos de traslado, estadía y 
alimentación de Flor de María Ramírez Escobar, Osmín Tobar Ramírez y, eventualmente, 
de J.R. hacia o desde los Estados Unidos de América, así como también cualquier otro 
recurso que sea necesario. 

Medidas para la modificación de partida de nacimiento y restitución de vínculos 
legales familiares

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351.

388. La Corte considera que el Estado deberá adoptar, de oficio, todas las medidas 
adecuadas y necesarias para modificar la partida de nacimiento de Osmín Tobar Ramírez, 
de manera que se le restituyan los vínculos legales familiares y demás derechos surgidos 
al momento de su nacimiento, así como el nombre y apellido que sus padres biológicos le 
dieron y otros datos personales, lo cual debe abarcar la corrección de todos los registros 
estatales en Guatemala en los cuales Osmín Tobar Ramírez aparezca con los nombres y 
apellidos otorgados por sus padres adoptivos. Para el cumplimiento de esta medida, el 
Estado deberá garantizar el pleno acceso y participación de Osmín Tobar Ramírez en todo 
momento, deberá brindarle adecuada asesoría legal para que sea debida y plenamente 
informado de las medidas a adoptarse, sus consecuencias legales y el alcance de las 
mismas, así como deberá contar con el consentimiento expreso e informado de Osmín
Tobar Ramírez en todas y cada una de las etapas respecto de su implementación. 
Asimismo, la Corte advierte que en tanto una medida de reparación, el Estado no puede 
hacer depender de la propia víctima los gastos legales o la representación legal requerida 
para llevar a cabo los trámites necesarios ante las autoridades guatemaltecas 
correspondientes. El Estado tiene la obligación de cumplir con esta medida de reparación
de oficio, en el plazo de un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia.

389. Asimismo, como ha hecho en otros casos, este Tribunal ordena que el Estado active 
y utilice los mecanismos diplomáticos disponibles para coordinar la cooperación con los 
Estados Unidos de América para facilitar la corrección del nombre y datos personales de 
Osmín Tobar Ramírez, en los registros de dicho Estado en los que aparezca. La Corte 
entiende que el resultado de este aspecto de la medida de reparación no depende 
estrictamente de Guatemala, por lo que su cumplimiento atenderá a los esfuerzos que 
realice el Estado, para lo cual deberá informar sobre las gestiones llevadas a cabo al 
respecto en el plazo de un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia. 
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Garantizar el retorno de las víctimas de desplazamiento

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

298. La Comisión no precisó una medida específica al respecto, sino que de manera 
general, solicitó reparar adecuadamente en el ámbito individual y colectivo las violaciones 
de derechos humanos, y precisó que las reparaciones de carácter colectivo deberán ser 
plenamente consensuadas con los sobrevivientes de la aldea Chichupac y comunidades 
vecinas con la finalidad de reestablecer su vida comunitaria como parte del pueblo 
indígena maya achí, y el particular vínculo con sus tierras. Por su parte, los representantes 
no solicitaron reparaciones tendientes a garantizar condiciones dignas de retorno a los 
lugares de origen de las víctimas en el momento procesal oportuno. Teniendo esto 
presente, la Corte requiere al Estado implementar las medidas necesarias para garantizar, 
en coordinación con los representantes del presente caso, las condiciones adecuadas para 
que las personas que permanecen desplazadas puedan retornar a sus comunidades de 
origen, si así lo desean. En particular, en lo que se refiere a las condiciones de seguridad 
en dichas aldeas. En razón de las particularidades de este caso, la Corte no supervisará el 
cumplimiento de este punto.

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283.

256. Con el fin de contribuir a la reparación de las víctimas desplazadas, la Corte considera 
que el Estado debe garantizar las condiciones de seguridad adecuadas para que B.A., E.A., 
L.A., N.A., J.A. y K.A., puedan retornar a sus lugares de residencia, de ser el caso y si así
lo desean, sin que ello represente un gasto adicional para los beneficiarios de la presente 
medida. Dichas personas cuentan con un plazo de un año, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer al Estado de su intención de 
retornar, de ser el caso. Si dentro de este plazo las víctimas manifiestan su voluntad de 
volver a sus lugares de residencia, empezará a contar un plazo de dos años para que las 
víctimas y el Estado acuerden lo pertinente a fin de que éste pueda cumplir con esta 
medida de reparación, entre otros, pagando los gastos de traslado de los miembros de la 
familia y de sus bienes. Por el contrario, si dentro del plazo de un año referido, las víctimas 
no manifiestan su voluntad de retornar, la Corte entenderá que éstas han renunciado a 
esta medida de reparación. 

Eliminación del procedimiento de destitución del record laboral

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311.

127. Con relación a esta medida de reparación, la Corte considera que, debido a que ha 
sido determinado que el proceso de destitución de la señora Maldonado fue llevado a cabo 
sin el respeto a las garantías de debido proceso y al principio de legalidad, corresponde 
que el Estado elimine del ”record laboral” o de cualquier otro registro de antecedentes de 
la señora Maldonado el procedimiento de destitución en el plazo de seis meses. 
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Medidas de rehabilitación

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387.

145. La Corte dispone la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente en 
Guatemala y de forma inmediata el tratamiento médico y psicológico que requiera el señor 
Rodríguez Revolorio, previo consentimiento informado, y por el tiempo que sea necesario, 
incluida la provisión gratuita de medicamentos.

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

209. En la presente Sentencia la Corte declaró que el Estado es responsable por la 
violación al deber de garantía del derecho a la salud por las omisiones del Estado en el 
tratamiento médico de las 49 víctimas del caso y por la afectación de la integridad personal 
de 46 víctimas y 63 de sus familiares. Por ello, la Corte estima que es preciso disponer 
una medida de reparación que brinde una atención médica adecuada conforme a los 
estándares expresados en esta Sentencia.

210. De este modo, este Tribunal dispone la obligación, a cargo del Estado, de brindar 
gratuitamente, a través de instituciones de salud públicas especializadas, o personal de 
salud especializado, y de forma inmediata, oportuna, adecuada y efectiva, el tratamiento 
médico y psicológico o psiquiátrico a las víctimas directas de violaciones al derecho a la 
salud y a la integridad personal. Este tratamiento deberá incluir lo siguiente: i) el 
suministro gratuito y de por vida de los medicamentos que eventualmente se requieran, 
tanto aquellos necesarios para combatir el VIH, como aquellos necesarios para combatir
las enfermedades oportunistas, ii) la realización de pruebas diagnósticas para la atención
del VIH y para el diagnóstico y tratamiento de otras enfermedades que puedan surgir, iii) 
el apoyo social, que incluya el suministro de alimentos necesarios para el tratamiento, 
apoyo emocional, asesoramiento psicosocial y apoyo nutricional, y iv) los preservativos, 
lubricantes, material de inyección estéril como tecnologías de prevención del VIH. En el 
caso de que el Estado careciera de ellas deberá recurrir a instituciones privadas o de la 
sociedad civil especializadas. Adicionalmente, el Estado deberá otorgar atención médica 
inmediata a las víctimas que padezcan lipodistrofia, incluyendo la cirugía requerida para 
el tratamiento de dicha enfermedad.

211. Asimismo, en la presente Sentencia la Corte declaró que el Estado incumplió con su 
deber de garantía del derecho a la salud en perjuicio de Corina Dianeth Robledo Alvarado, 
Dora Marina Martínez Sofoifa, Zoila Marina Pérez Ruíz, Francisco Sop Quiej y Miguel Lucas 
Vaíl al no haber adoptado medidas positivas que permitieran su acceso a los centros de 
salud. En este sentido, el Tribunal considera oportuno ordenar que el tratamiento médico 
se otorgue en el centro médico más cercano al lugar de residencia de las víctimas de este 
caso por el tiempo que sea necesario. El Estado deberá asumir los gastos de transporte y 
alimentación por el día en que acudan al centro médico.

212. Por otra parte, la Corte observa que, en el marco de la presente Sentencia, se declaró
que el derecho a la integridad personal de 63 familiares de las víctimas se vio afectado 
por los sentimientos de dolor, angustia e incertidumbre por la falta de atención médica 
oportuna de sus familiares. En consecuencia, el Tribunal dispone la obligación a cargo del 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
http://tinyurl.com/3a3jtkyv

DR © 2021. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos-http://www.corteidh.or.cr/



395

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA

Estado de brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas, y 
de forma inmediata, adecuada, integral y efectiva, tratamiento psicológico o psiquiátrico 
a los familiares de las víctimas que así lo soliciten, previo consentimiento informado, 
incluyendo el suministro gratuito de los medicamentos que eventualmente se requieran, 
tomando en consideración los padecimientos de cada uno de ellos. Asimismo, los 
tratamientos respectivos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los centros 
más cercanos a sus lugares de residencia por el tiempo que sea necesario. Las víctimas 
que soliciten esta medida de reparación, o sus representantes legales, disponen de un 
plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar 
a conocer al Estado su intención de recibir atención psicológica o psiquiátrica.

213. La Corte recuerda la necesidad de que el Estado actúe con especial celeridad en el 
cumplimiento de las medidas de reparación ordenadas en los párrafos anteriores, pues de 
su cumplimiento depende la preservación de la salud, la integridad personal y la vida de 
las víctimas del caso. Corresponderá al Estado acreditar ante este Tribunal el cumplimiento 
y permanencia de las medidas señaladas en los párrafos anteriores.

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

155. La Corte valora la información presentada por el Estado, pero advierte que no cuenta 
con información que permita concluir que las políticas generales de atención en salud 
impliquen un mecanismo adecuado para las necesidades específicas de reparación
respecto a las violaciones a derechos humanos establecidas en este caso. Por eso, este 
Tribunal estima preciso disponer que el Estado brinde atención adecuada a los 
padecimientos sufridos por las víctimas. Esta medida corresponde en beneficio de aquellas 
personas que vieron afectado su derecho a la integridad personal, nombradas en los 
Anexos B.3 y B.5 de la presente Sentencia. Por ello, como en otros casos, ordena al Estado 
brindar gratuitamente, en forma inmediata y prioritaria, sin cargo alguno, a través de sus 
instituciones especializadas, de forma adecuada y efectiva, tratamiento psicológico o 
psiquiátrico a las víctimas nombradas en los Anexos B.3 y B.5 de la presente Sentencia 
que así lo soliciten, previo consentimiento informado, incluyendo el suministro gratuito de 
los medicamentos que eventualmente se requieran, tomando en consideración los 
padecimientos de cada una de las víctimas. Lo anterior implica que las víctimas deberán
recibir un tratamiento diferenciado en relación con el trámite y procedimiento que debieran 
realizar para ser atendidos en instituciones públicas. Al proveer el tratamiento psicológico 
o psiquiátrico se debe considerar las circunstancias y necesidades particulares de cada 
una de las víctimas, de manera que se les brinden tratamientos colectivos, familiares e 
individuales, según lo que se acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación
individual. Asimismo, los tratamientos psiquiátricos o psicológicos respectivos deberán ser 
brindados por el tiempo que sea necesario, en la medida de lo posible en los centros más
cercanos a los lugares de residencia de las víctimas del presente caso y, en todo caso, en 
un lugar accesible para tales personas[.].

156. Las víctimas que soliciten la medida de rehabilitación, disponen de un plazo de seis 
meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer al 
Estado, por sí mismas o a través de sus representantes, su intención de recibir atención. 
Una vez recibida la notificación respectiva, el Estado deben comenzar a brindar el 
tratamiento de modo inmediato.
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Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

303. Por lo tanto, la Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso 
disponer una medida de reparación que brinde una atención adecuada a los padecimientos 
psicológicos y físicos sufridos por las víctimas derivados de las violaciones establecidas en 
la presente Sentencia. Con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal 
dispone la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente, a través de sus 
instituciones de salud especializadas, y de forma inmediata, adecuada, integral y efectiva, 
tratamiento médico y psicológico o psiquiátrico a las víctimas que así lo soliciten, previo 
consentimiento informado, incluyendo el suministro gratuito de los medicamentos que 
eventualmente se requieran, tomando en consideración los padecimientos de cada uno de 
ellos. Lo anterior implica que, al ser víctimas de violaciones de derechos humanos, 
aquellas deberán recibir un tratamiento preferencial en relación con el trámite y 
procedimiento que debieran realizar para ser atendidos en instituciones públicas. 
Asimismo, los tratamientos respectivos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en 
los centros más cercanos a sus lugares de residencia por el tiempo que sea necesario. Al 
proveer el tratamiento psicológico o psiquiátrico se debe considerar, además, las 
circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que se les brinden 
tratamientos colectivos, familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada una 
de ellas y después de una evaluación individual. Las víctimas que soliciten esta medida de 
reparación, o sus representantes legales, disponen de un plazo de seis meses, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer a COPREDEH su 
intención de recibir atención médica, psicológica o psiquiátrica.

304. En atención a lo solicitado por los representantes, dicha atención médica y psicológica 
podrá llevarse a cabo a través de los sanadores de la comunidad maya achí, de acuerdo 
a sus propias prácticas de salud y mediante el uso de medicinas tradicionales, para lo cual 
el Estado deberá, a través de la entidad estatal encargada de brindar atención a la salud 
de los pueblos indígenas de Guatemala, acordar con los representantes la forma en que 
esta reparación se llevará a cabo.

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307.

234. En el capítulo VII.III de la presente Sentencia, la Corte declaró, inter alia,
internacionalmente responsable al Estado por violar la integridad personal y el derecho al 
respeto de la honra y al reconocimiento de la dignidad, en perjuicio de Jorge Rolando 
Velásquez Durán, Elsa Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés Velásquez Paiz, todos ellos 
familiares de Claudina Isabel Velásquez Paiz. Por lo tanto, la Corte estima, como lo ha 
hecho en otros casos, que es preciso disponer una medida de reparación que brinde una 
atención adecuada a los padecimientos psicológicos y físicos sufridos por las víctimas 
derivados de las violaciones establecidas en esta Sentencia. Con el fin de contribuir a la 
reparación de estos daños, el Tribunal dispone la obligación a cargo del Estado de brindar 
gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas, y de forma 
inmediata, adecuada, integral y efectiva, el tratamiento médico y psicológico y/o 
psiquiátrico, a las víctimas que así lo soliciten, previo consentimiento informado, 
incluyendo el suministro gratuito de los medicamentos que eventualmente se requieran, 
tomando en consideración los padecimientos de cada uno de ellos. Lo anterior implica que 
las víctimas deberán recibir un tratamiento diferenciado en relación con el trámite y 
procedimiento que debieran realizar para ser atendidos en instituciones públicas. 
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Asimismo, los tratamientos respectivos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en 
los centros más cercanos a sus lugares de residencia en Guatemala por el tiempo que sea 
necesario. Al proveer el tratamiento psicológico o psiquiátrico se debe considerar, además, 
las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que se les 
brinden tratamientos familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada una de 
ellas y después de una evaluación individual. Las víctimas que soliciten esta medida de 
reparación, o sus representantes legales, disponen de un plazo de seis meses, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer al Estado su intención
de recibir atención médica, psicológica o psiquiátrica.

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283.

258. Al respecto, la Corte cuenta con elementos que confirman las afectaciones que 
sufrieron los miembros de la familia A por la impunidad en que se encuentra su muerte, 
así como las afectaciones sufridas por E.A., K.A. y J.A. como consecuencia de su salida de 
la comunidad, y en el caso de B.A., L.A. y N.A., como consecuencia su desplazamiento 
forzoso a México. Por tanto, la Corte estima que el Estado debe brindar gratuitamente, a 
través de sus instituciones de salud especializadas y de forma inmediata, adecuada y 
efectiva, el tratamiento psicológico y psiquiátrico que requieran las víctimas, previo 
consentimiento informado y por el tiempo que sea necesario, incluida la provisión gratuita 
de medicamentos. Asimismo, los tratamientos respectivos deberán prestarse, en la 
medida de lo posible, en los centros más cercanos a sus lugares de residencia. Para tal 
efecto las víctimas disponen de un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación
de la presente Sentencia, para requerir al Estado dicho tratamiento.

259. Por otro lado, la Corte nota que en la Sentencia emitida en el caso Gudiel Álvarez y 
otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala se ordenó al Estado brindar tratamiento psicológico 
o psiquiátrico a B.A., D.A., E.A., F.A. y G.A., entre otras víctimas, si así lo solicitaban. Al
respecto, la Corte aclara que el tratamiento psicológico y psiquiátrico dispuesto en esta 
Sentencia podrá ser brindado conjuntamente con aquél ofrecido con motivo del caso 
Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”).

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 
277.

280. La Corte nota el argumento estatal sobre la posibilidad de solicitar los servicios de 
atención que brinda el Estado, y valora lo señalado por Guatemala en relación con su 
disposición para brindar la atención necesaria. Por otra parte, sin perjuicio de lo referido 
por el Estado, las medidas de reparación que pueda dictar la Corte tienen sustento directo 
en los daños relativos a violaciones a derechos humanos declaradas en este caso. Por 
tanto, como lo ha hecho en otros casos, ordena al Estado que brinde atención médica o 
psicológica gratuita, de forma inmediata, adecuada y efectiva, a través de instituciones 
estatales de salud especializadas, a la señora Rosa Elvira Franco Sandoval, cuya afectación
a la integridad personal fue declarada por este Tribunal en el caso sub judice, si ésta así
lo desea. El Estado deberá asegurar que los profesionales de las instituciones de salud 
especializadas que sean asignados para el tratamiento de las víctimas valoren 
debidamente las condiciones psicológicas y físicas de la víctima y tengan la experiencia y 
formación suficientes para tratar tanto los problemas de salud físicos que padezca como 
los traumas psicológicos ocasionados como resultado de la falta de respuesta estatal, la 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
http://tinyurl.com/3a3jtkyv

DR © 2021. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos-http://www.corteidh.or.cr/



398

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS34

impunidad y el trato recibido durante la investigación. Asimismo, el tratamiento debe 
prestarse por el tiempo que sea necesario e incluir el suministro gratuito de todos los 
medicamentos que eventualmente requiera.

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253.

339. En este sentido, como lo ha hecho en otros casos, la Corte estima preciso disponer 
una medida de reparación que brinde una atención adecuada a los padecimientos 
psiquiátricos o psicológicos sufridos por las víctimas por las violaciones establecidas en el 
presente Fallo. Por lo tanto, habiendo constatado las violaciones y los daños sufridos por 
las víctimas y con el fin de contribuir a la reparación de éstas, el Tribunal considera 
oportuno disponer la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente, a través de 
sus instituciones de salud especializadas, y de forma inmediata, adecuada y efectiva, el 
tratamiento psicológico o psiquiátrico a las víctimas que así lo soliciten, previo 
consentimiento informado, incluida la provisión gratuita de los medicamentos y exámenes 
que eventualmente se requieran, tomando en consideración los padecimientos de cada 
uno de ellos. En el caso de que el Estado careciera de personal o de las instituciones que 
puedan proveer el nivel requerido de atención, deberá recurrir a instituciones privadas o 
de la sociedad civil especializadas. Asimismo, los tratamientos respectivos deberán
prestarse, en la medida de lo posible, en los centros más cercanos a sus lugares de 
residencia en Guatemala por el tiempo que sea necesario. Al proveer el tratamiento 
psicológico o psiquiátrico se debe considerar, además, las circunstancias y necesidades 
particulares de cada víctima, de manera que se les brinden tratamientos familiares e 
individuales, según lo que se acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación
individual. Dicho tratamiento psicológico o psiquiátrico deberá incluir procedimientos 
sencillos y diferenciados en la inscripción y actualización ante el sistema de salud 
correspondiente, cuyo carácter reparador sea de conocimiento de los funcionarios 
estatales encargados de realizarlos. Además, la Corte insta al Estado a ofrecer, a través
de sus instituciones de salud especializadas, una atención médica preferencial a las 
víctimas del presente caso que así lo deseen. Las víctimas que soliciten esta medida de 
reparación, o sus representantes legales, disponen de un plazo de un año, contados a 
partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer al Estado su intención
de recibir atención psicológica o psiquiátrica.

340. Adicionalmente, la Corte observa que algunos de los familiares de las víctimas no 
residen en Guatemala. Sin embargo, el Tribunal no cuenta con información actualizada y 
cierta al respecto, por lo cual se concede a las representantes un plazo máximo de seis 
meses, contados a partir de la notificación de esta Sentencia, para que especifiquen 
quienes de las víctimas se encuentran en esta situación. Además, el Tribunal considera 
pertinente determinar que, en el supuesto que estas personas soliciten atención
psicológica o psiquiátrica, en los términos del párrafo anterior, el Estado deberá otorgarles, 
por una única vez, la suma de US$7.500,00 (siete mil quinientos dólares de los Estados 
Unidos de América) por concepto de gastos por tratamiento psicológico o psiquiátrico, así
como por medicamentos y otros gastos conexos, para que puedan recibir dicha atención 
en el lugar donde residan.
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Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

287. La Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso disponer una 
medida de reparación que brinde una atención adecuada a los padecimientos psicológicos 
y físicos sufridos por las víctimas, derivadas de las violaciones establecidas en el presente 
fallo.

289. Por lo tanto, con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal 
dispone que el Estado brinde gratuitamente y de forma inmediata, a las víctimas que lo 
deseen y previo consentimiento informado, tratamiento médico y psicológico por el tiempo 
que sea necesario, incluida la provisión gratuita de medicamentos. El tratamiento médico 
y psicológico debe brindarse por personal e instituciones estatales. En atención al 
fundamento de lo solicitado por los representantes, dicha atención médica y psicológica 
podrá llevarse a cabo a través de los sanadores de la comunidad maya Achí, de acuerdo 
a sus propias prácticas de salud y mediante el uso de medicinas tradicionales, para lo cual 
el Estado deberá acordar con los representantes la forma en que esta reparación se llevará
a cabo.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 
212.

256. Por lo tanto, con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal 
dispone la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente en Guatemala y de 
forma inmediata, el tratamiento médico y psicológico que requieran las víctimas, previo 
consentimiento informado, y por el tiempo que sea necesario, incluida la provisión gratuita 
de medicamentos. El tratamiento médico y psicológico debe brindarse por personal e 
instituciones estatales. Al proveer dicho tratamiento se deben considerar, además, las 
circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que se les brinden 
tratamientos familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada una de ellas y 
después de una evaluación individual.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

268. La Corte toma nota que en el procedimiento de solución amistosa el Estado se 
comprometió a brindar atención médica especializada y de carácter integral a las víctimas 
sobrevivientes y a los familiares de las personas fallecidas en la masacre que lo requieran, 
y que el Estado ha manifestado su buena voluntad realizando algunos de los compromisos 
establecidos en éste, por lo que valora positivamente dichas actuaciones.

269. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que 
es preciso disponer una medida de reparación que brinde una atención adecuada a los 
padecimientos psicológicos y morales sufridos por las víctimas, como ya ha sido 
establecido de conformidad con la violación del artículo 5.1 de la Convención, así como 
las afectaciones de este carácter derivadas de las violaciones de los artículos 17, 18 y 19 
de la misma.

270. Por lo tanto, con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal 
dispone la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente y de forma inmediata, 
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el tratamiento médico y psicológico que requieran las 155 víctimas, previo consentimiento 
informado, y por el tiempo que sea necesario, incluida la provisión de medicamentos. El 
tratamiento psicológico y psiquiátrico debe brindarse por personal e instituciones 
especializadas estatales en la atención de víctimas de hechos de violencia como los 
ocurridos en el presente caso. En el caso de que el Estado careciera de ellas deberá recurrir 
a instituciones privadas o de la sociedad civil especializadas. Al proveer dicho tratamiento 
se deben considerar, además, las circunstancias y necesidades particulares de cada 
víctima, de manera que se les brinden tratamientos colectivos, familiares e individuales, 
según lo que se acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación individual. 
Finalmente, dicho tratamiento se deberá brindar, en la medida de las posibilidades, en los 
centros más cercanos a su lugar de residencia.

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126.

130. La Corte considera que no puede condenar al pago de indemnización por los daños 
materiales alegados, en virtud de que no hay pruebas que los acrediten. Por lo que toca 
al daño inmaterial, la Corte estima que esta sentencia constituye per se una forma de 
reparación, de conformidad con la jurisprudencia internacional. También dispone las 
siguientes medidas:

[…]

e) el Estado debe proveer al señor Fermín Ramírez, previa manifestación de su 
consentimiento para estos efectos, a partir de la notificación de la presente Sentencia y 
por el tiempo que sea necesario, sin cargo alguno y por medio de los servicios nacionales 
de salud, un tratamiento adecuado, incluida la provisión de medicamentos; […].

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116.

106. Las víctimas que han rendido testimonio ante el Tribunal o han brindado su 
declaración ante fedatario público (affidávit) han expresado padecer secuelas físicas o 
problemas psicológicos como consecuencia de los hechos de este caso. Igualmente, la 
perito Nieves Gómez Dupuis manifestó durante la audiencia pública que las víctimas 
sobrevivientes de la masacre presentan lesiones a la salud mental y enfermedades 
psicosomáticas. La Corte estima que es preciso que se disponga una medida que tenga el 
propósito de reducir los padecimientos físicos y psicológicos de las víctimas del presente 
caso, derivados de la situación de las violaciones, si ellos así lo desean.

107. Con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal dispone que el 
Estado debe brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas, 
el tratamiento médico que requieran las víctimas incluyendo, inter alia, los medicamentos 
que puedan ser necesarios. Asimismo, el Estado debe crear un programa especilizado de 
tratamiento psicológico y psiquiátrico, el cual también debe ser brindado en forma 
gratuita. Al proveer el tratamiento psicológico y psiquiátrico se deben considerar las 
circunstancias particulares de cada persona, las necesidades de cada una de ellas, de 
manera que se les brinden tratamientos colectivos, familiares e individuales. Dicho 
tratamiento debe desarrollarse después de una evaluación individual, según lo que se 
acuerde con cada una de ellas.

108. Para estos efectos, el Estado debe crear un comité que evalúe la condición física y 
psíquica de las víctimas, así como las medidas que respecto de cada una habría que tomar. 
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En este comité deberá tener una participación activa la organización no gubernamental 
Equipo de Estudios Comunitarios de Acción Psicosocial, y en el caso de que ésta no 
conscienta o no se encuentre en condiciones de asumir la tarea, el Estado deberá
identificar otra organización no gubernamental con experiencia en tratamiento de víctimas 
que pueda reemplazarla. Guatemala deberá informar a esta Corte sobre la constitución de 
este comité en el plazo de seis meses. Respecto del tratamiento médico y psicológico, éste 
se debe iniciar inmediatamente después de la constitución del comité por un período de 
cinco años. 

Medidas de satisfacción 

Publicación y difusión de la sentencia

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C 
No. 393.

103. La Corte dispone, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado publique, en un 
plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la Sentencia: a) el resumen 
oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario 
Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, con un tamaño de letra legible y 
adecuado, y b) la presente Sentencia en su integridad, disponible, por un período de al 
menos un año, en un sitio web oficial del Estado. El Estado deberá informar de forma 
inmediata a este Tribunal una vez que proceda a realizar cada una de las publicaciones 
dispuestas, independientemente del plazo de un año para presentar su primer informe 
dispuesto en la parte resolutiva de la Sentencia. (En similar sentido: Caso Gudiel Álvarez 
y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 
de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 342; Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de 
octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 149, y Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C 
No. 390, párr. 132.).

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

217. La jurisprudencia internacional ha establecido que la Sentencia constituye per se una 
forma de reparación. No obstante, la Corte considera pertinente ordenar, como lo ha 
hecho en otros casos, que el Estado, en el plazo de seis meses, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, realice las siguientes publicaciones: i) el resumen 
oficial de la Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el diario oficial y en un 
diario de amplia circulación nacional, en un tamaño de letra legible y adecuado, y ii) la 
presente Sentencia en su integridad, disponible al menos por un período de un año, en el 
sitio web oficial del Ministerio de Salud Pública y del Instituto Guatemalteco de Seguridad 
Social, de manera accesible al público desde la página de inicio de los referidos sitios web.
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Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351.

403. Adicionalmente, teniendo en cuenta que Osmín Tobar Ramírez no domina el idioma 
español, este Tribunal considera que el Estado deberá traducir la presente Sentencia al 
idioma inglés en un plazo de seis meses a partir de su notificación. Asimismo, Guatemala 
deberá remitir copia de dicha traducción a este Tribunal.

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

309. Así como lo ha hecho en otros casos contra Guatemala, la Corte dispone que el Estado 
publique en un tamaño de letra legible y adecuado, en idiomas español y maya achí, y en 
un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia: a) el 
resumen oficial de la Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario 
Oficial y en un diario nacional de amplia circulación, y b) la presente Sentencia en su 
integridad, junto con sus anexos, disponible al menos por un período de un año, en un el 
sitio web oficial del Estado. El Estado deberá realizar la traducción del resumen oficial y la 
Sentencias y estas deberán contar con el aval de los representantes antes de ser 
publicada. El Estado deberá informar de forma inmediata a esta Corte una vez que proceda 
a realizar cada una de las publicaciones dispuestas, independientemente del plazo de un 
año para presentar su primer informe dispuesto en el punto resolutivo 28 de la Sentencia. 
(En similar sentido: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, 
párr. 274.).

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307. 

237. La Corte dispone, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado publique, en un 
plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia: a) el 
resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el 
diario oficial; el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una 
sola vez, en un diario de amplia circulación nacional de Guatemala, y c) la presente 
Sentencia en su integridad, disponible por un período de al menos un año, en un sitio web 
oficial del Ministerio Público, así como en sitios web oficiales del Poder Judicial y la Policía
Nacional Civil de Guatemala. (En similar sentido: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 
2014. Serie C No. 277, párr. 256.).

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283.

261. La Corte estima pertinente disponer, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado 
publique, en un plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia: 
a) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, 
en el diario oficial; b) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, 
por una sola vez, en un diario de amplia circulación nacional, y c) la versión de la presente 
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Sentencia con los nombres de las víctimas reservados, en su integridad, disponible por un 
período de un año, en un sitio web oficial de Guatemala.

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

201. Los representantes solicitaron que “sea publicada la parte resolutiva de la [S]entencia 
que emita este [...] Tribunal, tanto en el Diario oficial, como en un diario particular de 
mayor circulación en el país”.

202. En el acuerdo de reparaciones el Estado se comprometió a “cumplir con la publicación
de lo solicitado [por los representantes] en el transcurso de dos meses de que la [...] 
Corte resuelva”.

203. La Corte valora positivamente la disposición del Estado de cumplir con lo solicitado 
por los representantes, por lo cual homologa dicha medida tal cual fue acordada. 
Asimismo, el Estado deberá incluir en dichas publicaciones una referencia en la cual se 
indique que el texto íntegro de esta Sentencia estará disponible en la página web del 
Tribunal.

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

275. Asimismo, en consideración del ofrecimiento del Estado, la Corte dispone que éste 
deberá reproducir el resumen oficial de la presente Sentencia en español y en idioma 
maya Achí y distribuirla, en coordinación con los representantes, en las comunidades 
pobladoras del departamento de Baja Verapaz. La distribución deberá realizarse en el 
plazo de un año y contar con un tiraje de al menos 1500 ejemplares.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 
212.

244. Como lo ha dispuesto este Tribunal en otros casos, el Estado deberá publicar, por 
una sola vez, en el Diario Oficial: el Capítulo I; los párrafos 19, 20 y 21 del Capítulo III; 
los párrafos 64, 67, 68, 70 a 72, 74 a 76, 79, 88, 89, 91, 93, 99 a 103, 108, 110, 113, 
116, 117 y 121 del Capítulo VIII; los párrafos 126 a 129, 133, 134, 138, 140, 141, 143, 
144, 146 a 148, 150, 151, 161 a 163, 166, 167, 170 y 171 del Capítulo IX; los párrafos 
177, 186, 194, 195, 197 a 200, 204, 207, 209 del Capítulo X; los párrafos 225 y 226 del 
Capítulo XI; los párrafos 229, 235, 237, 240, 241, 244, 245, 248, 251, 256 del Capítulo 
XII; todos ellos incluyendo los nombres de cada capítulo y el apartado respectivo –sin las 
notas al pie de página-, así como la parte resolutiva de la presente Sentencia, y en otro 
diario de amplia circulación nacional el resumen oficial de la Sentencia emitido por la 
Corte. Adicionalmente, como ha sido ordenado por la Corte en ocasiones anteriores, el 
presente Fallo deberá publicarse íntegramente en el sitio web oficial adecuado del Estado, 
tomando en cuenta las características de la publicación que se ordena realizar, y estar 
disponible durante un período de un año. Para realizar las publicaciones en los periódicos 
y en Internet se fijan los plazos de seis y dos meses, respectivamente, contados a partir 
de la notificación de la presente Sentencia.

245. Como ya ha hecho con anterioridad, el Tribunal toma en cuenta lo solicitado por los 
representantes, así como el hecho de que los familiares de las víctimas pertenecen al 
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pueblo Maya y que su lengua propia es el kaqchikel, por lo que considera apropiado que 
el Estado dé publicidad, a través de una emisora radial de amplia cobertura en el 
Departamento de Chimaltenango, el resumen oficial de la Sentencia emitido por la Corte. 
Lo anterior, deberá efectuarse en español y en maya kaqchikel, para lo cual se deberá
realizar la interpretación correspondiente. La transmisión radial deberá efectuarse cada 
primer domingo de mes al menos en 4 ocasiones. Para ello, el Estado cuenta con el plazo 
de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

256. Tal y como se ha ordenado en otras oportunidades, la Corte estima que, como medida 
de satisfacción, el Estado debe publicar, por una sola vez, en el Diario Oficial y en otro 
diario de circulación nacional, los Capítulos I, VIII; IX y X; el párrafo 222 del Capítulo XI, 
y los párrafos 225, 229 a 236, 238 a 242, 244 a 249, 251 a 254, 256, 259 a 264, 265, 
268 a 270, 271 a 274 y 283 a 291 del Capítulo XII, de la presente Sentencia, incluyendo 
los nombres de cada capítulo y del apartado respectivo - sin las notas al pie de página 
correspondientes, y la parte resolutiva de la misma. Adicionalmente, como ha sido 
ordenado por el Tribunal en ocasiones anteriores, el presente Fallo se deberá publicar 
íntegramente, al menos por un año, en un sitio web oficial del Estado adecuado, tomando 
en cuenta las características de la publicación que se ordena realizar. Para realizar las 
publicaciones en los periódicos y en Internet se fijan los plazos de seis y dos meses, 
respectivamente, contados a partir de la notificación de la presente Sentencia.

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190.

106. Como medida de satisfacción, el Estado deberá publicar en el Diario Oficial y en otro 
diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, los capítulos I, IV y VI y los párrafos 
67 a 120 del capítulo VII de la presente Sentencia -sin las notas al pie de página 
correspondientes- y la parte resolutiva de la misma. Para lo anterior, el Estado cuenta con 
el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia.

108. La Corte toma en cuenta lo solicitado por la Comisión, así como el hecho de que los 
familiares de las víctimas pertenecen al pueblo Maya y que su lengua propia es el maya 
k'iche', por lo que considera necesario que el Estado dé publicidad, a través de una emisora 
radial de amplia cobertura en el Departamento del Quiché, a los capítulos los capítulos I, 
IV y VI y los párrafos 67 a 120 del capítulo VII de la presente Sentencia -sin las notas al 
pie de página correspondientes- y la parte resolutiva de la misma. Lo anterior, deberá
efectuarse en español y en maya k'iche', para lo cual se deberá ordenar la traducción al 
maya k'iche' de los apartados de la presente Sentencia que fueron señalados 
anteriormente. La transmisión radial deberá efectuarse el día domingo y al menos en 
cuatro ocasiones con un intervalo de cuatro semanas entre cada una. Para ello, el Estado 
cuenta con el plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia.

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

136. Como lo ha ordenado en otras oportunidades, la Corte dispone que el Estado publique 
en el Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, al menos una vez, el 
capítulo de Hechos Probados, los párrafos 65, 66, 72, 81, 82, 85, 86, 102 y 113 que 
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corresponden a los capítulos VIII, IX, X y XI, y los puntos resolutivos primero a 
decimosexto de la presente Sentencia. En la publicación se deberán incluir los títulos de 
los referidos capítulos y se omitirán las citas al pié de página. Para estas publicaciones se 
fija plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia.

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117.

138. Como lo ha ordenado en otras oportunidades, la Corte estima que, como medida de
satisfacción, el Estado debe publicar dentro del plazo de seis meses, contados a partir de 
la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario Oficial, en otro 
diario de circulación nacional y en el boletín de mayor circulación dentro de las fuerzas 
armadas guatemaltecas, la Sección de esta Sentencia denominada Hechos Probados, sin 
las notas al pie de página correspondientes, los párrafos 77 y 78 de la Sección denominada 
Fondo de dicha Sentencia, así como la parte resolutiva de la misma.

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116.

102. La Corte estima que el Estado debe traducir al idioma maya achí la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, en el caso de que no se hubiere hecho, la sentencia 
de fondo dictada por la Corte el 29 de abril de 2004, así como la presente Sentencia. 
Asimismo, Guatemala debe disponer de los recursos necesarios para facilitar la divulgación
de dichos textos en el Municipio de Rabinal y hacer entrega de los mismos a las víctimas 
del presente caso. Para tal efecto, el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia.

103. Asimismo, y como lo ha ordenado en otras oportunidades, la Corte estima que, como 
medida de satisfacción, el Estado debe publicar dentro del plazo de un año, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario Oficial 
y en otro diario de circulación nacional, en español y en maya achí, tanto la Sección
denominada Hechos Establecidos del Capítulo V como los puntos resolutivos Primero a 
Cuarto de la sentencia de fondo dictada por la Corte el 29 de abril de 2004, así como el 
Capítulo VII titulado Hechos Probados, sin las notas al pie, y el punto declarativo Primero 
y los puntos resolutivos Primero a Noveno de esta Sentencia.

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108.

86. Asimismo, y como lo ha ordenado en otras oportunidades, la Corte estima que, como 
medida de satisfacción, el Estado debe publicar dentro del plazo de tres meses, contados 
a partir de la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario 
Oficial y en otro diario de circulación nacional, tanto la Sección denominada Hechos 
Establecidos del Capítulo V como los puntos resolutivos Primero a Quinto de la sentencia 
de fondo dictada por la Corte el 4 de mayo de 2004, así como el Capítulo VI titulado 
Hechos Probados, sin las notas al pie, y los puntos resolutivos Primero a Octavo de la 
presente Sentencia.
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Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.

280. Asimismo, el Estado debe publicar dentro del plazo de tres meses a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario Oficial y en otro 
diario de circulación nacional, los puntos resolutivos del 1 a 12 y los hechos probados 
contenidos en los párrafos 134; 134.1 a 134.8; 134.10 a 134.19; 134.26; 134.86 a 
134.90; y 134.95 a 134.106, sin las notas al pie, de la presente Sentencia.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91.

84. Sobre la solicitud referente a la reparación por el daño a la reputación y honra de la 
señora Harbury, la Corte estima que tanto la sentencia sobre el fondo que se dictó en el 
presente caso, en la que decidió que Guatemala era responsable de la violación de ciertos 
derechos humanos, como la presente Sentencia, constituyen per se una adecuada 
reparación en este aspecto. No obstante, la Corte considera que el Estado debe realizar 
un acto público de reconocimiento de su responsabilidad en relación con los hechos de 
este caso y de desagravio a las víctimas. Asimismo, la Corte estima que como medida de 
satisfacción, el Estado debe publicar en el Diario Oficial y en otro diario de circulación
nacional, por una sola vez, la parte resolutiva de la sentencia sobre el fondo dictada el 25 
de noviembre de 2000 y el capítulo relativo a los hechos probados de la misma. 

Acto público de reconocimiento de responsabilidad

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

215. La Corte estima necesario que el Estado realice un acto público de reconocimiento 
de responsabilidad internacional por los hechos del presente caso, en desagravio de las 
víctimas. En dicho acto se deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos 
declaradas en la presente Sentencia. Asimismo, deberá llevarse a cabo mediante una 
ceremonia pública en presencia de altos funcionarios del Estado y las víctimas. El Estado 
y las víctimas y/o sus representantes deberán acordar la modalidad de cumplimento del 
acto público de reconocimiento, así como las particularidades que se requieran, tales como 
el lugar y la fecha para su realización.

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

163. Teniendo en cuenta lo anterior, así como la anuencia del Estado respecto de la 
medida solicitada, tal como lo ha hecho en otros casos, la Corte estima necesario, para 
reparar el daño causado a las víctimas, ordenar al Estado, dentro del plazo de un año
contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, realizar un acto público de 
reconocimiento de responsabilidad, en el cual se haga referencia a los hechos del caso y 
a la responsabilidad estatal declarada en los términos de esta Sentencia. El acto deberá
realizarse en idioma español. Asimismo, si fuera necesario para su comprensión por alguna 
o varias de las víctimas, el Estado deberá acordar con las víctimas o sus representantes 
que el acto sea realizado también en otras lenguas. El acto, en el momento de su 
realización, deberá ser transmitido a través de medios de comunicación televisivos y/o 
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radiales. El acto deberá realizarse en una ceremonia pública, en presencia de altos 
funcionarios estatales y las víctimas. La realización, el lugar y las particularidades de dicha 
ceremonia pública deberán acordarse con las víctimas y sus representantes. El Estado 
deberá garantizar y sufragar los gastos de transporte necesarios, para que las víctimas 
que se encuentran en Guatemala puedan asistir al acto de reconocimiento.

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351.

398. La Corte valora positivamente el reconocimiento de responsabilidad por parte del 
Estado, lo cual podría representar una satisfacción parcial para las víctimas frente a las
violaciones declaradas en la presente Sentencia. Sin perjuicio de lo anterior, y tal como lo 
ha hecho en otros casos, la Corte estima necesario, con el fin de reparar el daño causado 
a las víctimas y de evitar que hechos como los de este caso se repitan, disponer que el 
Estado realice un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional en 
relación con los hechos del presente caso. En dicho acto se deberá hacer referencia a las 
violaciones de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. Asimismo, deberá
llevarse a cabo mediante una ceremonia pública en presencia de altos funcionarios del 
Estado y las víctimas. El Estado deberá acordar con las víctimas o sus representantes la 
modalidad de cumplimento del acto público de reconocimiento, así como las 
particularidades que se requieran, tales como, el lugar y la fecha para su realización. Para 
ello, el Estado cuenta con un plazo de un año a partir de la notificación de la presente 
Sentencia.

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

306. Así como lo ha hecho en otros casos contra Guatemala, la Corte ordena al Estado 
realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad en el cual se haga referencia 
a los hechos del caso, al contexto de violaciones graves y masivas de derechos humanos 
perpetradas por el Estado, y a la responsabilidad internacional declarada en los términos 
de esta Sentencia. El acto deberá realizarse en la aldea Chichupac, en idioma español y 
en la lengua maya achí, y transmitido a través de medios de comunicación televisivos y/o 
radiales, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. De igual forma, por las características específicas del presente caso, y en aras 
de crear conciencia sobre las consecuencias de los hechos del mismo, en dicho evento de 
reconocimiento deberán estar presentes altos funcionarios estatales. La realización y 
particularidades de dicha ceremonia pública deberán acordarse con las víctimas y sus 
representantes. Asimismo, el Estado deberá garantizar y sufragar los gastos de transporte 
necesarios para que las víctimas que se encuentran en Guatemala puedan asistir al acto 
de reconocimiento.

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307.

240. El Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto de disculpas públicas, en 
relación con los hechos del presente caso ocurridos a Claudina Isabel Velásquez Paiz y su 
posterior investigación. En dicho acto el Estado deberá hacer referencia a las violaciones 
de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo 
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mediante una ceremonia pública y ser divulgado ampliamente. El Estado deberá asegurar 
la participación de Jorge Rolando Velásquez Durán, Elsa Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés
Velásquez Paiz, si dichas personas así lo desean, e invitar al evento a las organizaciones 
que representaron a los familiares de Claudina Isabel Velásquez Paiz en las instancias 
nacionales e internacionales. La realización y demás particularidades de dicha ceremonia 
pública deben consultarse previa y debidamente con los referidos familiares de la víctima. 
Las autoridades estatales que deberán estar presentes o participar en dicho acto deberán
ser altos funcionarios estatales. Corresponderá al Estado definir a quienes se encomienda 
tal tarea. Para cumplir con esta obligación el Estado cuenta con un plazo de un año a partir 
de la notificación de la presente Sentencia.

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 
277.

257. El Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto de disculpas públicas, en 
relación con los hechos del presente caso ocurridos a María Isabel Veliz Franco y su 
posterior investigación. En dicho acto el Estado deberá hacer referencia a las violaciones 
de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo 
mediante una ceremonia pública y ser divulgado ampliamente. El Estado deberá asegurar 
la participación de Rosa Elvira Franco Sandoval, Leonel Enrique Veliz Franco y José Roberto 
Franco, si dichas personas así lo desean, e invitar al evento a las organizaciones que 
representaron a los familiares de María Isabel en las instancias nacionales e 
internacionales. La realización y demás particularidades de dicha ceremonia pública deben 
consultarse previa y debidamente con Rosa Elvira Franco. En caso de disenso entre ella y 
el Estado, la Corte resolverá. Para cumplir con esta obligación el Estado cuenta con un 
plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia.

258. En cuanto a las autoridades estatales que deberán estar presentes o participar en 
dicho acto, el Tribunal, como lo ha hecho en otros casos, señala que deberán ser altos 
funcionarios estatales. Corresponderá al Estado definir a quienes se encomienda tal tarea.

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

206. La Corte valora altamente la disposición del Estado de llevar a cabo un acto público 
en el que reconozca su responsabilidad internacional y brinde disculpas por los hechos del 
presente caso, por lo que homologa dicha medida en los términos acordados entre las 
partes. Asimismo, el Tribunal estima, como lo ha hecho en otros casos, que en dicho acto 
se deberá hacer referencia a las violaciones a los derechos humanos declaradas en la 
presente Sentencia. Además, el Estado, con la colaboración de los representantes, deberá
intentar, en la medida de lo posible, que los familiares de Edgar Fernando García asistan 
a la ceremonia. Para ello, Guatemala deberá acordar con las víctimas o sus representantes 
la modalidad de cumplimiento del acto público de reconocimiento, y las particularidades 
que se requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización, así como también
brindar a los asistentes las facilidades necesarias de transporte, logística, entre otras para 
tal fin.
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Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

277. La Corte valora la disposición del Estado para llevar a cabo la presente medida de 
reparación. Por lo tanto, el Tribunal dispone que el acto público de reconocimiento de 
responsabilidad deberá realizarse en la colonia Pacux, en idioma español y en la lengua 
maya achí, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. Durante el acto se deberá hacer referencia a las cinco masacres sucedidas en 
el presente caso, a las violaciones graves y masivas de derechos humanos perpetradas 
por el Estado y a su responsabilidad internacional. El acto deberá ser transmitido a través
de medios de comunicación televisivos y/o radiales. De igual forma, por las características 
específicas del presente caso, y en aras de crear conciencia sobre las consecuencias de 
los hechos del mismo, en dicho evento de reconocimiento deberán estar presentes altos 
funcionarios del Poder Ejecutivo y el Poder Judicial de Guatemala.

278. La realización y particularidades de dicha ceremonia pública deberán acordarse con 
las víctimas y sus representantes dentro de los seis meses posteriores a la notificación de 
esta Sentencia. El acto de reconocimiento debe implementarse a más tardar en un año
luego de la notificación del Fallo. Dado que los representantes alegaron que no todas las 
víctimas residen en la colonia Pacux, lo cual no fue controvertido por el Estado, éste deberá
garantizar la presencia de las víctimas que no residan en la colonia Pacux y que deseen 
asistir al acto público de reconocimiento de responsabilidad, para lo cual deberá sufragar 
los gastos de transporte necesarios al interior de Guatemala.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 
212.

248. En este sentido, el Tribunal valora positivamente que el Estado implemente 
mecanismos para dignificación de las víctimas del conflicto armado interno. No obstante, 
este Tribunal estima necesario que el Estado realice un acto público de reconocimiento de 
responsabilidad internacional por los hechos del presente caso en desagravio a la memoria 
de Florencio Chitay, el cual deberá efectuarse en español y en maya kaqchikel. En dicho 
acto se deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos declaradas en la 
presente Sentencia. Asimismo, deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública 
en presencia de altos funcionarios del Estado y los familiares del señor Chitay Nech. El 
Estado y los familiares del señor Chitay Nech y/o sus representantes, deberán acordar la 
modalidad de cumplimento del acto público de reconocimiento, así como las 
particularidades que se requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

260. Esta Corte valora el hecho de que el Estado hiciera público el reconocimiento de 
responsabilidad internacional efectuado el 1 de abril de 2000, en varias oportunidades, 
pero dicho reconocimiento no comprendió la totalidad de hechos del presente caso, los 
cuales el Tribunal ha examinado a partir del 9 de marzo de 1987, así como tampoco las 
consecuencias jurídicas derivados de éstos.

261. Para que el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado por el 
Estado ante la Corte surta sus efectos plenos, como garantía de no repetición de las graves 
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violaciones de derechos humanos declaradas, esta Corte considera oportuno que el Estado 
realice un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional. En dicho acto 
se deberá hacer referencia: a) a los hechos propios de la masacre y b) a los hechos del 
presente caso y a las violaciones de derechos humanos declaradas en la presente 
Sentencia, en perjuicio de las 155 víctimas, dos de ellas sobrevivientes de la masacre.

262. La realización y particularidades de dicha ceremonia pública deberá realizarse en lo 
posible, con el acuerdo y cooperación de las víctimas, si es su voluntad. Además, deberá
garantizarse que las víctimas que tengan la posibilidad de asistir lo hagan, para lo cual el 
Estado deberá sufragar los gastos correspondientes a su transporte. De igual forma, por 
las características específicas del presente caso y en aras de crear conciencia sobre las 
consecuencias de los hechos del mismo, en dicho evento de reconocimiento deberán estar 
presentes altos funcionarios del Estado y magistrados de la Corte Suprema de Justicia y 
de la Corte de Constitucionalidad de la República de Guatemala.

263. Respecto al video documental sobre los hechos ocurridos en la Masacre del 
Parcelamiento de Las Dos Erres, que el Estado ya elaboró, esta Corte considera que este 
deberá proyectarse durante la referida ceremonia pública. Además, el Estado deberá
proyectar el video en un acto público en la cabecera departamental de Petén y en un 
departamento de la zona occidental en el que se hayan producido graves violaciones de 
los derechos humanos durante el conflicto armado interno. En dichos actos deberán estar 
presentes altos funcionarios del Departamento y municipios. Dicho acto deberá ser 
organizado con la participación de las víctimas o sus representantes. Además, el video 
deberá ser distribuido lo más ampliamente posible entre las víctimas, sus representantes 
y las universidades del país para su promoción y proyección posterior.

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117.

136. Para que el reconocimiento de responsabilidad efectuado por Guatemala y lo 
establecido por este Tribunal rindan plenos efectos de reparación al señor Carpio Nicolle 
y a los miembros ejecutados de su comitiva, así como para que sirvan de garantía de no 
repetición, la Corte estima que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento 
de su responsabilidad en relación con el atentado de 3 de julio de 1993 y la subsiguiente 
obstrucción de justicia en el presente caso, así como de desagravio a la memoria de los 
señores Carpio Nicolle, Villacorta Fajardo, Ávila Guzmán y Rivas González, en presencia 
de las más altas autoridades del Estado.

137. Además, en ese mismo acto, en consideración de las particularidades del caso, el 
Estado debe honrar públicamente la dedicación y el valor de dos personas involucradas 
en los hechos de la presente causa: el Comisario de Policía, César Augusto Medina Mateo, 
quien fue asesinado, y el señor Abraham Méndez García, un fiscal que tuvo que exiliarse 
debido a las investigaciones que realizó.

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116.

100. Este Tribunal, en su sentencia de fondo emitida el 29 de abril de 2004, señaló que el 
reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado constituye una contribución
positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los principios que inspiran la 
Convención Americana. Asimismo, la Corte reconoce que, durante la audiencia pública 
celebrada el 24 de abril de 2004, el Estado manifestó “su profundo sentimiento de pesar 
por los hechos vividos y sufridos por la comunidad de Plan de Sánchez, el 18 de julio de 
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1982, [y] pid[ió] perdón a las víctimas, a los sobrevivientes y familiares[,] como una 
primera muestra de respeto, reparación y garantía de no repetición”. Sin embargo, para 
que dicha declaración rinda plenos efectos de reparación a las víctimas y sirva de garantía
de no repetición, la Corte considera que el Estado debe realizar un acto público de 
reconocimiento de su responsabilidad por los hechos ocurridos en este caso, y en 
desagravio de las víctimas de éste. El acto debe realizarse en la aldea de Plan de Sánchez, 
donde ocurrió la masacre, con la presencia de altas autoridades del Estado y, en particular, 
con la presencia de los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez y de las otras 
víctimas del presente caso, habitantes de las aldeas Chipuerta, Joya de Ramos, Raxjut, 
Volcanillo, Coxojabaj, Las Tunas, Las Minas, Las Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul y 
Chichupac, acto en el cual se debe dar participación a los líderes de dichas comunidades 
afectadas. El Estado debe disponer los medios necesarios para facilitar la presencia de 
dichas personas en el acto mencionado. Además, Guatemala debe realizar dicho acto tanto 
en el idioma español como en el idioma maya achí, y difundirlo a través de los medios de 
comunicación. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia.

101. En ese mismo acto, en consideración de las particularidades del caso, en relación con 
las personas que fueron ejecutadas en la Masacre Plan de Sánchez, realizada por agentes 
del Estado el 18 de julio de 1982, la Corte considera que el Estado debe honrar 
públicamente la memoria de las personas ejecutadas, miembros en su mayoría del pueblo 
indígena maya perteneciente a la comunidad lingu ̈ística achí, quienes eran habitantes 
tanto de la aldea de Plan de Sánchez como de las aldeas Chipuerta, Joya de Ramos, 
Raxjut, Volcanillo, Coxojabaj, Las Tunas, Las Minas, Las Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul 
y Chichupac. En ese acto el Estado debe tomar en cuenta las tradiciones y costumbres de 
los miembros de las comunidades afectadas.

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108.

87. Este Tribunal, en su sentencia de fondo emitida el 4 de mayo de 2004, señaló que el 
reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado constituye una contribución
positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los principios que inspiran la 
Convención Americana. Asimismo, la Corte reconoce que, durante la audiencia pública 
celebrada el 26 de abril de 2004, el Estado manifestó su “profundo sentimiento de pesar
por los hechos vividos y sufridos por Marco Antonio Molina Theissen y su familia desde el 
6 de octubre de 1981” y pidió perdón como “una primera muestra de respeto, reparación
y garantía de no repetición.” Sin embargo, para que dicha declaración rinda plenos efectos 
de reparación a las víctimas y sirva de garantía de no repetición, la Corte considera que 
el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de su responsabilidad en 
relación con los hechos de este caso, y en desagravio de Marco Antonio Molina Theissen 
y de sus familiares. Dicho acto deberá contar con la presencia de altas autoridades del 
Estado.

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.

278. Por otro lado, para que el reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado 
y lo establecido por este Tribunal rindan plenos efectos de reparación a las víctimas y 
sirvan de garantía de no repetición, la Corte estima que el Estado debe realizar un acto 
público de reconocimiento de su responsabilidad en relación con los hechos de este caso 
y de desagravio a la memoria de Myrna Mack Chang y a sus familiares, en presencia de 
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las más altas autoridades del Estado, el cual deberá ser difundido a través de los medios 
de comunicación.

279. Además, en ese mismo acto, en consideración de las particularidades del caso, el 
Estado debe honrar públicamente la memoria de José Mérida Escobar, investigador policial 
que fue asesinado, en relación con los hechos de la presente causa.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91.

84. Sobre la solicitud referente a la reparación por el daño a la reputación y honra de la
señora Harbury, la Corte estima que tanto la sentencia sobre el fondo que se dictó en el 
presente caso, en la que decidió que Guatemala era responsable de la violación de ciertos 
derechos humanos, como la presente Sentencia, constituyen per se una adecuada 
reparación en este aspecto. No obstante, la Corte considera que el Estado debe realizar 
un acto público de reconocimiento de su responsabilidad en relación con los hechos de 
este caso y de desagravio a las víctimas. Asimismo, la Corte estima que como medida de 
satisfacción, el Estado debe publicar en el Diario Oficial y en otro diario de circulación
nacional, por una sola vez, la parte resolutiva de la sentencia sobre el fondo dictada el 25 
de noviembre de 2000 y el capítulo relativo a los hechos probados de la misma. 

Traslado de los restos y programa nacional de exhumaciones

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386.

242. La Corte valora positivamente que el Estado tenga su disponibilidad para exhumar y 
trasladar los restos del señor Valenzuela Ávila. Por lo anterior, este Tribunal ordena al 
Estado que previa comprobación de identidad traslade los restos del señor Valenzuela 
Ávila del cementerio de la Gomera, Escuintla al cementerio de la aldea de Caballo Blanco 
en el departamento de Retalhuleu, en un plazo de seis meses, en coordinación con los 
familiares de la víctima o sus representantes. Además, el Estado deberá cubrir los gastos
de la exhumación, traslado y de las honras fúnebres, de común acuerdo con sus familiares. 
Para tal efecto los familiares de la víctima o sus presentantes deberán apersonarse, a la 
mayor brevedad, ante las autoridades pertinentes para coordinar dicha diligencia.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91.

83. Por último, como una medida de satisfacción, la Corte considera que el Estado debe 
implementar, en caso de no existir en la actualidad, un programa nacional de 
exhumaciones como señaló el propio Estado en su escrito de observaciones a las 
reparaciones.

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C 
No. 77.

102. En relación con la solicitud relativa a la exhumación del cadáver de Henry Giovanni 
Contreras, esta Corte considera que Guatemala debe adoptar las medidas necesarias para 
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trasladar los restos mortales de dicha víctima al lugar de elección de sus familiares, sin 
costo alguno para ellos, para satisfacer de esta manera los deseos de la familia de darle 
una adecuada sepultura, según sus costumbres y creencias religiosas.

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76.

204. En relación con la solicitud relativa al traslado de los restos del cadáver de Pablo 
Corado Barrientos, esta Corte ha señalado en reiteradas ocasiones que asiste a los 
familiares el derecho a conocer dónde se encuentran los restos de su ser querido, y ha 
establecido que ello “representa una justa expectativa que el Estado debe satisfacer con 
los medios a su alcance”. En razón de lo anterior, este Tribunal considera que Guatemala 
debe brindar las condiciones necesarias para trasladar los restos mortales de la víctima al 
lugar de elección de sus familiares, sin costo alguno para ellos. 

Becas de estudio

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

220. La Corte ha considerado oportuno ordenar como medida de satisfacción el 
otorgamiento de becas en instituciones públicas a aquellas víctimas que sufrieron un 
impacto en su desarrollo personal como resultado de violaciones a sus derechos humanos. 
En virtud de la situación económica de las víctimas y sus familiares, la Corte considera 
oportuno ordenar al Estado que otorgue becas para realizar estudios universitarios en un 
centro de educación pública en Guatemala a las hijas e hijos de las víctimas directas que 
así lo soliciten. Estas becas además deberán cubrir el pago de los materiales necesarios 
para la realización de sus estudios. Las víctimas deberán informar en un plazo de tres 
meses, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, si desean acceder a estas 
becas. Esta medida deberá ser cumplida en el plazo de un año, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia.

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

217. Posteriormente, en el acuerdo de reparaciones, el Estado indicó que “[e]l organismo 
ejecutivo se compromete a aprobar [dichas] bolsas de estudio [...] y además a ubicar los 
fondos necesarios para que la familia [de Edgar Fernando García] las pueda designar e 
implementar a partir del ciclo escolar dos mil trece”.

218. La Corte valora positivamente el compromiso asumido por el Estado y por lo tanto 
homologa dicha medida de reparación, a la luz de lo establecido por las partes en el 
acuerdo de reparaciones. En ese sentido, el Estado deberá entregar las diez “bolsas de 
estudio” de Q.25.000,00 (veinticinco mil quetzales) cada una, por una sola vez, para ser 
implementadas a partir del ciclo escolar del año 2013. Por su parte, los familiares de Edgar 
Fernando García deberán designar en un plazo máximo de seis meses, contado a partir 
de la notificación de la presente Sentencia, quiénes serán los beneficiarios de dichas 
“bolsas de estudios”, los cuales deberán ser hijos o nietos de personas desaparecidas 
forzadamente, en los términos del acuerdo de reparaciones. 
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Programas de desarrollo o implementación de servicios básicos

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

166. La Corte considera que, en la victimización del grupo fue determinante su 
vulnerabilidad social y económica, razón por la cual, como parte de las medidas de 
reparación, resulta no solo procedente sino necesario, disponer medidas que, al menos, 
garanticen condiciones de ciudadanía real, con acceso a la salud y comunicación.

167. Por ello, esta Corte ordena, como medida de satisfacción, el establecimiento, en el 
plazo de un dos años de un Centro de Salud ubicado en la Comunidad “Aurora 8 de 
Octubre”, en el cual las víctimas y, en general, los miembros de la Comunidad, tengan 
acceso a servicios básicos de salud. La atención médica que se brinde deberá ser impartida 
respetando las prácticas y el uso de medicinas tradicionales. Asimismo, la medida debe 
cumplirse considerando que, en el mismo sentido que ya fue indicado en otra Sentencia 
respecto de Guatemala, los programas de salud en pueblos indígenas y tribales deben 
basarse en la comunidad y ser complementarios de las prácticas curativas tradicionales y 
comprenderlas.

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

284. La Corte toma nota de la disposición del Estado de impulsar diversas gestiones 
dirigidas a mejorar las condiciones de vida de los miembros de la comunidad de Río Negro 
que residen en la colonia Pacux. En vista de las condiciones precarias en las que se 
encuentran las víctimas del presente caso que fueron desplazadas y posteriormente 
reasentadas por el Estado en la colonia de Pacux, la Corte dispone que Guatemala deberá
implementar en dicho lugar, previa consulta con las víctimas o sus representantes, e 
independientemente de las demás obras públicas que estén previstas en el presupuesto 
nacional para la colonia Pacux o para la región en que se encuentra, las siguientes 
medidas: a) el fortalecimiento del centro de salud de Pacux mediante la dotación de 
recursos humanos permanentes y calificados en materia de atención a la salud física, 
psicológica y odontológica, medicamentos y ambulancias equipadas; b) el diseño e 
implementación de programas de seguridad alimenticia y nutricional; c) la mejora de 
calles y avenidas dentro de la Colonia; d) la implementación de un sistema de 
alcantarillado, tratamiento de aguas negras o residuales y abastecimiento de agua 
potable, y e) la reconstrucción o mejora de las escuelas de nivel primario en la Colonia de 
Pacux y el establecimiento de un programa de educación a nivel secundario bilingüe en 
español y en maya achí. El Estado debe implementar dichos programas referidos dentro 
de un plazo de cinco años, contado a partir de la notificación de esta Sentencia. 
Finalmente, en el plazo de un año, a partir de la notificación de este Fallo, el Estado deberá
garantizar la provisión de energía eléctrica a los habitantes de la colonia Pacux a precios 
asequibles.

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116.

110. Dado el daño ocasionado tanto a los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez 
como a los miembros de las comunidades de Chipuerta, Joya de Ramos, Raxjut, Volcanillo, 
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Coxojabaj, Las Tunas, Las Minas, Las Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul y Chichupac, por los 
hechos del presente caso, este Tribunal dispone que el Estado debe desarrollar en dichas 
comunidades, independientemente de las obras públicas del presupuesto nacional que se 
destinen para esa región o municipio, los siguientes programas: a) estudio y difusión de 
la cultura maya achí en las comunidades afectadas a través de la Academia de Lenguas 
Mayas de Guatemala u otra organización similar; b) mantenimiento y mejoras en el 
sistema de comunicación vial entre las indicadas comunidades y la cabecera municipal de 
Rabinal; c) sistema de alcantarillado y suministro de agua potable; d) dotación de personal 
docente capacitado en enseñanza intercultural y bilingüe en la educación primaria, 
secundaria y diversificada de dichas comunidades, y e) establecimiento de un centro salud 
en la aldea de Plan de Sánchez con el personal y las condiciones adecuadas, así como la 
formación del personal del Centro de Salud Municipal de Rabinal para que puedan brindar 
atención médica y psicológica, a las personas que se hayan visto afectadas y que requieran 
de este tipo de tratamiento. 

Espacios memorístico-culturales para la dignificación de las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

208. Posteriormente, en el acuerdo de reparaciones el Estado se comprometió a “impulsar 
de manera coordinada y complementaria entre el Estado y la sociedad civil la iniciativa 
denominada ‘Memorial para la Concordia’, a través de la cual se promoverá la construcción
de espacios memorístico-culturales en los cuales se dignifique a todas las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, así como en general a todas las víctimas del 
enfrentamiento armado interno, hacia el objetivo de la conciliación y la concordia con 
énfasis en la verdad como parte de la justicia”.

209. La Corte valora positivamente el compromiso adquirido por el Estado, por lo cual 
homologa esta medida, en los términos del acuerdo de reparaciones.

210. Adicionalmente, la Corte recuerda que en la Sentencia emitida por este Tribunal en 
el caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala, la Corte ordenó al Estado 
la construcción de un parque o plaza en honor a la memoria de las víctimas de dicho caso. 
Dada la similitud del contexto y hechos que ocurrieron en ambos casos, así como las 
violaciones declaradas, la Corte considera pertinente ordenar al Estado que el nombre de 
Edgar Fernando García se incluya en la placa que se coloque en dicho parque o plaza, a 
fin que éste también sirva como un espacio donde sus familiares puedan recordar a su ser 
querido. Esta medida deberá ser cumplida en los términos establecidos por la Corte en la 
Sentencia del caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala.

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253.

347. Las representantes solicitaron a la Corte que ordene al Estado disponer “recursos 
suficientes y oportunos para que, en memoria de las víctima, se construya un Parque de 
la Memoria en Guatemala” que simbolice la cultura de derechos humanos y la lucha contra 
la impunidad, así como que represente un lugar especial para recordar a sus seres 
queridos. Solicitaron que dicho parque “cuente con un Museo, una Biblioteca, Mediateca, 
área para Exposiciones Temporales, Auditorio, un Centro Educativo [...] y que también
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comprenda el Registro Nacional Unificado de Personas Desaparecidas durante el conflicto 
armado interno”, y que en él se coloquen “jardines con los bustos de las víctimas de este 
caso, una placa con todos los nombres de las personas desaparecidas durante el conflicto 
armado interno”. Por su parte, el Estado “manifest[ó] su disposición de gestionar ante las
instituciones correspondientes la construcción de un Museo de las Víctimas del Conflicto 
Armado Interno”.

348. La Corte valora la disposición del Estado de implementar esta medida de reparación, 
la cual está dirigida a la recuperación de la memoria de las víctimas del presente caso, y 
toma nota del ofrecimiento del Estado en este sentido.

349. Sin perjuicio de ello, la Corte considera que el Estado debe proceder a la construcción
de un parque o plaza en honor a la memoria de las víctimas del caso, que sirva a los 
familiares como un espacio donde recordar a sus seres queridos. La elección del lugar 
donde se ubicará dicho parque y su diseño debe ser acordado entre el Estado y los 
familiares de las víctimas, tomando en cuenta sus expectativas y necesidades. En dicho 
lugar, Guatemala deberá poner una placa con los nombres de las víctimas del presente 
caso registradas en el Diario Militar y la mención expresa de que su existencia obedece al 
cumplimiento de la reparación ordenada por la Corte Interamericana. Guatemala cuenta 
con un plazo de dos años para diseñar y construir el parque o plaza que cumpla con los 
fines indicados.

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

279. La Comisión solicitó, en términos generales, que el Estado recupere la memoria de 
las víctimas fallecidas y desaparecidas. Los representantes solicitaron, “para la 
dignificación de las víctimas y [la] conservación de la memoria histórica”, la “construcción
de un [m]useo [m]onumental en honor a la memoria de las múltiples víctimas del 
[c]onflicto [a]rmado [i]nterno”, con una sección especial dedicada a los civiles que 
murieron durante los 36 años del mismo y que haga “especial mención a las múltiples 
masacres realizadas en contra de la población civil durante esos años”. Además, solicitaron 
que el museo sea erigido en un terreno seleccionado por las víctimas de las masacres, y 
que los costos de construcción de dicho museo “sean tomados de la asignación
presupuestaria anual para el Ministerio de la Defensa Nacional de Guatemala”. El Estado 
“asum[ió] el compromiso de gestionar ante el Programa Nacional de Resarcimiento, el 
Ministerio de Cultura y Deportes y el Fondo Nacional para la Paz [(FONAPAZ)], la 
construcción del museo solicitado por las víctimas”. Expresó que esto se haría “de 
conformidad con el presupuesto que estas instituciones tengan asignado para este tipo de 
proyectos de construcción y de conformidad con [sus] mandatos institucionales”.

280. La Corte valora la disposición del Estado de implementar esta medida de reparación, 
la cual está dirigida a la recuperación de la memoria de las víctimas del presente caso, y 
toma nota de los compromisos asumidos por éste.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

265. La Corte considera pertinente ordenar al Estado levantar un monumento en la 
memoria de las personas que fallecieron durante la masacre del Parcelamiento de Las Dos 
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Erres, en el lugar donde ocurrieron los hechos. Dicho monumento deberá tener una placa 
que haga alusión a la referida masacre y que haga constar el nombre de estas personas, 
con el propósito de mantener viva su memoria y como garantía de no repertición. Tal 
monumento deberá ser construido en el plazo de un año contado a partir de la notificación 
de la presente Sentencia.

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116.

104. En lo que se refiere a las garantías de no repetición de los hechos del presente caso, 
la Corte fija en equidad la cantidad de US$25.000,00 (veinticinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, para el 
mantenimiento y mejoras en la infraestructura de la capilla en la cual las víctimas rinden 
tributo a las personas que fueron ejecutadas en la Masacre Plan de Sánchez. Dicha 
cantidad debe ser entregada dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación
de la presente Sentencia, a los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez o a los 
representantes a quienes ellos elijan, para que se encarguen de su administración. Ello 
contribuirá a despertar la conciencia pública, para evitar la repetición de hechos como los 
ocurridos en el presente caso, y para conservar viva la memoria de las personas fallecidas. 

Designación de una calle o colocación de placa conmemorativa

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

213. Al respecto, la Corte constata que en la audiencia pública los representantes 
reconocieron que el Estado había dado cumplimiento a la “la medida de dignificación [...] 
que es el nombramiento de la calle”. En anteriores oportunidades, la Corte ha valorado 
favorablemente aquellos actos realizados por los Estados que tienen como efecto la 
recuperación de la memoria de las víctimas, el reconocimiento de su dignidad y el consuelo 
de sus deudos. En el presente caso, el Tribunal valora los esfuerzos realizados por el 
Estado para cumplir con esta medida de reparación, por lo cual la homologa, como forma 
de compensación por los daños ocasionados y estima que la misma representa un paso 
positivo de Guatemala en el cumplimiento de sus obligaciones convencionales 
internacionales de buena fe. En consecuencia, la Corte establece que la presente medida 
no será objeto de la etapa de supervisión de cumplimiento.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 
212.

251. En el caso particular, con el propósito de preservar la memoria de Florencio Chitay 
Nech en la comunidad a la que perteneció, el Estado deberá colocar, en coordinación con 
las víctimas, en un lugar público significativo para los familiares en la Comunidad de San 
Martín de Jilotepeque, una placa conmemorativa en la que conste el nombre de Florencio 
Chitay y se haga alusión a las actividades que realizaba. Ello contribuirá a despertar la 
conciencia pública para evitar la repetición de hechos como los ocurridos en el presente 
caso y a conservar viva la memoria de la víctima. Lo anterior deberá realizarse en el plazo 
de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia.
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Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.

286. Además, el Estado debe darle el nombre de Myrna Mack Chang a una calle o plaza 
reconocida en Ciudad de Guatemala y colocar en el lugar donde falleció o en sus 
inmediaciones, una placa destacada en su memoria que haga alusión a las actividades que 
realizaba. Ello contribuirá a despertar la conciencia pública para evitar la repetición de 
hechos como los ocurridos en el presente caso y a conservar viva la memoria de la víctima. 

Cambio del nombre de una escuela

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

214. En el acuerdo de reparaciones, el Estado manifestó respecto de la solicitud de los 
representantes de cambiar el nombre de la escuela pública “Julia Ydigoras Fuentes” por el 
de Edgar Fernando García que “[e]l Organismo Ejecutivo a través de las instancias 
correspondientes se compromete a impulsar el cumplimiento de [dicha] solicitud [...] en 
el transcurso del año dos mil doce”.

215. La Corte valora positivamente voluntad el Estado para dar cumplimiento a esta 
medida, por lo cual la homologa en los términos acordados.

Ampliación y asfalto de carretera

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

171. La Corte valora que el Estado haya indicado que puede programar la realización de 
la obra y, teniendo en cuenta las consideraciones ya expresadas sobre la vulnerabilidad 
del grupo de personas victimizadas, determina, como medida de satisfacción, ordenar a 
Guatemala que, en el plazo de dos años, amplíe y asfalte la carretera que se dirige de la 
autopista denominada Franja Transversal del Norte hacia el interior de la Comunidad 
“Aurora 8 de octubre”. 

Elaboración de un documental audiovisual

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351.

401. En virtud de la disposición manifestada por el Estado, este Tribunal estima pertinente 
que el Estado realice un documental sobre los hechos del presente caso, el contexto en el 
cual se desarrollaron y las violaciones encontradas en la Sentencia. Para estos efectos, el 
Estado deberá crear un comité compuesto por las víctimas, sus representantes y 
representantes de instituciones públicas para la elaboración de dicho material audiovisual. 
A efectos de su difusión nacional, el documental deberá realizarse en español y traducirse, 
como mínimo, a maya k’iche’. Asimismo, Guatemala deberá sufragar todos los gastos 
relativos a la producción, proyección y distribución del documental. El documental deberá
proyectarse en un canal de televisión de difusión nacional, por una sola vez, lo cual deberá
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comunicarse a los familiares y representantes con al menos dos semanas de anticipación. 
Adicionalmente, el Estado deberá proveer a los representantes con cinco ejemplares del 
video, a fin de que éstos puedan distribuirlo entre las víctimas, sus representantes, otras 
organizaciones de la sociedad civil y las principales universidades del país para su 
promoción. Para la realización de dicho documental, su proyección y distribución, el Estado 
cuenta con el plazo de dos años, contando a partir de la notificación de la presente 
Sentencia.

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253.

345. Dadas las circunstancias del presente caso y el contexto en el cual se enmarcó, el 
Tribunal considera de alta importancia la reivindicación de la memoria y dignidad de las 
víctimas del presente caso. En ese sentido, la Corte estima pertinente ordenar la 
realización de un documental sobre los hechos del presente caso, pues estas iniciativas 
son significativas tanto para la preservación de la memoria y satisfacción de las víctimas, 
como para la recuperación y restablecimiento de la memoria histórica en una sociedad 
democrática. Asimismo, el Tribunal valora el compromiso del Estado para cumplir con lo 
solicitado por las representantes.

346. Por ello, la Corte considera oportuno que el Estado realice un documental audiovisual, 
sobre los hechos y víctimas del presente caso, el contexto en el que se desarrollaron y la 
búsqueda de justicia de sus familiares, cuyo contenido debe ser previamente acordado 
con las víctimas y sus representantes. El Estado deberá hacerse cargo de todos los gastos 
que generen la producción, proyección y distribución de dicho video. El video documental 
deberá proyectarse en un canal estatal de televisión de difusión nacional, por una sola 
vez, lo cual deberá comunicarse a los familiares y representantes con la debida 
anticipación. Asimismo, el Estado deberá proveer a las representantes con 40 ejemplares 
en video del documental, a fin que éstos puedan distribuirlo ampliamente entre las 
víctimas, sus representantes, otras organizaciones de la sociedad civil y las principales 
universidades del país para su promoción. Para la realización de dicho documental, su 
proyección y distribución, el Estado cuenta con el plazo de dos años, contando a partir de 
la notificación de la presente Sentencia. 

Proyecto para el rescate de la cultura

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

285. En esta Sentencia, la Corte estableció que las condiciones de vida en la colonia de 
Pacux han generado un perjuicio a la integridad cultural de la comunidad de Río Negro, 
impactando lesivamente la cosmovisión y cultura maya Achí, así como las posibilidades 
de sus habitantes de ejercer sus actividades laborales y prácticas espirituales 
tradicionales. En consecuencia, la Corte le ordena al Estado diseñar e implementar, dentro 
de un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia, un programa para el 
rescate de la cultura maya achí. Para tal efecto, en el plazo de tres meses, el Estado, en 
consulta con las víctimas y sus representantes, deberá diseñar un cronograma con metas 
de corto y mediano alcance para dar total cumplimiento a esta medida dentro del plazo 
establecido para ello. Dicho programa estará dirigido a rescatar, promocionar, divulgar y 
conservar los usos y costumbres ancestrales, basado en los valores, principios y filosofías 
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del pueblo maya achí y, particularmente, de la comunidad de Río Negro. Dicho programa 
deberá generar un espacio para promover las expresiones artísticas, lingu ̈ísticas y 
culturales de la comunidad. El diseño y ejecución de este programa deberá contar con la 
participación activa de los miembros de la comunidad de Río Negro y sus representantes. 
El Estado deberá proveer razonablemente los medios logísticos y presupuestarios a través
mecanismos legales, administrativos o de otra índole para asegurar la viabilidad y 
permanencia del programa. 

Revocación de la sentencia a pena de muerte o nuevo enjuiciamiento

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

133. La Comisión y los representantes solicitaron la realización de un nuevo proceso penal 
al señor Raxcacó Reyes, en el que se aplique la legislación reformada. En sus alegatos 
finales escritos la Comisión reconsideró esa pretensión, tomando en cuenta que lo 
cuestionable en el presente caso no es la validez del proceso penal seguido contra la 
víctima, sino la consecuencia establecida por el ordenamiento jurídico, esto es, la pena de 
muerte. Esta Corte dispone que, dentro de un plazo razonable, se deje sin efectos la pena 
impuesta al señor Raxcacó Reyes en la sentencia del Tribunal Sexto de Sentencia Penal, 
Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente y, sin necesidad de un nuevo proceso, se 
pronuncie otra que en ningún caso podrá ser la pena de muerte. Para ello, la Corte toma 
en cuenta que esta punibilidad resultaba incompatible con la Convención Americana, 
considerando los razonamientos que al respecto se expresan en otra parte de la presente 
Sentencia y de la que se desprende que el Estado no podía aplicar dicha pena en el caso 
concreto que ahora se analiza. El Estado deberá asegurar que la nueva pena sea 
proporcional a la naturaleza y gravedad del delito que se persigue, y tome en cuenta las 
circunstancias atenuantes y agravantes que pudieren concurrir en este caso, para lo cual, 
previamente a dictar sentencia, ofrecerá a las partes la oportunidad de ejercer su derecho 
de audiencia.

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126.

130. La Corte considera que no puede condenar al pago de indemnización por los daños 
materiales alegados, en virtud de que no hay pruebas que los acrediten. Por lo que toca 
al daño inmaterial, la Corte estima que esta sentencia constituye per se una forma de 
reparación, de conformidad con la jurisprudencia internacional. También dispone las 
siguientes medidas: 

a) que el Estado lleve a cabo, en un plazo razonable, un nuevo enjuiciamiento en contra 
del señor Fermín Ramírez, que satisfaga las exigencias del debido proceso legal, con 
plenas garantías de audiencia y defensa para el inculpado. En caso de que se le impute 
la comisión del delito de asesinato, cuya tipificación estaba en vigor al momento de los 
hechos que se le imputaron, deberá aplicarse la legislación penal vigente entonces con 
exclusión de la referencia a la peligrosidad, en los términos del punto siguiente; 

[…]

c) con fundamento en consideraciones de equidad, y tal como esta Corte lo ha dispuesto 
en otros casos, el Estado debe abstenerse de ejecutar al señor Fermín Ramírez, 
cualquiera que sea el resultado del juicio al que se refiere el punto a) del presente párrafo;

[…]
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Adecuación de las condiciones carcelarias

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

135. De la prueba presentada en el presente caso se desprende que el señor Raxcacó
Reyes padece algunos problemas físicos y psicológicos. Consecuentemente, la Corte 
considera apropiado ordenar, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado provea al 
señor Raxcacó Reyes, si éste así lo requiere, por el tiempo que sea necesario, a partir de 
la notificación de la presente Sentencia, sin cargo alguno y por medio de los servicios 
nacionales de salud, adecuado tratamiento médico y psicológico, incluida la provisión de 
medicamentos, según las prescripciones de especialistas debidamente calificados. 
Asimismo, dado que la esposa del señor Raxcacó Reyes, señora Olga Isabel Vicente, se 
encuentra privada de la libertad a raíz de sentencia condenatoria por su participación, a 
título de cómplice, en el secuestro que se imputa al señor Raxcacó Reyes, el Estado debe 
dictar las medidas necesarias para permitir que éste reciba visitas de su esposa. 
Finalmente, el Estado debe adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas educativas, 
laborales y de cualquier otra índole necesarias para que el señor Raxcacó Reyes pueda 
reincorporarse en la sociedad una vez que cumpla la condena que se le imponga, tal como 
lo dispone el artículo 5.6 de la Convención Americana:

Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 
readaptación social de los condenados. 

Programa de vivienda

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116.

105. Dado que los habitantes de Plan de Sánchez perdieron sus viviendas como 
consecuencia de los hechos del presente caso, este Tribunal considera que el Estado debe 
implementar un programa habitacional, mediante el cual se provea de vivienda adecuada
a aquellas víctimas sobrevivientes que residan en dicha aldea y que así lo requieran. El 
Estado debe desarrollar este programa dentro de un plazo que no excederá cinco años, a 
partir de la notificación de la presente Sentencia.

Garantías de no repetición

Condiciones carcelarias

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387.

157. La Corte observa que en el caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala se ordenó al Estado 
“adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas necesarias para que las condiciones 
de las cárceles se adecuen a las normas internacionales de derechos humanos”. No 
obstante lo anterior, la Corte considera pertinente en el presente caso ordenar al Estado 
adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas necesarias para que las condiciones 
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de la cárcel de “El Infiernito” se adecuen a las normas internacionales de derechos 
humanos, y, en particular, se eliminen las deficiencias detectadas en la presente Sentencia 
con respecto a: (i) la entrada suficiente de luz natural; (ii) la circulación de aire; (iii) el 
acceso al agua para utilizar cada día; (iv) la atención sanitaria, con respecto a la 
insuficiencia de medicamentos, de personal capacitado y de revisiones médicas regulares; 
(v) la ausencia de una dieta adecuada a las condiciones médicas de cada recluso, y (vi) el 
régimen de visitas, tal y como se especifican con mayor detalle en los párrafos 86 a 92 
precedentes. El Estado presentará un informe en un plazo no superior a un año en el que 
ponga en conocimiento de la Corte el estado del cumplimiento de esta medida.

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

134. Como lo ha dispuesto la Corte en otros casos y a título de garantía de no repetición, 
el Estado debe adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas necesarias para que 
las condiciones de las cárceles se adecuen a los estándares internacionales relativos a esta 
materia. (En similar sentido: Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 130.).

Elaboración de publicación

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

228. En tercer lugar, el Estado deberá garantizar que las mujeres embarazadas tengan 
acceso a una prueba de VIH, y que les sea practicada si así lo desean. El Estado deberá
dar seguimiento periódico a aquellas mujeres embarazadas que viven con el VIH, y deberá
proveer el tratamiento médico adecuado para evitar la transmisión vertical del virus, sin 
perjuicio de lo establecido en el párrafo 226 de la presente Sentencia. Para este fin, como 
lo ha hecho en otros casos, la Corte ordena al Estado diseñar una publicación o cartilla en 
forma sintética, clara y accesible sobre los medios de prevención de la transimisión del 
VIH y sobre el riesgo de transmisión vertical de éste, así como los recursos disponibles 
para minimizar ese riesgo. Dicha publicación deberá estar disponible en todos los 
hospitales públicos y privados de Guatemala, tanto para los pacientes como para el 
personal médico. Asimismo, debe darse acceso a dicha cartilla o publicación a través de 
los organismos de la sociedad civil vinculados al tema. 

Desarrollo de planes o programas de capacitación y fortalecimiento

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

228. Esta Corte ha establecido que la capacitación de funcionarios públicos es una medida 
importante para garantizar la no repetición de los hechos que generaron las violaciones. 
Es así que la capacitación, como sistema de formación continua, se debe extender durante 
un lapso importante para cumplir sus objetivos. A la vista de lo anterior, el Estado debe 
incluir, dentro de los cursos de formación de los miembros de la policía y organismos de 
seguridad, capacitación específica y cursos de carácter permanente sobre la prohibición
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absoluta de la tortura. (En similar sentido: Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 246.).

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

227. En segundo lugar, el Tribunal estima necesario que el Estado implemente un 
programa de capacitación para funcionarios del sistema de salud, que laboren en 
hospitales y unidades de atención médica que atiendan personas con VIH en Guatemala, 
acerca de los estándares internacionales y la legislación nacional en materia de 
tratamiento integral para personas que viven con el VIH. Estas capacitaciones deberán
incluir información acerca de las mejores prácticas de atención, sobre los derechos de los 
pacientes y las obligaciones de las autoridades. Asimismo, estas capacitaciones deberán
ser impartidas, durante un tiempo razonable, por personal médico y jurídico especializado 
en la materia, y deberán ser realizadas con perspectiva de género.

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351.

408. Este Tribunal valora positivamente la voluntad manifestada por el Estado con 
respecto a estas medidas solicitadas por los representantes. Esta Corte recuerda que 
concluyó que el Estado había incumplido su obligación de supervisar y fiscalizar 
instituciones como la Asociación Los Niños de Guatemala donde fueron internados los 
hermanos Ramírez, lo cual había contribuido a la arbitrariedad de la institucionalización
de Osmín Tobar Ramírez. Por tanto, este Tribunal considera oportuno ordenar, como 
garantía de no repetición, que el Estado de Guatemala cree e implemente un programa 
nacional efectivo para garantizar una adecuada supervisión, fiscalización y control de la 
institucionalización de niñas y niños. Dentro de estas medidas, el Estado deberá, como 
mínimo: (i) brindar capacitaciones constantes, periódicas y actualizadas a los funcionarios 
estatales y operadores de justicia que intervienen en los procesos de institucionalización
o acogimiento residencial de niñas y niños, así como empleados de instituciones privadas 
en quienes se delegue el cuidado y protección de niñas y niños en instituciones de 
acogimiento residencial, para lo cual, además, deberá censar y llevar un registro 
actualizado de todas las instituciones, centros o asociaciones que lleven a cabo estas 
funciones; (ii) garantizar que el Consejo Nacional de Adopciones cuente con los recursos 
económicos y logísticos necesarios para hacer frente de manera efectiva a las nuevas
modalidades en las que operan las redes de trata y tráfico de niñas y niños 
institucionalizados; (iii) asegurar, mediante revisiones periódicas, que la 
institucionalización de niñas y niños no conlleve una restricción abusiva de su libertad 
ambulatoria, que pueda llegar a constituir una privación de su libertad, conforme a los 
estándares establecidos en el capítulo VIII-3 de esta Sentencia, y (iv) garantizar la 
desinstitucionalización progresiva de las niñas, niños y adolescentes que se encuentran 
bajo su cuidado, previendo y aplicando medidas alternativas a la institucionalización. Para 
el cumplimiento de esta medida el Estado deberá acreditar la creación de este programa, 
así como su puesta en funcionamiento, de manera efectiva.
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Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339.

210. Debido a que en esta Sentencia se declaró que el Estado incumplió su deber de 
investigar efectivamente la desaparición de Mayra Gutiérrez al aplicar estereotipos 
negativos de género que culpabilizaron a la víctima, la Corte recuerda lo ordenado por 
este Tribunal en los casos Veliz Franco y otros y Velásquez Paiz y otros, ambos contra 
Guatemala. En éstos se estableció que el Estado debe, en un plazo razonable, implementar 
programas y cursos permanentes para funcionarios públicos pertenecientes al Poder 
Judicial, Ministerio Público y Policía Nacional Civil, que estén vinculados a la investigación
de actos de homicidio de mujeres, sobre estándares en materia de prevención, eventual 
sanción y erradicación de homicidios de mujeres y capacitarlos sobre la debida aplicación
de la normativa internacional y jurisprudencia de este Tribunal en la materia. (En similar 
sentido: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 275.).

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

312. En este caso, las graves violaciones de los derechos humanos determinadas por el 
Tribunal fueron perpetradas por el Ejército de Guatemala y otros miembros de las fuerzas 
de seguridad del Estado. Al respecto, la Corte estima pertinente recordar que la eficacia e 
impacto de la implementación de los programas de educación en derechos humanos en el 
seno de las fuerzas de seguridad es crucial para generar garantías de no repetición de 
hechos como los del presente caso. Tales programas deben reflejarse en resultados de 
acción y prevención que acrediten su eficacia, más allá de que su evaluación deba 
realizarse a través de indicadores adecuados.

313. En el presente caso, el Estado informó sobre los cursos que estarían recibiendo 
miembros del Ejército de Guatemala; sin embargo, no presentó documentación que 
sustente lo informado, que establezca la permanencia de los cursos mencionados o que 
indique cuántos integrantes de sus fuerzas reciben dicha capacitación. Por tanto, la Corte 
ordena al Estado incluir formación en derechos humanos y derecho internacional 
humanitario de forma permanente en el pensum de los diferencies centros de formación, 
profesionalización vocacional y capacitación de todas las ramas del Ejército de Guatemala. 
Dicha capacitación debe ser implementada en el plazo de un año y dirigida a todos los 
niveles jerárquicos del Ejército de Guatemala e incorporar la necesidad de erradicar la 
discriminación racial y étnica, los estereotipos raciales y étnicos, y la violencia contra los 
pueblos indígenas, a la luz de la normativa internacional en la materia y la jurisprudencia 
de la Corte sobre graves violaciones a los derechos humanos, particularmente en casos 
guatemaltecos.

318. Ahora bien, esta Corte ya ordenó al Estado garantizar que los distintos órganos del 
sistema de justicia involucrados en el caso deben contar con los recursos humanos 
necesarios para desempeñar sus tareas de manera adecuada, independiente e imparcial. 
Por tanto, a la luz de lo expuesto, el Tribunal considera necesario que las entidades de 
formación de los miembros del Organismo Judicial y del Ministerio Público diseñen e 
implementen, en los pensum permanentes de las carreras judiciales y fiscales, 
respectivamente, programas de educación en derechos humanos y derecho internacional 
humanitario, si no los hubiere. Dichos programas deben incorporar la necesidad de 
erradicar la discriminación racial y étnica, los estereotipos raciales y étnicos, y la violencia 
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contra los pueblos indígenas, a la luz de la normativa internacional en la materia y la 
jurisprudencia de la Corte sobre graves violaciones a los derechos humanos y el acceso a 
la justicia de las víctimas, particularmente en casos guatemaltecos, y deben ser 
implementados en el plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia.

319. La Comisión solicitó de manera general a la Corte que adopte las medidas necesarias 
para evitar que en el futuro se produzcan hechos similares conforme al deber de 
prevención y garantía de los derechos humanos reconocidos en la Convención Americana. 
La Corte considera necesario ordenar, como garantía de no repetición, que, en un plazo 
razonable, el Estado incorpore al currículo del Sistema Educativo Nacional, en todos sus 
niveles, un programa de educación cuyo contenido refleje la naturaleza pluricultural y 
multilingu ̈e de la sociedad guatemalteca, impulsando el respeto y el conocimiento de las 
diversas culturas indígenas, incluyendo sus cosmovisiones, historias, lenguas, 
conocimientos, valores, culturas, prácticas y formas de vida. Dicho programa deberá hacer 
énfasis en la necesidad de erradicar la discriminación racial y étnica, los estereotipos 
raciales y étnicos, y la violencia contra los pueblos indígenas, a la luz de la normativa 
internacional en la materia y la jurisprudencia de este Tribunal.

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 
312.

273. En atención a lo anterior, la Corte valora la información aportada por el Estado y lo 
insta a dar continuidad a los programas de capacitación a las autoridades judiciales 
encargadas de la ejecución de la pena, así como a impulsar mecanismos y programas de 
fortalecimiento institucional con el fin de garantizar el respeto de los derechos de las 
personas privadas de libertad.

274. Sin perjuicio de lo anterior, a fin de evitar la repetición de los hechos del presente 
caso, la Corte dispone que el Estado debe adoptar medidas para la capacitación de las 
autoridades judiciales a cargo de la ejecución de las penas, autoridades penitenciarias, 
personal médico y sanitario y otras autoridades competentes que tengan relación con las 
personas privadas de libertad, a fin de que cumplan efectivamente con su rol de garantes 
de sus derechos, en particular de los derechos a la integridad personal y a la vida, así
como la protección de la salud en situaciones que requieran atención médica, como 
también de sus obligaciones de ejercer adecuados controles de convencionalidad cuando 
deban decidir acerca de solicitudes de diversa índole de las personas privadas de libertad.

275. Asimismo, la Corte estima pertinente que el Estado lleve a cabo una serie de jornadas 
de información y orientación en materia de derechos humanos, a favor de las personas 
que se encuentran privadas de libertad en el Centro de Orientación Femenina. En tales 
jornadas se deberá exponer en qué consisten, cuáles son y cómo se pueden ejercer los 
derechos que les corresponden a las personas que se encuentran en estado de reclusión, 
conforme a los estándares internacionales, haciendo especial énfasis en la protección a la 
salud y en los derechos a la integridad personal, a la vida y a la no discriminación, así
como a las vías judiciales o administrativas rápidas, idóneas y efectivas para canalizar sus 
demandas cuando consideren que sus derechos han sido violados. Además, en estas 
jornadas se deberá hacer referencia a la presente Sentencia y a las obligaciones 
internacionales de derechos humanos derivadas de los tratados en los cuales Guatemala
es parte.
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Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307.

248. Si bien Guatemala ha indicado que ya cuenta con programas educativos dirigidos a 
promover el respeto de los derechos de las mujeres, la Corte nota que, de los programas 
descritos por Guatemala, solo uno estaría dirigido a la prevención de la violencia contra la 
mujer: la “estrategia” de “Prevención de la Violencia” presuntamente realizado por las 
Direcciones Generales y Departamentales con apoyo y acompañamiento de la Unidad de 
Equidad de Género con Pertinencia Étnica adscrita a la Dirección de Planificación
Educativa. Sin embargo, el Estado no proporcionó información alguna respecto del 
contenido, alcance o implementación de dicha “estrategia”. En consecuencia, teniendo en 
cuenta la situación de discriminación y violencia en contra de la mujer constatada, la Corte 
ordena al Estado, en un plazo razonable, incorporar al currículo del Sistema Educativo 
Nacional, en todos los niveles educativos, un programa de educación permanente sobre 
la necesidad de erradicar la discriminación de género, los estereotipos de género y la 
violencia contra la mujer en Guatemala, a la luz de la normativa internacional en la materia 
y la jurisprudencia de este Tribunal. A tal efecto, el Estado deberá presentar un informe 
anual por tres años, en el que indique las acciones que se han realizado para tal fin. La 
Corte no considera necesario ordenar, adicionalmente, la cátedra sobre derechos de las 
mujeres solicitada por los representantes. 

258. Finalmente y en tercer lugar, si bien en el presente caso el Estado se refirió a las 
capacitaciones en materia de prevención y erradicación de la violencia contra la mujer 
presuntamente realizadas por el Organismo Judicial, el Organismo Legislativo, el Ministerio 
de Gobernación, la Policía Nacional Civil (PNC), el Ministerio Público y la Comisión
Presidencial de Derechos Humanos (COPREDEH), no aportó documentación alguna que 
permita al Tribunal valorar su idoneidad y permanencia. Por tanto y teniendo en cuenta lo 
ordenado por este Tribunal en el Caso Veliz Franco y otros, la Corte dispone que el Estado 
debe, en un plazo razonable, implementar programas y cursos permanentes para 
funcionarios públicos pertenecientes al Poder Judicial, Ministerio Público y Policía Nacional 
Civil, que estén vinculados a la investigación de actos de homicidio de mujeres, sobre 
estándares en materia de prevención, eventual sanción y erradicación de homicidios de 
mujeres y capacitarlos sobre la debida aplicación de la normativa internacional y 
jurisprudencia de este Tribunal en la materia.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

251. Las violaciones imputables al Estado en el presente caso fueron perpetradas por 
funcionarios estatales. Adicionalmente, las violaciones se han visto agravadas por la 
existencia de un contexto generalizado de impunidad respecto de las graves violaciones a 
los derechos humanos propiciada por los operadores judiciales. En consecuencia, sin 
perjuicio de la existencia de programas en Guatemala para capacitación de sus 
funcionarios en derechos humanos, el Tribunal considera necesario que el Estado organice 
e inicie de manera independiente o en fortalecimiento de los ya existentes, un programa 
permanente de educación en derechos humanos destinado a los miembros de las Fuerzas 
Armadas, así como a jueces y fiscales. Dentro de dicho programa deberá hacer especial 
mención a la presente Sentencia y otros casos fallados por esta Corte contra Guatemala, 
así como a los instrumentos internacionales de derechos humanos y derecho internacional 
humanitario y, específicamente, a lo relativo a las graves violaciones a derechos humanos 
y los componentes del acceso a la justicia de las víctimas. Este programa debe ser 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
http://tinyurl.com/3a3jtkyv

DR © 2021. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos-http://www.corteidh.or.cr/



427

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA

organizado y ejecutado, en un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de 
esta Sentencia.

252. Al respecto, la Corte estima pertinente recordar que la eficacia e impacto de la 
implementación de los programas de educación en derechos humanos en el seno de las 
fuerzas de seguridad es crucial para generar garantías de no repetición de hechos como 
los del presente caso. Tales programas deben reflejarse en resultados de acción y 
prevención que acrediten su eficacia, más allá de que su evaluación deba realizarse a 
través de indicadores adecuados.

253. Aunado a lo anterior, este Tribunal considera necesario que el Estado organice e 
inicie de manera independiente o en fortalecimiento de los ya existentes, un programa 
específico de capacitación y fortalecimiento para el mejoramiento integral del Sistema de 
Justicia en Guatemala, destinado a las autoridades encargadas de la dirección de los 
procesos judiciales de graves violaciones a los derechos humanos, el cual incluya una 
estrategia de investigación de patrones de violaciones masivas y sistemáticas de derechos 
humanos y tutela judicial efectiva, a fin de dirigir y encausar este tipo de procesos en 
tiempos razonables y considerando la investigación de todos los hechos y responsables, 
en garantía del acceso a la justicia de las víctimas de este tipo de violaciones, en un plazo 
de seis meses, contado a partir de la notificación de esta Sentencia.

254. Finalmente, una vez aprobada la normativa referente a la Ley de Amparo, el Estado 
deberá organizar e iniciar dentro de los siguientes seis meses de publicada la 
correspondiente norma legal un programa de capacitación a los operadores de justicia 
para el uso adecuado de este recurso y sobre la tutela judicial efectiva.

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.

282. El Estado debe adoptar todas las providencias necesarias para ello y, en particular, 
las tendientes a formar y capacitar a todos los miembros de sus cuerpos armados, de 
policía y de sus organismos de seguridad sobre los principios y normas de protección de 
los derechos humanos, aun bajo los estados de excepción. En particular, el Estado debe 
incluir, dentro de los cursos de formación de los miembros de sus fuerzas armadas, de la 
policía y de sus organismos de seguridad, capacitación en materia de derechos humanos 
y de Derecho Internacional Humanitario. (En similar sentido: Caso Masacres de Río Negro 
Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de 
septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 291.).

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91.

86. Entre las medidas aludidas el Estado debe dar cumplimiento al artículo VIII de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, que dispone: “[l]os 
Estados partes velarán asimismo por que, en la formación del personal o de los 
funcionarios públicos encargados de la aplicación de la ley, se imparta la educación
necesaria sobre el delito de desaparición forzada de personas”.

Fortalecimiento institucional de la capacidad para investigar hechos y 
sancionar a los responsables
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Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307.

252. Al igual que en el Caso Veliz Franco y otros, el Tribunal valora los esfuerzos del 
Estado para adoptar legislación, otros actos jurídicos, instituciones y políticas públicas
orientadas a combatir la violencia por razón de género, así como su esfuerzo por adecuar 
su sistema en materia de investigación penal. Estos avances constituyen indicadores 
estructurales relacionados con la adopción de medidas que, en principio, tienen como 
objetivo enfrentar la violencia y discriminación contra la mujer, o que su aplicación
coadyuva a ello. (En similar sentido: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C 
No. 277, párr. 264.).

254. Al respecto, la Corte nota, primeramente, que en el Caso Veliz Franco y otros ordenó
al Estado que elabore un plan de fortalecimiento calendarizado del Instituto Nacional de 
Ciencias Forenses (INACIF). En dicho caso, la Corte estableció que el funcionamiento 
adecuado de esta entidad resulta relevante a fin de que los casos de atentados contra 
mujeres puedan ser debidamente investigados. Asimismo, encontró acreditados datos de 
2012 que indicaban la necesidad de que el INACIF cuente con mayores recursos, y ello 
habría sido expresado también, en 2010, por autoridades de la entidad. En el presente 
caso y tal como ocurrió en el caso Veliz Franco y otros, el Estado no ha hecho llegar a la 
Corte información que demuestre que ha habido una alteración en la situación referida. 
Por tanto, el Tribunal considera pertinente ordenar nuevamente que, en un plazo 
razonable, elabore un plan de fortalecimiento calendarizado del Instituto Nacional de 
Ciencias Forenses (INACIF), que incluya una asignación adecuada de recursos para 
ampliar sus actividades en el territorio nacional y el cumplimiento de sus funciones. (En 
similar sentido: Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr.
268.).

255. En segundo lugar, en el Caso Veliz Franco y otros, este Tribunal determinó que la 
Ley contra el Femicidio, aprobada en 2008, previó, en su artículo 15, la “[c]reación de los 
órganos jurisdiccionales especializados”. Además, en su artículo 14 estableció que “el 
Ministerio Público deberá crear la Fiscalía de Delitos contra la Vida e Integridad Física de 
la Mujer, especializada en la investigación de los delitos creados por [dicha] ley, con los 
recursos presupuestarios, físicos, materiales, científicos y humanos que le permitan el 
cumplimiento de los fines de la misma”. A su vez, en los artículos 22 y 23, dicha Ley fijó
un plazo de 12 meses para el “estableci[miento]” de “[l]os órganos jurisdiccionales 
especializados a que se refiere el artículo 15 [...] en toda la República”, y de “[l]a fiscalía
a la que se refiere el artículo 14”. (En similar sentido: Caso Véliz Franco y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 
mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 269.).

257. En el presente caso, el Estado ha informado que “cuenta con” la Fiscalía de la Mujer, 
encargada de la persecución penal para abordar la violencia intrafamiliar y la violencia 
contra las mujeres, así como de 12 fiscalías especializadas en siete Departamentos que 
conocen exclusivamente los delitos de femicidio. Sin embargo, la Corte no cuenta con 
información respecto del eventual establecimiento de la Fiscalía de Delitos contra la Vida 
e Integridad Física de la Mujer mencionada en los artículos 14 y 23 de la Ley contra el 
Femicidio, y tampoco se desprende de la información proporcionada si los órganos 
jurisdiccionales señalados por el Estado fueron establecidos en cumplimiento de lo 
estipulado en los artículos 15 y 22 de dicha Ley, es decir, en la totalidad de los 
departamentos de Guatemala. Por tanto y teniendo en cuenta lo normado por la Ley contra 
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el Femicidio, la Corte considera pertinente ordenar nuevamente al Estado que, en un plazo 
razonable, implemente el funcionamiento pleno de los “órganos jurisdiccionales 
especializados” en toda la República de Guatemala, así como de la fiscalía especializada.

263. El Tribunal valora las diversas medidas adoptadas por el Estado, inclusive la creación
de diversos organismos, dirigidos a la prevención de la violencia contra la mujer y la 
erradicación de patrones socioculturales discriminatorios.

266. De este modo, teniendo en cuenta que se ha identificado la necesidad de regular la 
búsqueda de mujeres desaparecidas en Guatemala, la Corte considera pertinente ordenar 
al Estado que adopte una estrategia, sistema, mecanismo o programa nacional, a través
de medidas legislativas o de otro carácter, a efectos de lograr la búsqueda eficaz e 
inmediata de mujeres desaparecidas. Asimismo, que permita asegurar que en casos de 
denuncias de esta naturaleza, las autoridades correspondientes las reciban 
inmediatamente y sin necesidad de ninguna formalidad y, al mismo tiempo, que inicien 
las acciones que permitan localizar y prevenir la violación de los derechos a la vida e 
integridad personal de las posibles víctimas. Lo anterior, en un plazo razonable y con la 
respectiva disposición presupuestaria e institucional. 

Adecuación de legislación

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

219. En relación con el marco legal que regula la pena de muerte, la Corte observa que 
ya ordenó en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala lo siguiente:

[...] i. la modificación, dentro de un plazo razonable, del artículo 201 del Código Penal 
vigente, de manera que se estructuren tipos penales diversos y específicos para 
determinar las diferentes formas de plagio o secuestro, en función de sus características, 
la gravedad de los hechos y las circunstancias del delito, con la correspondiente previsión
de punibilidades diferentes, proporcionales a aquéllas, así como la atribución al juzgador 
de la potestad de individualizar las penas en forma consecuente con los datos del hecho 
y el autor, dentro de los extremos máximo y mínimo que deberá consagrar cada 
conminación penal. Esta modificación, en ningún caso, ampliará el catálogo de delitos 
sancionados con la pena capital previsto con anterioridad a la ratificación de la 
Convención Americana. Mientras esto ocurra, el Estado deberá abstenerse de aplicar la 
pena de muerte y ejecutar a los condenados por el delito de plagio o secuestro 
exclusivamente.

ii. la adopción, dentro de un plazo razonable, de un procedimiento que garantice que toda 
persona condenada a muerte tenga derecho a solicitar y, en su caso, obtener indulto o 
conmutación de pena, conforme a una regulación que establezca la autoridad facultada 
para concederlo, los supuestos de procedencia y el trámite respectivo; en estos casos no 
debe ejecutarse la sentencia mientras se encuentre pendiente la decisión sobre el indulto 
o la conmutación solicitados.

220. La Corte considera, por tanto, que no es necesario reiterar a Guatemala medidas de 
reparación sobre la adecuación de sus disposiciones de derecho interno a la Convención
Americana a este respecto, toda vez que el cumplimiento de dichas medidas está siendo 
en la actualidad analizado por parte de la Corte en la etapa supervisión de cumplimento 
correspondiente.
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221. En cuanto a la adecuación del artículo 201 bis del Código Penal guatemalteco a los 
estándares internacionales en relación con la tipificación de la tortura, la Corte observa 
que el referido artículo indica actualmente lo siguiente:

Comete el delito de tortura, quien por orden o con la autorización, el apoyo o aquiescencia 
de autoridades del Estado, inflija intencionalmente a una persona dolores o sufrimientos 
graves, ya sean físicos o mentales con el fin de obtener de ella o de un tercero información 
o confesión, por un acto que haya cometido o se sospeche que hubiere cometido, o 
persiga intimidar a una persona o, por ese medio, a otras personas. [...] El o los 
responsables del delito de tortura serán sancionados con prisión de veinticinco a treinta 
años.

222. La Corte nota que, efectivamente, la presente norma no cumple con los requisitos 
mínimos establecidos en el artículo 2 Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la tortura, el cual establece que se entenderá como tortura: 

[T]odo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o 
sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación criminal, como medio 
intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como pena o con 
cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona 
de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad 
física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica.

223. Esta falta de adecuación legislativa también ha sido destacada por la Corte de 
Constitucionalidad de Guatemala en su sentencia de 17 de julio de 2012, en la que 
expresamente señaló lo siguiente: .

[...] en la tipificación del delito de tortura, contenida en el artículo 201 Bis del Código Penal, no se 
incluyen todos los elementos descritos en los tratados internacionales que regulan esa conducta 
antijurídica, pues se omite: el castigo, la discriminación y cualquier otro fin como parte del tipo 
penal, así como la aplicación de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a 
disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica, por lo que 
excluir de la protección del bien jurídico tutelado esos elementos objetivos, provocaría que en el 
precepto, cuya inconstitucionalidad se denuncia, se haya incurrido en omisión de tipificar actos 
altamente lesivos a la integridad moral y física de los individuos, necesarios para complementar el 
tipo delictivo previsto en el artículo 201 del Código Penal, contraviniéndose así el artículo 1 de la 
Convención Interamericana para prevenir y sancionar la Tortura [...] Este Tribunal estima que para 
cumplir con la tipificación necesaria y en aplicación a los estándares internacionales en materia de 
derechos humanos, debe establecerse concretamente la descripción de las conductas que 
constituyen “tortura”, por lo que es necesario introducir por vía de reforma a la norma penal 
contenida en el artículo 201 Bis del Código Penal las frases de: “el castigo”, “cualquier tipo de 
discriminación”, “o con cualquier otro fin”, como finalidades del delito de tortura, y expresamente 
se regule que también constituye este delito “la aplicación sobre una persona de métodos tendientes 
a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen 
dolor físico o angustia psíquica.

224. La Corte de Constitucionalidad concluyó, por tanto, que el artículo 201 bis del Código 
Penal debía ser reformado a través de “acción legislativa con las adiciones que resulten 
de las disposiciones contenidas en la Convención de Naciones Unidas contra la Tortura y 
otros Tratados o Penas Crueles o Degradantes y en la Convención Interamericana para 
prevenir y sancionar la tortura”. Con base en los alegatos presentados por el Estado y el 
acervo probatorio obrante en el presente caso la Corte observa que, a fecha de la presente 
sentencia, dicha modificación y adecuación legislativa no ha tenido lugar.

225. En consecuencia, la Corte estima pertinente ordenar al Estado que, como una 
garantía de no repetición de los hechos del presente caso, adecúe en un plazo razonable 
la tipificación del delito de tortura contenida en el artículo 201 bis del actual Código Penal 
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a los estándares internacionales de derechos humanos. (En similar sentido: Caso 
Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de 
octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 243.).

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311.

131. La Corte nota que el objeto de análisis del presente caso fue la violación de los 
derechos humanos derivada de la decisión de destituir a la señora Maldonado, así como 
la efectividad de los recursos establecidos en la norma interna para tales efectos. El 
Tribunal considera que ha quedado establecido que la violación al derecho a las garantías 
judiciales, protección juidicial y el respeto al principio de legalidad, fueron consecuencia 
de una normativa contradictoria en el ordenamiento jurídico interno. La Corte resalta que
el Reglamento del Personal del Procurador indica una vía para impugnar las decisiones del 
Procurador de los Derechos Humanos, sin embargo la vía señalada entra en contradicción
con lo establecido en el Código del Trabajo y en la Ley de Responsabilidad Civil, según fue 
determinado por la Sala Segunda de Trabajo y Previsión Social.

132. Ha quedado establecido que, como consecuencia de la contradicción existente en la 
normativa guatemalteca, en lo respectivo a la vía adecuada para que el personal de la 
Procuraduría de Derechos Humanos pueda impugnar las decisiones del Procurador de los 
Derechos Humanos, la señora Maldonado quedó en un estado de desprotección en el cual 
los recursos judiciales presentados no eran idóneos para impugnar su destitución.

133. Por lo expuesto, en el presente caso el Estado deberá precisar o regular, con claridad, 
a través de medidas legislativas o de otro carácter, la vía recursiva, el procedimiento y la 
competencia judicial para la indispensable revisión jurisdiccional de toda sanción o medida 
de carácter administrativo disciplinario del Procurador de los Derechos Humanos.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

242. El Estado deberá adoptar, en un plazo razonable, de acuerdo con el artículo 2 de la 
Convención Americana, las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole 
que sean necesarias para regular la Ley de Amparo, a fin de adecuar este recurso a su 
verdadero objeto y fin, de conformidad con los estándares interamericanos de protección
de los derechos humanos. Mientras se adoptan las referidas medidas, el Estado deberá
adoptar todas aquellas acciones que garanticen el uso efectivo del recurso de amparo, de 
conformidad con lo establecido en el apartado A) del capítulo VIII de la presente 
Sentencia.

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

132. La Corte declaró la existencia de una violación a los artículos 4.1, 4.2 y 4.6 de la 
Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma. Por ello, dispone que el 
Estado adopte las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter 
necesarias para adecuar su derecho interno a la Convención Americana, en especial: .

i. la modificación, dentro de un plazo razonable, del artículo 201 del Código Penal 
vigente, de manera que se estructuren tipos penales diversos y específicos para 
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determinar las diferentes formas de plagio o secuestro, en función de sus 
características, la gravedad de los hechos y las circunstancias del delito, con la 
correspondiente previsión de punibilidades diferentes, proporcionales a aquéllas, así
como la atribución al juzgador de la potestad de individualizar las penas en forma 
consecuente con los datos del hecho y el autor, dentro de los extremos máximo y 
mínimo que deberá consagrar cada conminación penal. Esta modificación, en ningún
caso, ampliará el catálogo de delitos sancionados con la pena capital previsto con 
anterioridad a la ratificación de la Convención Americana. Mientras esto ocurra, el 
Estado deberá abstenerse de aplicar la pena de muerte y ejecutar a los condenados 
por el delito de plagio o secuestro exclusivamente.

ii. la adopción, dentro de un plazo razonable, de un procedimiento que garantice que 
toda persona condenada a muerte tenga derecho a solicitar y, en su caso, obtener 
indulto o conmutación de pena, conforme a una regulación que establezca la autoridad 
facultada para concederlo, los supuestos de procedencia y el trámite respectivo; en 
estos casos no debe ejecutarse la sentencia mientras se encuentre pendiente la 
decisión sobre el indulto o la conmutación solicitados.

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126.

130. La Corte considera que no puede condenar al pago de indemnización por los daños 
materiales alegados, en virtud de que no hay pruebas que los acrediten. Por lo que toca 
al daño inmaterial, la Corte estima que esta sentencia constituye per se una forma de 
reparación, de conformidad con la jurisprudencia internacional. También dispone las 
siguientes medidas: 

[…]

b) la regulación del asesinato en la forma prevista por el segundo párrafo del artículo 
132 del Código Penal de Guatemala, es violatoria de la Convención Americana. En 
consecuencia, el Estado debe abstenerse de aplicar la parte del artículo 132 del Código 
Penal de Guatemala que se refiere a la peligrosidad del agente, y modificarla dentro 
de un plazo razonable, adecuándola a la Convención Americana, conforme a lo 
estipulado en su artículo 2, de manera que se garantice el respeto al principio de 
legalidad, consagrado en el artículo 9 del mismo instrumento internacional. Se debe 
suprimir la referencia a la peligrosidad del agente contemplada en ese precepto; 

[…]

d) el Estado debe adoptar, en un plazo razonable, las medidas legislativas y 
administrativas necesarias para establecer un procedimiento que garantice que toda 
persona condenada a muerte tenga derecho a solicitar indulto o conmutación de la 
pena, conforme a una regulación que establezca la autoridad facultada para
concederlo, los supuestos de procedencia y el trámite respectivo; en estos casos no 
debe ejecutarse la sentencia mientras se encuentre pendiente la decisión sobre el 
indulto o la conmutación solicitados; 

[…].

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
http://tinyurl.com/3a3jtkyv

DR © 2021. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos-http://www.corteidh.or.cr/



433

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA

91. A la luz de lo anterior, la Corte considera que el Estado debe adoptar en su derecho 
interno, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención, las medidas legislativas, 
administrativas y de cualquier otra índole que sean necesarias para crear: 

a) un procedimiento expedito que permita obtener la declaración de ausencia y 
presunción de muerte por desaparición forzada, con fines de filiación, sucesión y 
reparación y demás efectos civiles relacionados con ella; y 

b) un sistema de información genética que permita la determinación y esclarecimiento 
de la filiación de los niños desaparecidos y su identificación.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91.

85. Conforme a los planteamientos de la Comisión y los representantes de las víctimas al 
respecto, la Corte considera que Guatemala debe adoptar las medidas legislativas y de 
cualquier otra índole necesarias para adecuar el ordenamiento jurídico guatemalteco a las 
normas internacionales de derechos humanos y derecho humanitario, y para darles 
efectividad en el ámbito interno, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención. En 
particular, debe adoptar las medidas nacionales de aplicación del derecho internacional 
humanitario, así como aquéllas de protección de los derechos humanos que aseguren el 
ejercicio libre y pleno de los derechos a la vida, la libertad e integridad personales y la 
protección y garantías judiciales, en orden a evitar, que ocurran en el futuro hechos lesivos 
como los del presente caso.

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C 
No. 77.

98. Si bien el Tribunal en su sentencia de fondo no decidió que Guatemala había violado 
el artículo 2 de la Convención, norma que dispone que el Estado está en la obligación de 
adoptar “las medidas legislativas o de otro carácter que fueran necesarias para hacer 
efectivos” los derechos en ella reconocidos, es cierto también que ésta es una obligación
que el Estado debe cumplir por el mero hecho de haber ratificado dicho instrumento legal. 
Así, esta Corte considera que Guatemala debe implementar en su derecho interno, de 
acuerdo al citado artículo 2 de la Convención, las medidas legislativas, administrativas y 
de cualquier otra índole que sean necesarias con el objeto de adecuar la normativa 
guatemalteca al artículo 19 de la Convención, para prevenir que se den en el futuro hechos 
como los examinados. Pese a lo dicho, la Corte no está en posición de afirmar cuáles 
deben ser dichas medidas y si, en particular deben consistir, como lo solicitan los 
representantes de los familiares de las víctimas y la Comisión, en derogar el Código de la 
Niñez de 1979 o en poner en vigencia el Código de la Niñez y la Juventud aprobado por el 
Congreso de la República de Guatemala en 1996 y el Plan de Acción a Favor de Niños,
Niñas y Jóvenes de la Calle de 1997.

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76.

203. Si bien el Tribunal no decidió, en su sentencia de fondo, que Guatemala había violado 
el artículo 2 de la Convención, norma que dispone que dentro de las obligaciones generales 
del Estado debe adoptar “las medidas legislativas o de otro carácter que fueran necesarias 
para hacer efectivos” los derechos en ella reconocidos, ésta es una obligación que el 
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Estado debe cumplir por haber ratificado dicho instrumento normativo. Así, esta Corte 
considera que Guatemala debe implementar en su derecho interno, de acuerdo al artículo 
2 de la Convención, las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole 
que sean necesarias con el objeto de adecuar la normativa guatemalteca a las previsiones 
convencionales en cuanto a los derechos a la libertad personal, las garantías judiciales y 
la protección judicial, para evitar que ocurran en el futuro casos como el presente. Esta 
Corte considera que es deseable, en caso de no existir en la actualidad, la implementación
de un registro de detenidos como el propuesto por la Comisión. 

Implementación de una política pública para la protección de las personas 
defensoras de derechos humanos

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283.

263. Con relación a la adopción de medidas para la disminución del riesgo de las 
defensoras y defensores de derechos humanos, esta Corte estableció que el Estado ha 
planificado y/o implementado diversas medidas dirigidas a enfrentar dichos riesgos. Sin 
embargo, Guatemala no aportó información a la Corte sobre la efectividad de las mismas. 
En virtud de lo anterior, el Estado debe implementar, en un plazo razonable, una política 
pública para la protección de las defensoras y los defensores de derechos humanos, 
tomando en cuenta, al menos, los siguientes requisitos: .

a) la participación de defensores de derechos humanos, organizaciones de la sociedad 
civil y expertos en la elaboración de las normas que puedan regular un programa de 
protección al colectivo en cuestión; .

b) el programa de protección debe abordar de forma integral e interinstitucional la 
problemática de acuerdo con el riesgo de cada situación y adoptar medidas de atención
inmediata frente a denuncias de defensores y defensoras; .

c) la creación de un modelo de análisis de riesgo que permita determinar
adecuadamente el riesgo y las necesidades de protección de cada defensor o grupo; .
d) la creación de un sistema de gestión de la información sobre la situación de 
prevención y protección de los defensores de derechos humanos; .
e) el diseño de planes de protección que respondan al riesgo particular de cada 
defensor y defensora y a las características de su trabajo; .
f) la promoción de una cultura de legitimación y protección de la labor de las 
defensoras y los defensores de derechos humanos, y .
g) la dotación de los recursos humanos y financieros suficientes que responda a las 
necesidades reales de protección de las defensoras y los defensores de derechos 
humanos. 
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Fortalecimiento de los mecanismos contra la discriminación racial y étnica

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

320. La Comisión solicitó a la Corte adoptar las medidas necesarias para evitar que en el 
futuro se produzcan hechos similares conforme al deber de prevención y garantía de los 
derechos humanos reconocidos en la Convención Americana. La Corte dispone, como 
garantía de no repetición y dados los gravísimos hechos contra indígenas maya achí
descritos en la presente Sentencia, y ante la posibilidad de que persistan en la sociedad 
actitudes y sentimientos discriminatorios, que en un plazo razonable, el Estado perfeccione 
y refuerce la lucha contra toda forma de discriminación y, en particular, contra la 
discriminación racial y étnica, fortaleciendo los organismos existentes o los que vaya a 
crear con ese objetivo. Esos organismos deberán contar con la participación directa de 
personas de los grupos vulnerables y se ocuparán también de promover la revaloración
de las culturas originarias, difundiendo su historia y riqueza. Lo anterior, en aras de que 
las políticas públicas y acciones orientadas a erradicar los actos de discriminación racial 
sean efectivas y se garantice así, la igualdad, el reconocimiento, respeto y promoción de 
los derechos de los pueblos indígenas, desalentando de esta forma, las manifestaciones 
de discriminación racial y étnica en la sociedad guatemalteca. 

Servicios de atención de salud

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

225. En primer lugar, la Corte considera que el Estado debe implementar mecanismos 
efectivos de fiscalización y supervisión periódica de los hospitales públicos a fin de 
asegurar que se brinde una atención integral en materia de salud para personas que viven 
con el VIH, acorde a la legislación interna y a lo establecido en la presente sentencia. Para 
ello, el Estado deberá instaurar un sistema de información sobre el alcance de la epidemia 
del VIH en el país, el cual deberá contener información estadística de las personas 
atendidas por el sistema de salud público, así como información estadística sobre el sexo, 
edad, etnia, lengua y condición socioeconómica de los pacientes. Igualmente debe 
instaurar un sistema que le permita hacer un diagnóstico de la atención prestada a la 
población que vive con el VIH, para lo cual deberá establecer el número de 
establecimientos que atienden a esta población, su ubicación geográfica e infraestructura. 
Este diagnóstico servirá de base para la elaboración del mecanismo de mejoramiento de 
accesibilidad, disponibilidad y calidad de las prestaciones en materia de salud para la 
población que vive con el VIH a que se refiere el párrafo siguiente.

226. El Estado debe diseñar un mecanismo para garantizar la accesibilidad, disponibilidad 
y calidad de los antrirretrovirales, los exámenes diagnósticos y las prestaciones en salud 
para la población con el VIH. Este mecanismo debe cumplir los siguientes objetivos 
mínimos, los cuales deberán ser cumplidos por medio de las acciones que establezcan las 
entidades estatales, y cuyas metas serán medidas de acuerdo con los indicadores que se 
establezcan en el marco de una política pública participativa: i) aumentar la disponibilidad, 
accesibilidad y calidad de medicamentos antirretrovirales, de pruebas diagnósticas para 
la detección del VIH y para el diagnóstico y tratamiento de enfermedades oportunistas, ii) 
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mejorar los programas de atención a la población que vive con el VIH y aumentar la
cobertura de atención, iii) aumentar y mejorar las medidas inmediatas y urgentes en 
materia de atención en salud a la población con VIH, iv) mejorar la información disponible 
para la toma de decisiones por todas las autoridades competentes. Asimismo, para que el 
diseño e implementación de este mecanismo sea efectivo, el Estado deberá convocar la 
participación de la comunidad médica, de personas que viven con el VIH que sean usuarios 
del sistema de salud, y de organizaciones que los representen, y de la Procuraduría de los 
Derechos Humanos de Guatemala en lo que respecta a la fijación de prioridades de 
atención, la adopción de decisiones, la planificación y la evaluación de estrategias para la 
mejor atención de la salud.

228. En tercer lugar, el Estado deberá garantizar que las mujeres embarazadas tengan 
acceso a una prueba de VIH, y que les sea practicada si así lo desean. El Estado deberá
dar seguimiento periódico a aquellas mujeres embarazadas que viven con el VIH, y deberá
proveer el tratamiento médico adecuado para evitar la transmisión vertical del virus, sin 
perjuicio de lo establecido en el párrafo 226 de la presente Sentencia. Para este fin, como 
lo ha hecho en otros casos, la Corte ordena al Estado diseñar una publicación o cartilla en 
forma sintética, clara y accesible sobre los medios de prevención de la transimisión del 
VIH y sobre el riesgo de transmisión vertical de éste, así como los recursos disponibles 
para minimizar ese riesgo. Dicha publicación deberá estar disponible en todos los 
hospitales públicos y privados de Guatemala, tanto para los pacientes como para el 
personal médico. Asimismo, debe darse acceso a dicha cartilla o publicación a través de 
los organismos de la sociedad civil vinculados al tema. 

Campaña de concientización y sensibilización

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

229. En cuarto lugar, como una forma de contribuir a que hechos como los del presente 
caso no se repitan, la Corte estima conveniente ordenar al Estado la realización de una 
campaña nacional de concientización y sensibilización, dirigida a personas que viven con 
el VIH, funcionarios públicos, y la población general, sobre los derechos de las personas 
que viven con el VIH, sobre las obligaciones que las autoridades tienen en su atención, y 
sobre la necesidad de respetar a las personas que viven con esta condición. Esta campaña
deberá estar dirigida a combatir el estigma y la falta de información sobre las causas y 
consecuencias para la salud de las personas que viven con el VIH. Asimismo, la campaña
deberá tener perspectiva de género y deberá ser comprensible para toda la población. 

Creación de la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas Víctimas de 
Desaparición Forzada y otras Formas de Desaparición

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

220. En el acuerdo de reparaciones, el Estado se comprometió a “seguir impulsando la 
aprobación de la [L]ey [para la creación de la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas 
Víctimas de Desaparición Forzada y otras Formas de Desaparición]”. Además, indicó que 
“el Presidente de la República, como Presidente del Organismo Ejecutivo y representante 
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de la unidad de la Nación, se compromete a solicitar al Organismo Legislativo, en pleno 
respeto de la independencia de poderes, para que se apruebe la ley relacionada”.

221. La Corte considera que una entidad de este tipo coadyuvará favorablemente en la 
búsqueda e identificación de Edgar Fernando García y, en general, de las víctimas de 
desaparición forzada en Guatemala. En consecuencia, el Tribunal valora la disposición del 
Estado para “seguir impulsando la aprobación” de la referida iniciativa de ley y homologa 
esta medida de reparación, en los términos establecidos en el acuerdo entre las partes. El 
Tribunal insta a Guatemala a continuar adoptando todas las medidas legislativas, 
administrativas o de otra índole que sean necesarias para que se concrete la creación de 
la referida Comisión. (En similar sentido: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie 
C No. 253, párr. 335.).

Creación de página web de búsqueda de menores sustraídos y retenidos 
ilegalmente

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

271. Este Tribunal considera necesaria, como lo ha hecho en casos anteriores, la creación
de una página web de búsqueda de menores sustraídos y retenidos ilegalmente en el 
conflicto interno, en la cual, mediante la implementación de una base de datos, se difunda 
los nombres y apellidos, posibles características físicas y todos los datos con los que se 
cuente de dichos menores, así como, previo consentimiento informado, la de sus 
familiares. El objetivo de dicha página web será brindar orientación y acompañamiento a 
instituciones o asociaciones nacionales dedicados a la búsqueda de menores sustraídos y 
retenidos ilegalmente durante el conflicto interno, así como a particulares que se dirigen 
a ella buscando a dichos niños o con la sospecha de ser un menor sustraído y retenido 
ilegalmente durante el conflicto interno, y para facilitar el reencuentro con sus familiares.

272. En este sentido, en dicha página web se deben establecer direcciones y teléfonos de 
contacto de instituciones estatales, así como de organizaciones de la sociedad civil como, 
por ejemplo, FAMDEGUA, con el propósito de que los menores sustraídos y retenidos 
ilegalmente durante el conflicto interno puedan ubicar a sus familiares, o a las instituciones 
estatales o no estatales pertinentes. Asimismo, la Corte considera indispensable que el 
Estado adopte las medidas necesarias para coordinar, desde la referida página web, 
además de los enlaces nacionales mencionadas anteriormente, enlaces internacionales 
con otras páginas web de otros Estados, de instituciones o asociaciones nacionales y de 
organismos internacionales dedicados a la búsqueda de menores sustraídos y retenidos 
ilegalmente en conflictos internos, con el fin de propiciar, participar y colaborar con la 
formación y desarrollo de una red internacional de búsqueda.

273. La Corte estima necesario que el Estado adopte las medidas y asigne los recursos 
humanos, económicos, logísticos, y de otra índole necesarios para que esta página web 
funcione de manera adecuada y cumpla con el propósito descrito en el párrafo anterior. 
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Traslado de expedientes a la jurisdicción ordinaria

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190.

120. En resumen, la jurisdicción penal militar tiene un alcance restrictivo y excepcional 
ligado a la función militar. El reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado y 
las acciones llevadas a cabo por éste reflejan dicho entendimiento. Con base en sus 
obligaciones derivadas del artículo 8.1 de la Convención Americana, que establece que 
toda persona tiene el derecho a ser oída por un juez o tribunal competente, y del citado 
artículo IX de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, el Estado está
obligado a garantizar, tal como lo hizo en el presente caso, el traslado de la jurisdicción
penal militar a la jurisdicción ordinaria de aquellos expedientes judiciales que se refieran 
a cualquier materia no vinculada directamente a las funciones de la fuerzas armadas, 
particularmente aquellos que impliquen el procesamiento de violaciones de derechos 
humanos. En este sentido es clara la legislación interna vigente y lo resuelto por la Corte 
Suprema de Justicia guatemalteca al respecto. 

Designación de un centro educativo

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108.

88. En lo que se refiere a las garantías de no repetición de los hechos del presente caso, 
el Estado deberá designar un centro educativo existente, ubicado en la Ciudad de 
Guatemala, con un nombre que aluda a los niños desaparecidos durante el conflicto 
armado interno, y colocar en dicho centro una placa en tributo de Marco Antonio Molina 
Theissen. Ello contribuirá a despertar la conciencia pública para evitar la repetición de 
hechos como los ocurridos en el presente caso y a conservar viva la memoria de la víctima.

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C 
No. 77.

103. En cuanto a la solicitud de nombrar un centro educativo con los nombres de las 
víctimas, la Corte ordena al Estado designar un centro educativo con un nombre alusivo 
con los jóvenes víctimas de este caso, y colocar en dicho centro una placa con el nombre 
de Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez, Julio Roberto Caal 
Sandoval, Jovito Josué Juárez Cifuentes y Anstraun Aman Villagrán Morales. Ello 
contribuiría a despertar la conciencia para evitar la repetición de hechos lesivos como los 
ocurridos en el presente caso y conservar viva la memoria de las víctimas. 

Creación de una beca

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.

285. En lo que se refiere a las garantías de no repetición de los hechos del presente caso, 
como parte del reconocimiento público de la víctima, el Estado deberá establecer una 
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beca, con el nombre de Myrna Mack Chang, que cubra el costo integral de un año de 
estudios en antropología en una universidad de prestigio nacional. Dicha beca deberá ser 
otorgada por el Estado de forma permanente todos los años. 

Indemnizaciones compensatorias

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

242. La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y los 
supuestos en que corresponde indemnizarlo. Este Tribunal ha establecido que el daño
material abarca la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos 
efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que 
tengan un nexo causal con los hechos del caso. Por otro lado, la Corte ha establecido en 
su jurisprudencia que el daño inmaterial “puede comprender tanto los sufrimientos y las 
aflicciones causados por la violación como el menoscabo de valores muy significativos 
para las personas y cualquier alteración, de carácter no pecuniario, en las condiciones de 
existencia de las víctimas”. Por otra parte, dado que no es posible asignar al daño
inmaterial un equivalente monetario preciso, sólo puede ser objeto de compensación, para 
los fines de la reparación integral a la víctima, mediante el pago de una cantidad de dinero 
o la entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, que el Tribunal determine en 
aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad. (En similar sentido:
Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 129, y Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133, párr. 
133.).

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

324. La Corte ha desarrollado el concepto de daño material e inmaterial y los supuestos 
en que corresponde indemnizarlos. Así pues, ha establecido que el daño material supone 
la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos efectuados con motivo 
de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con 
los hechos del caso. Por otra parte, el daño inmaterial puede comprender tanto los 
sufrimientos y las aflicciones causados a la víctima directa y a sus allegados, el menoscabo 
de valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no 
pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o su familia. Asimismo, la Corte 
ha sostenido que es propio de la naturaleza humana que toda persona que padece una 
violación de sus derechos humanos experimente un sufrimiento, razón por la cual el daño
inmaterial resulta evidente. (En similar sentido: Caso Masacres de Río Negro Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de 
septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 307.).

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 
312.

299. La Corte ha considerado que una reparación integral y adecuada no puede ser 
reducida al pago de compensación a las víctimas o sus familiares, pues según el caso son 
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además necesarias medidas de rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 
No obstante lo anterior, este Tribunal reitera que, de existir mecanismos nacionales para 
determinar formas de reparación que satisfagan criterios de objetividad, razonabilidad y 
efectividad para reparar adecuadamente las violaciones de derechos declaradas, tales 
procedimientos y sus resultados pueden ser valorados. A la vez, si esos mecanismos no 
satisfacen tales criterios, corresponde a la Corte, en ejercicio de su competencia 
subsidiaria y complementaria, disponer las reparaciones pertinentes, pues las víctimas o 
sus familiares deben tener amplias oportunidades en la búsqueda de una justa 
compensación. Sin embargo, tales procesos serían relevantes y valorables únicamente en 
los casos en que hayan sido efectivamente intentados por las personas afectadas por 
violaciones a sus derechos o por sus familiares.

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283.

266. La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y ha 
establecido que éste supone “la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los 
gastos efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario 
que tengan un nexo causal con los hechos del caso”. Del mismo modo, ha desarrollado el 
concepto de daño inmaterial y ha establecido que éste “puede comprender tanto los 
sufrimientos y las aflicciones causados por la violación como el menoscabo de valores muy 
significativos para las personas y cualquier alteración, de carácter no pecuniario, en las 
condiciones de existencia de las víctimas”. Dado que no es posible asignar al daño
inmaterial un equivalente monetario preciso, sólo puede ser objeto de compensación, para 
los fines de la reparación integral a la víctima, mediante el pago de una cantidad de dinero 
o la entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, que la Corte determine en 
aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad. Asimismo, la Corte 
reitera el carácter compensatorio de las indemnizaciones, cuya naturaleza y monto 
dependen del daño ocasionado, por lo que no pueden significar ni enriquecimiento ni 
empobrecimiento para las víctimas o sus sucesores. (En similar sentido: Caso Véliz Franco 
y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 295.).

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

224. La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y los 
supuestos en que corresponde indemnizarlo. Este Tribunal ha establecido que el daño
material supone “la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos 
efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que 
tengan un nexo causal con los hechos del caso”. Asimismo, respecto del concepto de daño
inmaterial, la Corte ha establecido que éste “puede comprender tanto los sufrimientos y 
las aflicciones causados a la víctima directa y a sus allegados, el menoscabo de valores 
muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, 
en las condiciones de existencia de la víctima o su familia”.

225. La Corte estima que el compromiso asumido por el Estado en el acuerdo de 
reparaciones de indemnizar pecuniariamente a Edgar Fernando García, María Emilia 
García, Nineth Varenca Montenegro Cottom y Alejandra García Montenegro, por los 
conceptos de pérdida de ingresos, daño emergente, daño inmaterial y atención médica y 
psicológica, representa un paso positivo de Guatemala en el cumplimiento de sus
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obligaciones internacionales, por lo cual decide homologar dichas medidas de reparación, 
en los términos acordados por las partes. En consecuencia, según lo establecido en el 
acuerdo de reparaciones, el Estado deberá pagar la cantidad acordada “durante el 
transcurso del dos mil doce”. Asimismo, la Corte estima prudente acoger la solicitud de 
los representantes de mantener en reserva el total del monto indemnizatorio acordado 
entre las partes, por lo cual omitirá transcribir dicho monto en la presente Sentencia. En 
este mismo sentido, las partes deberán mantener la reserva de dicha información.

226. Además, la Corte observa que, en los términos del acuerdo, se determinó una 
cantidad global sin haber establecido un monto específico para cada víctima y su 
distribución. En razón de lo anterior, tomando en consideración la voluntad de las partes 
de alcanzar dicho acuerdo, el Tribunal estima que los montos acordados por daño material, 
inmaterial y atención médica y psicológica sean debidamente distribuidos de acuerdo con 
lo manifestado por los representantes en su escrito de solicitudes y argumentos, en el 
cual consideraron que “la indemnización debe ser entregada a la madre, a la esposa y a 
la hija de la víctima en partes iguales”.

227. Asimismo, la Corte observa que en el acuerdo de reparaciones el Estado se 
comprometió a cancelar dicho monto “durante el transcurso del dos mil doce”; sin que a 
la fecha el Tribunal cuente con información sobre el cumplimiento de dicho pago, ni de los 
avances que haya hecho el Estado para dar cumplimiento al compromiso adquirido por 
éste. En consecuencia, el Tribunal insta a Guatemala para que, a la brevedad, tome las 
medidas necesarias para cumplir con el pago de la indemnización compensatoria, de 
acuerdo con los compromisos adquiridos en dicho acuerdo. De no poder realizar el pago 
en el plazo acordado, el Estado deberá cancelar dicho monto en un plazo máximo de seis 
meses, contado a partir de la notificación del presente Fallo. El interés moratorio 
establecido en el párrafo 238 de esta Sentencia comenzará a correr una vez que hubieran 
transcurrido los seis meses establecidos en este párrafo.

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

300. La Corte observa, en primer lugar, que el Estado ha manifestado su disposición de 
resarcir económicamente a las víctimas del presente caso de conformidad con los rubros 
de reparación del Programa Nacional de Resarcimiento. Además, el Estado remitió, junto 
con su escrito de contestación, una lista de 102 personas o núcleos familiares que 
aparentemente fueron resarcidos económicamente mediante el PNR, así como copia de 
los expedientes administrativos pertinentes. Por su parte, los representantes reconocieron 
que algunas de las personas en esa lista son víctimas del presente caso y ya han recibido 
una indemnización a través de dicho programa.

303. De todo lo anterior se desprende que las diferencias entre las partes estriban en los 
estándares o criterios que toma en cuenta el Programa Nacional de Resarcimiento para 
calcular y asignar los montos indemnizatorios a las víctimas. La Corte toma nota de que 
el Estado tiene un programa de reparación en el marco del cual ya ha procedido a 
indemnizar a algunas de las víctimas de las masacres de este caso.

304. En atención a lo dispuesto por el artículo 63.1 de la Convención Americana, el 
Tribunal dispondrá a continuación las medidas necesarias a fin de reparar los daños 
materiales e inmateriales derivados de las violaciones declaradas en los capítulos 
anteriores. Sin perjuicio de lo anterior, los montos que ya han sido entregados a víctimas 
del presente caso a nivel interno mediante el PNR deben ser reconocidos como parte de 
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la reparación debida a éstas y descontado de las cantidades que fije el Tribunal en esta 
Sentencia por concepto de indemnización. Corresponde al Estado, en la etapa de 
supervisión del presente caso, comprobar la entrega efectiva de los montos dispuestos 
mediante dicho programa.

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190.

65. Este Tribunal reitera que, de acuerdo a su jurisprudencia, una sentencia declaratoria 
de una violación de derechos constituye per se una forma de reparación. No obstante, 
dadas las características de los casos sometidos a su conocimiento, el Tribunal ha 
considerado que una de las modalidades de reparación de las violaciones a los derechos 
humanos cometidas es la indemnización por daño material e inmaterial. En el caso sub 
judice, el Estado señaló que “acordó como reparación económica la cantidad de Q 
2,000.000.00 (dos millones de quetzales)” y que “se realizó el pago de la indemnización
económica [...] los días 29 y 30 de diciembre de 2005”.

66. La Corte valora el pago de indemnizaciones efectuado por el Estado a raíz del acuerdo 
suscrito entre las partes y considera que el monto otorgado no sólo recoge la voluntad 
entre las partes sino que es adecuado y equitativo atendiendo a los criterios 
jurisprudenciales. Como lo manifestó el Estado, la indemnización otorgada no fue 
impuesta por éste, ni se derivó de un proceso de resarcimiento nacional, ésta fue el
resultado de la sustanciación de un caso ante el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. Consecuentemente, este Tribunal no considera necesario fijar indemnizaciones 
adicionales. 

Daño material

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C 
No. 393.

107. Este Tribunal ha desarrollado en su jurisprudencia que el daño material supone la 
pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos efectuados con motivo de 
los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los 
hechos del caso. (En similar sentido: Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala.
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91, párr. 43; Caso 
Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356, párr. 177, y Caso Rodríguez Revolorio 
y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 166.).

110. La Corte nota que carece de prueba documental que sustente los gastos realizados 
por los padres del señor Gómez Virula relativos a la investigación de los hechos. Sin 
embargo, es natural que sus familiares afrontaran gastos originados de las numerosas 
gestiones realizadas por ellos para la atención del caso en sus etapas iniciales. En razón
de ello, la Corte estima pertinente fijar en equidad una compensación por la cantidad de 
USD$ 1.500,00 (mil quinientos dólares de los Estados Unidos de América), por concepto 
de daño material, los cuales deberán ser entregados directamente a los padres del señor
Gómez Virula.
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Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

234. Este Tribunal ha desarrollado en su jurisprudencia que el daño material supone “la 
pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos efectuados con motivo de 
los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los 
hechos del caso”. Al respecto, la Corte observa que, a falta de respaldo probatorio, no 
puede cuantificar con precisión los montos que las víctimas habrían erogado con motivo 
de los hechos. No obstante, este Tribunal reconoce que las víctimas han incurrido en 
diversos gastos por el tratamiento médico y cuidados producto de su condición de salud, 
por lo que fija en equidad la suma de US $5,000.00 (cinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América) para cada una de las 49 víctimas directas señaladas en el Anexo 2 de 
la presente Sentencia, por concepto de daño material.

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351.

413. Los representantes solicitaron que se considere, como daño emergente, la deuda 
cercana a los USD $30.000,00 que tuvo que adquirir Osmín Tobar Ramírez para estudiar 
en los Estados Unidos de América, que no ha podido pagar y que se encuentra vigente. 
Asimismo, señalaron que Osmín ha tenido que sufragar los gastos de sus pasajes aéreos 
a Guatemala, con el fin de reencontrarse con sus padres biológicos en mayo de 2011 y en 
noviembre de 2015, los que tuvieron un costo de USD $900 y USD $300, respectivamente. 
Adicionalmente, solicitaron que se considere que, desde el inicio del proceso de 
declaratoria de abandono, los padres se movilizaron incansablemente para intentar 
revertir las decisiones que vulneraron sus derechos y libertades fundamentales y las de 
sus hijos, al igual que para buscar justicia por las violaciones cometidas, lo que implicó
numerosas horas de dedicación, muchas de las cuales rebajaban de sus tiempos laborales, 
en el caso de la señora Ramírez Escobar como tramitadora y en el caso del señor Tobar 
Fajardo como conductor. Además, señalaron que el señor Tobar Fajardo no pudo trabajar 
por cuatro meses en 2001 como consecuencia del atentado que sufrió. Por tanto, 
solicitaron que se ordene al Estado el pago de lucro cesante, en equidad, por estos gastos 
a Flor de María Ramírez Escobar y a Gustavo Tobar Fajardo.

416. Con respecto a las cantidades solicitadas a favor de Osmín Tobar Ramírez, en primer 
lugar, la Corte considera que no existe un nexo causal entre la deuda contraída para el 
pago de sus estudios universitarios y las violaciones declaradas en esta Sentencia. Por las 
mismas razones, este Tribunal no considera que corresponda pagar una cantidad por 
concepto de pérdida de ingresos a sus padres. No obstante, estima que sí corresponde 
indemnizar a las víctimas, bajo el concepto de daño emergente, por los gastos incurridos 
como consecuencia de este caso, las diligencias que tuvieron que llevar a cabo para 
obtener justicia e intentar la devolución de los hermanos Ramírez, así como para el 
reencuentro de la familia con Osmín Tobar Ramírez. En este sentido, la Corte fija en 
equidad las siguientes cantidades, por concepto de daño emergente, las cuales deberán
ser pagadas por el Estado a cada una de las víctimas: USD $5.000,00 (cinco mil dólares 
de los Estados Unidos de América) a Osmín Tobar Ramírez, USD $5.000,00 (cinco mil 
dólares de los Estados Unidos de América) a Flor de María Ramírez Escobar y USD 
$5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) a Gustavo Tobar Fajardo.
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Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311.

144. La Corte recuerda que ha quedado establecido que la destitución de la señora
Maldonado se dio sin una causa justificada por una norma jurídica; en consecuencia, la 
Corte considera que corresponde el pago de una indemnización. Asimismo, la Corte 
recuerda que los recursos judiciales no fueron sencillos y efectivos, lo que impidió a la 
señora Maldonado poder acceder a una efectiva protección judicial. La Corte observa que, 
la normativa interna guatemalteca regula la figura de “despido injustificado” de los 
trabajadores del Estado y establece el derecho a recibir una indemnización. Lo anterior 
representa un criterio relevante para determinar el daño material en el presente caso. En 
consecuencia, al haberse establecido que en el presente caso la señora Maldonado fue 
destituída por medio de una sanción administrativa disciplinaria sin que existiera una 
causa justa establecida en una norma jurídica, y en consecuencia se violaron sus derechos 
reconocidos en los artículo 8 y 25 de la Convención Americana, corresponde al Estado 
proceder al pago, en equidad, del monto de US$ 25,000.00 (veinticinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América).

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

130. En el presente caso, la Corte no fijará indemnización por concepto de daño material, 
relacionado con la falta de actividades laborales o económicas del señor Raxcacó Reyes, 
conforme a lo solicitado por los representantes, ya que no existe un nexo causal entre las 
violaciones declaradas y el daño invocado. 

Daño emergente

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 
312.

304. En relación con las pretensiones de indemnización por daño emergente, este Tribunal 
observa que los representantes no aportaron oportunamente pruebas que permitan 
acreditar los gastos en que los familiares alegan haber incurrido, además de que los 
familiares no son parte lesionada en el presente caso, por lo cual no corresponde 
considerar las solicitudes de compensación de gastos personales de ellos. Sin embargo, 
ha sido constatado que los familiares de la señora Chinchilla Sandoval le proveyeron 
medicamentos durante su reclusión en el COF y aportaron para determinadas 
adecuaciones dentro de su celda, por lo cual este Tribunal decide fijar en equidad la 
cantidad de US$ 3,000.00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de indemnización compensatoria por esos gastos, cantidad que deberá ser 
entregada a la señora Marta María Gantenbein Chinchilla en el plazo establecido al efecto.

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307. 

279. En cuanto a los montos por concepto de daño emergente, los representantes 
mencionaron los siguientes rubros: a) los gastos funerarios y de inhumación de Claudina 
Velásquez; b) el pago de servicios de atención médica psiquiátrica desde el 2007 hasta la 
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fecha para Pablo Andrés Velásquez por el trauma causado por el asesinato de su hermana 
y la prolongada denegación de justicia, y c) el pago de honorarios de peritos para la 
evaluación psicológica de Elsa Claudina Paiz y Jorge Rolando Velásquez, entre otros 
gastos. No obstante, “dada la dificultad de la familia de aportar el estimado de los montos 
exactos de los gastos en los que ha incurrido la familia Velásquez Paiz y que se enmarcan 
en la noción de daño emergente”, los representantes solicitaron que se fije el monto en 
equidad. Al respecto, la Corte observa que los representantes no remitieron prueba de las 
erogaciones realizadas para el pago de los referidos gastos. No obstante, es evidente que 
la familia Velásquez Paiz debió incurrir en gastos funerarios. Asimismo, se desprende del 
expediente que Jorge Velásquez y Elsa Paiz recibieron evaluaciones psicológicas, y que su 
hijo recibió tratamiento psiquiátrico, en conexión con los hechos de este caso. En 
consecuencia, la Corte fija en equidad la suma de USD $9.000,00 (nueve mil dólares de 
los Estados Unidos de América) por concepto de indemnización por daño emergente a 
favor de Jorge Rolando Velásquez Durán, Elsa Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés
Velásquez Paiz.

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283. 

270. Por otra parte, en cuanto a los daños materiales presuntamente generados por el 
desplazamiento de E.A., J.A. y K.A. fuera de su comunidad, y de C.A., B.A., L.A. y N.A. 
fuera de Guatemala, así como por el retorno de B.A. desde México, la Corte constata que 
las representantes no precisaron cuáles habrían sido los gastos generados por estos 
hechos, más allá de indicar de forma general que incluían “alquileres, colegios, gastos en 
trámites legales para legalizar su situación migratoria, etc.”, así como los ingresos que 
percibían mensualmente las hijas y nietos del señor A.A. en su comunidad. En este 
sentido, no indicaron los montos aproximados de dichas erogaciones, ni quiénes los 
habrían desembolsado. Tampoco señalaron quiénes habrían sufrido una pérdida de 
ingresos, ni cuánto percibían dichas personas en el momento que tuvieron que desplazarse 
de sus lugares de residencia. Al respecto, el Tribunal observa que N.A., hijo de B.A., y J.A. 
y K.A., hijos de E.A., eran menores de edad al momento en que se desplazaron. Las 
representantes tampoco argumentaron los motivos por los cuales deben incluirse los 
costos de colegio en este rubro. Asimismo, el Tribunal constata que las representantes no 
aportaron documentos que acrediten los daños materiales alegados. 

271. Sin perjuicio de ello, el Tribunal presume, como lo ha hecho en casos anteriores, que 
al menos C.A., B.A., E.A. y L.A. incurrieron en diversos gastos con motivo de su 
desplazamiento. Por tanto, considera pertinente el reintegro de un monto de USD 
$30.000,00 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de daño
material a favor de cada una de dichas personas, y de un monto adicional de USD 
$10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) para aquéllas que se 
desplazaron fuera de Guatemala. Asimismo, el Tribunal presume que las señoras E.A. y 
B.A. incurrieron en gastos adicionales por el desplazamiento de sus hijos junto con ellas 
que deben ser reintegrados, por lo que se ordena un monto adicional de USD $5.000,00 
(cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) para B.A., quien viajó con un menor 
de edad, y de USD $10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) para 
E.A., quien viajó con dos menores de edad. 

272. En cuanto a la solicitud de que se reintegre a las víctimas los “[g]astos de atención
médica y/o psicológica de los distintos miembros de la familia”, la Corte constata que las 
representantes no señalaron quiénes habrían recibido dichos tratamientos, ni cuándo o 
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con qué frecuencia se habrían requerido, ni indicaron el nexo que los mismos tendrían con 
los hechos de este caso, por lo que el Tribunal no considera pertinente ordenar una 
indemnización por este rubro.

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 
277.

296. De la información aportada sobre los gastos funerarios, este Tribunal toma nota de 
la contradicción de la representante, como también lo señaló el Estado, que, por un lado, 
remitió comprobantes de los gastos funerarios en que incurrieron los familiares de la 
víctima, y por otro, solicitó que la Corte fije en equidad el monto respectivo por no contar 
con comprobantes. Además, el Estado presentó una certificación emitida por la funeraria 
contratada para el funeral de María Isabel por los familiares y cuestionó los comprobantes 
presentados por la representante por considerar que el monto fue supuestamente 
alterado. Sin perjuicio de ello, el Tribunal presume, como lo ha hecho en casos anteriores, 
que los familiares incurrieron en diversos gastos con motivo de la muerte de María Isabel. 
Del mismo modo, considera los alegatos de la representante sobre los gastos en que 
incurrió la señora Franco Sandoval para la obtención de justicia para determinar el monto 
indemnizatorio correspondiente.

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253.

367. En relación con el daño emergente, la Corte observa que si bien las representantes 
realizaron un relato de las consecuencias económicas y las afectaciones que han sufrido 
los familiares, no aportaron que permitan acreditar el daño emergente de manera 
individual para cada uno de ellos. Sin embargo, para la Corte es razonable que, los grupos 
familiares haya tenido que incurrir en determinados gastos como consecuencia de los 
hechos del presente caso, con el fin de emprender la búsqueda de justicia y del paradero 
de sus seres queridos, así como atender los padecimientos físicos y psicológicos sufridos 
como consecuencia de las violaciones declaradas en la presente Sentencia. Asimismo, el 
Tribunal toma en cuenta el impacto económico que provocó en el núcleo familiar la 
desaparición de uno o varios de sus miembros. En consecuencia, la Corte fija, en equidad, 
la cantidad de US$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de daño emergente, la cual deberá ser pagada en el plazo de un año, contado a 
partir de la notificación de esta Sentencia. A efecto de realizar el pago de dicho monto, 
las representantes deberán indicar, en el plazo de seis meses, contados a partir de la 
notificación del fallo, la persona de cada grupo familiar a la cual deberá entregarse dicha 
suma.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 
212.

265. La Corte encuentra que las acciones y gestiones realizadas por los familiares del 
señor Chitay Nech para localizarlo generaron gastos que deben ser considerados como 
daño emergente, en particular en lo referente a las acciones de búsqueda de su paradero, 
que será incluido al fijar la indemnización correspondiente en el presente acápite. No 
obstante, acerca de la señalada pérdida de propiedades que, según los representantes, el 
señor Chitay Nech poseía al momento de los hechos, el Tribunal advierte que con 
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anterioridad ha decidido no pronunciarse en relación a la presunta violación al artículo 21 
de la Convención Americana, por lo que no es posible fijar un monto de indemnización al 
respecto.

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117.

110. La señora Martha Arrivillaga de Carpio y los señores Rodrigo y Jorge Carpio Arrivillaga 
incurrieron en una serie de gastos tras la privación arbitraria de la vida del señor Carpio 
Nicolle, tales como honras fúnebres de las cuatro víctimas ejecutadas, gastos diversos 
para avanzar la investigación de los hechos, agentes de seguridad y otros. En 
consecuencia, la Corte estima pertinente fijar para la señora Martha Arrivillaga de Carpio, 
en equidad, la cantidad de US $25.000,00 (veinticinco mil dólares de los Estados Unidos 
de América), como indemnización por ese concepto; y US $12.500,00 (doce mil quinientos 
dólares de los Estados Unidos de América) para cada uno de los señores Rodrigo y Jorge 
Carpio Arrivillaga.

111. Con respecto a la señora Karen Fischer, ex nuera del señor Carpio Nicolle, está
demostrado que ella, como consecuencia de la muerte de su entonces suegro, emprendió
la búsqueda de justicia desde hace más de once años, junto con la señora Arrivillaga de 
Carpio, a través de su participación en el proceso penal del caso. En su lucha constante 
contra la impunidad, sufrió amenazas, hostigamientos, atentados e intercepciones 
telefónicas, por lo que en 1994 se vio forzada a exiliarse en los Estados Unidos con sus 
dos hijos menores de edad. En consecuencia, ha incurrido en una serie de gastos para 
impulsar el proceso interno, vivir en el exilio, cubrir los tratamientos psicológicos de sus 
hijos y solventar gastos relacionados con su seguridad personal. En atención a las 
particulares circunstancias del caso sub judice, la Corte fija en equidad, como 
indemnización para la señora Fischer, la cantidad de US $25.000,00 (veinticinco mil 
dólares de los Estados Unidos de América).

112. Dado que el señor Mario Arturo López Arrivillaga ha incurrido en gastos por concepto 
de tratamiento psiquiátrico y de seguridad personal, este Tribunal considera pertinente 
fijar en equidad, como indemnización para el señor López Arrivillaga, la cantidad de US 
$10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América).

113. Debido a que el señor Sydney Shaw Arrivillaga tuvo que costear los gastos de 
hospitalización y de rehabilitación de su hijo, Sydney Shaw Díaz, quien fue herido durante 
el atentado ocurrido el 3 de julio de 1993, esta Corte considera pertinente fijar en equidad, 
como indemnización para el señor Shaw Arrivillaga, la cantidad de US $8.000,00 (ocho 
mil dólares de los Estados Unidos de América).

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108.

58.1) con respecto a los familiares de Marco Antonio Molina Theissen cabe señalar que,
con el propósito de buscarlo, éstos realizaron numerosas diligencias, se trasladaron a
juzgados, a centros policiales y de detención, incurrieron en gastos relacionados con 
fotocopias, llamadas telefónicas, envío de faxes y papelería, y además, publicaron 
espacios pagados en la prensa y realizaron viajes a Guatemala para documentar el 
presente caso. En consecuencia, la Corte estima pertinente fijar en equidad la cantidad de 
US $1.400,00 (mil cuatrocientos dólares de los Estados Unidos de América) como 
indemnización por ese concepto. Dicha cantidad deberá ser distribuida en partes iguales 
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entre los padres y las hermanas de la víctima. La cantidad que le corresponda al padre de 
la víctima deberá ser repartida en los términos del párrafo 51 de la presente Sentencia; y 
.

58.2) dado que las hermanas de la víctima han incurrido en gastos documentados por 
concepto de tratamiento psicológico durante varios años desde la desaparición forzada de 
su hermano, este Tribunal considera pertinente fijar la cantidad de US $34.000,00 (treinta 
y cuatro mil dólares de los Estados Unidos de América) por ese concepto, que deberá ser 
distribuida, de acuerdo a lo solicitado por los representantes, de la siguiente manera: a 
Ana Lucrecia Molina Theissen la cantidad de US $6.000,00 (seis mil dólares de los Estados 
Unidos de América), a María Eugenia Molina Theissen la cantidad de US $8.000,00 (ocho 
mil dólares de los Estados Unidos de América), y a Emma Guadalupe Molina Theissen la 
cantidad de US $20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América).

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103.

159. En consideración de la información recibida, la jurisprudencia establecida por la Corte 
y los hechos del caso, este Tribunal declara que la indemnización por daño material debe 
comprender también: 

a) una suma de dinero correspondiente a los gastos realizados por la víctima en la 
compra de boletos aéreos para viajar a los Estados Unidos de América y a México, así
como los relacionados con llamadas telefónicas. A este respecto, la Corte estima 
pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US$1,000.00 (un mil dólares de los Estados 
Unidos de América) como indemnización; .

b) una suma de dinero correspondiente a los gastos de Edmundo Urrutia Castellanos 
por concepto de boletos aéreos para visitar a su hija. En este punto, la Corte estima 
pertinente fijar en equidad la cantidad de US$1,000.00 (un mil dólares de los Estados 
Unidos de América) como indemnización; .

c) una suma de dinero correspondiente a los gastos de traslado de María Pilar García 
de Urrutia para visitar a su hija y por los gastos en que incurrió por concepto de llamadas 
telefónicas. La Corte considera pertinente fijar en equidad la cantidad de US$1,000.00 
(un mil dólares de los Estados Unidos de América) como indemnización; .

d) una suma de dinero correspondiente a los gastos de Edmundo Urrutia García por 
concepto de boletos aéreo. La Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de 
US$1,000.00 (un mil dólares de los Estados Unidos de América) como indemnización; 
y .

e) una suma de dinero correspondiente a los gastos de traslado de Carolina Urrutia 
García para visitar a su hermana junto con sus dos hijos. Al respecto, la Corte juzga 
pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US$1,000.00 (un mil dólares de los Estados 
Unidos de América) como indemnización[.] .

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.

253. En consideración de las pretensiones de las partes, el acervo probatorio, los hechos 
probados del presente caso y su jurisprudencia, la Corte declara que la indemnización por 
el daño material en el presente caso debe comprender también lo siguiente:
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1) con respecto a Helen Mack Chang, hermana de la víctima, está demostrado que ella 
como consecuencia de la muerte extrajudicial de su hermana emprendió la tarea de la 
búsqueda de justicia, desde hace más de trece años, a través de su participación activa 
en el proceso penal para la investigación de los hechos y la identificación y sanción de 
todos los responsables. Helen Mack Chang renunció a su trabajo como consecuencia de 
los hechos a los que se refiere el presente caso, creó la Fundación Myrna Mack y ha 
dedicado gran parte de su tiempo a la lucha contra la impunidad. La Corte estima que 
Helen Mack Chang dejó de percibir sus ingresos habituales como consecuencia de los 
hechos y atendiendo a las particulares circunstancias del caso sub judice, fija en 
equidad, como indemnización, la cantidad de US$25,000.00 (veinticinco mil dólares de 
los Estados Unidos de América); .

2) en cuanto al padre y a la hija de la víctima, está demostrado que ellos como 
consecuencia de la muerte extrajudicial de Myrna Mack Chang y las consecuencias que 
se derivaron de ese hecho, sufrieron diversos padecimientos físicos y psicológicos, por 
lo cual debieron recibir tratamiento médico. En consecuencia, la Corte estima pertinente 
fijar en equidad la cantidad de US$3,000.00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de 
América) como indemnización por concepto de gastos médicos causados a Yam Mack 
Choy y la cantidad de US$3,000.00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América) 
a Lucrecia Hernández Mack, por ese mismo concepto. Dado que Yam Mack Choy falleció
el 24 de abril 1999, la indemnización establecida a su favor deberá ser entregada en su 
totalidad a Zoila Chang Lau; y […].

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas.
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91.

54. En consideración a la información recibida, la jurisprudencia y los hechos probados, la 
Corte declara que la indemnización por el daño material en el presente caso debe 
comprender también lo siguiente: 

[…]

a) por cuanto ha quedado demostrado que la señora Harbury, con motivo de los hechos 
de este caso, sufrió daños a su salud, la Corte considera pertinente fijar, en 
compensación la cantidad de US$25.000,00 (veinticinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América).

b) una cantidad de dinero correspondiente a los gastos en que incurrió la señora Jennifer 
Harbury para la determinación del paradero del señor Bámaca Velásquez. Esta Corte 
observa que si bien no se han aportado todos los recibos necesarios para la 
comprobación de la totalidad de dichos gastos, lo cierto es que de los hechos del caso 
se desprende y, esto ha sido aceptado incluso por el mismo Estado, que la señora 
Harbury tuvo a su cargo una serie de erogaciones monetarias en la búsqueda del 
paradero de su esposo, en razón de lo cual este Tribunal considera equitativo otorgarle 
la suma de US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América).

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C 
No. 77.

80. En lo referente a los gastos, la Corte estima necesario ordenar, en equidad, las 
siguientes compensaciones: en relación con Julio Roberto Caal Sandoval, una cantidad 
correspondiente a los gastos que sus familiares estiman haber sufragado en su búsqueda 
en distintas dependencias; en lo que respecta Henry Giovanni Contreras, una cantidad 
correspondiente a los gastos en que sus familiares estiman haber incurrido en su búsqueda 
en distintas dependencias y a los gastos efectuados por Ana María Contreras, madre de la 
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víctima, por concepto de tratamiento médico y medicinas como consecuencia de una 
parálisis facial; y en cuanto a Anstraun Aman Villagrán Morales, una cantidad 
correspondiente a los gastos estimados por concepto de servicios funerarios y a los gastos 
efectuados por Matilde Reyna Morales García, madre de la víctima, por concepto de 
tratamiento médico y medicinas como consecuencia de la diabetes que padece y que se 
vio agravada a raíz de los hechos de este caso. En lo que se refiere a las señoras Marta 
Isabel Túnchez Palencia, madre de Federico Clemente Figueroa Túnchez, y Margarita 
Urbina, abuela de Julio Roberto Caal Sandoval, durante la audiencia pública manifestaron 
que tenían ciertos padecimientos de salud que tendrían su origen o se habrían agravado 
como consecuencia de los hechos del caso. Al respecto, la Corte toma por ciertas las 
afirmaciones de dichas personas dada la naturaleza de los hechos del presente caso y 
considera también equitativo otorgarles una compensación.

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76.

[Anna Elizabeth Paniagua Morales]
99. La Corte considera además que, no es posible establecer un nexo causal entre el hecho 
y las supuestas consecuencias que sufrió el hermano German Giovanni en cuanto a su 
ocupación y preparación académica; no obstante, este Tribunal considera que en términos 
reales, existió un daño patrimonial general ocasionado al grupo familiar por lo sucedido a 
la víctima, por motivos imputables al Estado, lo cual generó a la familia trastornos 
económicos, de salud y de otra índole, que deben ser reparados en equidad.

[Julián Salomón Gómez Ayala]
119. Asimismo, se ha solicitado el resarcimiento de los gastos sufragados por los familiares 
de Julián Salomón Gómez Ayala, para su exhumación; del correspondiente traslado de sus 
restos a “Samayach”; los gastos por el funeral; la pérdida de efectos personales, tales 
como una medalla de oro, y los gastos médicos en que incurrieron los padres, como 
resultado de lo sucedido a la víctima. La Corte considera que, en términos reales, existió
un daño patrimonial general ocasionado al grupo familiar por lo sucedido a la víctima, por 
motivos imputables al Estado, lo cual generó a la familia trastornos económicos y de otra 
índole que deben ser reparados. En el caso sub judice la Corte observa que las peticiones 
de la familia respecto de los gastos carece de soporte documental; sin embargo, tomando 
en cuenta las circunstancias del caso, parecería razonable que no exista, elementos 
probatorios suficientes. Por lo expuesto, el Tribunal fija, equitativamente, la cantidad de 
US$3.000,00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América).

[William Otilio González Rivera]
138. Con respecto a los otros gastos, este Tribunal considera que, en términos reales, 
existió un daño patrimonial general ocasionado al grupo familiar por lo sucedido a la 
víctima, por motivos imputables al Estado, lo cual generó a la familia trastornos 
económicos, de salud y de otra índole que deben ser reparados con base en el principio 
de equidad, pese a que la prueba presentada para respaldar el cálculo del daño ocasionado 
es insuficiente y, además, existen contradicciones en los montos señalados. Por ello, el 
Tribunal procede a fijar el monto equitativo de US$2.000,00 (dos mil dólares de los 
Estados Unidos de América), que serán entregados al señor Salvador González Najarro, 
en su calidad de padre de la víctima, para que proceda a repartir dicha cantidad según los 
gastos que realizó la familia.

[Manuel de Jesús González López]
168. Con respecto a los gastos realizados por los familiares de la víctima con motivo de la 
denuncia ante las instituciones estatales, la búsqueda de ella y la correspondiente 
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sepultura, la Corte considerará en equidad un monto indemnizatorio para el efecto, ya que 
la Comisión no estimó una cantidad determinada ni hay prueba suficiente en este punto.

169. En cuanto al robo de las pertenencias de la familia González Chinchilla se observa 
que la misma señora Chinchilla, al momento de rendir su declaración ante este Tribunal, 
puso en duda que existiera vínculo entre este hecho y lo acontecido a su marido, por lo 
cual esta pretensión ha perdido objeto. En relación al desplazamiento que la esposa de la 
víctima debió realizar a los Estados Unidos de América, esta Corte considera que existe 
un nexo causal entre este hecho y lo sucedido a la víctima.

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
enero de 1999. Serie C No. 48.

48. La Corte ha tenido en consideración que la parte lesionada realizó numerosos viajes, 
principalmente a la ciudad de Guatemala, con el fin de indagar el paradero del señor
Nicholas Blake, ante el encubrimiento de lo ocurrido y la abstención de investigar los 
hechos por parte de las autoridades guatemaltecas, desde la desaparición de aquél hasta 
el descubrimiento de sus restos mortales, y que dicha situación motivó gastos por 
concepto de boletos aéreos, hospedaje, alimentación, pagos por concepto de llamadas 
telefónicas y otros.

49. Asimismo, la Corte considera que dichos gastos son de carácter extrajudicial, pues, 
como se ha probado, los familiares del señor Nicholas Blake no acudieron ante los 
tribunales internos. En razón de lo anterior, la Corte entiende que es procedente ordenar 
al Estado el pago de los gastos razonables en que incurrió la parte lesionada a partir del 
9 de marzo de 1987 (fecha de aceptación por Guatemala de la competencia contenciosa 
de la Corte), los cuales se estiman, equitativamente, en la cantidad de US$16.000,00 
(dieciséis mil dólares de los Estados Unidos de América), tomando en cuenta para ello que 
la sentencia de fondo se refiere solamente a la violación de los artículos 5 y 8 de la 
Convención Americana.

50. En lo que se refiere a la solicitud de que se ordene a Guatemala el pago de la cantidad 
de US$138.470,00 (ciento treinta y ocho mil cuatrocientos setenta dólares de los Estados 
Unidos de América) por concepto del tratamiento médico recibido y por recibir del señor 
Samuel Blake, la Corte considera que se ha determinado que sus padecimientos se 
enmarcan en la situación de la desaparición de su hermano, la incertidumbre sobre su 
paradero, el sufrimiento al conocer su muerte, y su frustración e impotencia ante la falta 
de resultados de las investigaciones de los hechos por parte de las autoridades públicas 
guatemaltecas y su posterior encubrimiento. En razón de lo anterior, este Tribunal estima 
que es pertinente otorgar al señor Samuel Blake, en equidad, una cantidad de 
US$15.000,00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América) por ese concepto, 
en calidad de integrante de la parte lesionada.

Ingresos dejados de percibir

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

185. La Corte nota que los representantes realizaron un cálculo del lucro cesante. No 
obstante, no tomaron en cuenta todos los elementos requeridos por la jurisprudencia de 
este Tribunal para la realización de los mismos. En este sentido observa, tal como lo ha 
señalado con anterioridad, que al cálculo del lucro cesante se le debe restar el 25% 
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correspondiente a los gastos personales en los que pudo haber incurrido la víctima durante 
los años de vida con posterioridad a los hechos. El mencionado elemento no fue 
considerado por los representantes al momento de efectuar los cálculos. Asimismo, no se 
realiza una distinción en cuanto a las personas que sobrevivieron, sobre sus 
particularidades laborales o personales, así como tampoco el impacto individualizado que 
las heridas pudieron generar en las vidas laborales de las víctimas, razones por las cuales 
no resultan procedentes los montos solicitados por los representantes.

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 
312.

305. En relación con la alegada pérdida de ingresos de la señora Chinchilla Sandoval, la 
Corte considera que los hechos acreditados no permiten establecer las capacidades reales 
de aquélla para realizar actividades remunerativas luego de un hecho eventual, no 
probado, según el cual ella habría recibido un beneficio de privación alternativa de libertad 
a partir del año 2002. Es decir, los alegatos de los representantes en este sentido, además
de extemporáneos, no contienen suficiente argumentación e información en relación con 
el lucro cesante, por lo cual la Corte no considera procedente ordenar reparaciones en 
relación con este rubro.

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307.

278. En lo que se refiere a la alegada pérdida de ingresos de Jorge Rolando Velásquez 
Durán, la Corte observa que los representantes presentaron como prueba un documento 
elaborado por un contador público, en el cual “certifica” que “como consecuencia de la 
muerte violenta de su hija Claudina Isabel Velásquez Paiz, [el señor Velásquez Durán] se 
vio obligado a abandonar su empresa de la cual obtenía ganancias [...] para dedicarse a 
gestionar de manera personal [la] investigación, [...] absteniéndose de sus ocupaciones 
comerciales, las cuales estima le producían ganancias” que ascienden a la cantidad de 
USD $588,031.44 (quinientos ochenta y ocho mil treinta y un dólares con cuarenta y 
cuatro centavos de dólar de los Estados Unidos de América). Del mismo modo, en cuanto 
a la indemnización por concepto de lucro cesante a favor de Claudina Isabel Velásquez 
Paiz, la Corte observa que los representantes presentaron un documento elaborado por 
un contador público, en el cual “certifica” que “de acuerdo a declaración de los familiares 
de [...] Claudina Isabel Velásquez Paiz”, el importe global determinado ascendió a la
cantidad de USD $692,424.44 (seiscientos noventa y dos mil cuatrocientos veinticuatro 
dólares con cuarenta y cuatro centavos de dólar de los Estados Unidos de América), por 
concepto de la “sumatoria de ingresos crecientes anuales esperados durante toda la etapa 
económicamente productiva de [...] Claudina Isabel Velásquez Paiz, comenzando en la 
edad de 25 años (fecha de inicio de su etapa profesional económicamente productiva) y 
terminando a la edad de 75 años (edad generalmente aceptada de retiro para un 
profesional independiente)”. Al respecto, la Corte observa que las cantidades establecidas 
por el contador público que elaboró dichos documentos por concepto de lucro cesante a 
favor de Claudina Velásquez y su padre se basaron, aparentemente, en las propias 
declaraciones y estimaciones de este último y su familia. Es decir, no consta que, para 
arribar a dichas cantidades, el contador se haya basado en documentos que acreditaran 
los ingresos derivados de las actividades comerciales del señor Velásquez Durán en el 
pasado o, para el caso de Claudina Velásquez, en algún documento que indique las 
ganancias probables de una abogada en Guatemala. No obstante, de las declaraciones 
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rendidas por Jorge Velásquez Durán, Elsa Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés Velásquez 
Paiz, se concluye que el señor Velásquez Durán se dedicó por un tiempo no determinado 
a impulsar la investigación por la muerte de su hija. En cuanto a Claudina Isabel Velásquez 
Paiz, es un hecho no controvertido que era una joven estudiante de la carrera de Derecho 
en la Universidad de San Carlos en Guatemala. En consecuencia, la Corte fija un monto 
en equidad de USD $10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de lucro cesante a favor de Jorge Rolando Velásquez Durán y de USD 
$145.500,00 (ciento cuarenta y cinco mil quinientos dólares de los Estados Unidos de 
América) a favor de Claudina Isabel Velásquez Paiz, por el mismo concepto. El monto 
dispuesto a favor de Claudina Velásquez Paiz deberá ser entregado en partes iguales a 
Jorge Rolando Velásquez Durán, Elsa Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés Velásquez Paiz.

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253.

362. Esta Corte ha considerado que la indemnización por concepto de pérdida de ingresos 
comprende a los ingresos que habría percibido la víctima fallecida durante su vida 
probable. Sin embargo, producto del fallecimiento de la víctima, el monto se entrega a 
sus familiares. Por estas razones, la Corte determinará los montos propios que estime 
pertinente disponer en el presente caso, respecto de las 26 víctimas de desaparición
forzada. La Corte recuerda que la detención y posterior muerte de Rudy Gustavo Figueroa 
Muñoz no se encuentra dentro de su competencia, por lo cual no corresponde a este 
Tribunal otorgar una indemnización por la pérdida de ingresos y el lucro cesante que pudo 
haber sufrido dicha víctima.

363. La Corte valora los estudios actuariales presentados por ambas partes. Sin embargo, 
hace notar que en virtud de la competencia temporal del Tribunal, la indemnización por 
concepto de pérdida de ingresos en el presente caso debe calcularse a partir de 1987. Por 
otra parte, si bien no se han comprobado los ingresos exactos que las víctimas dejaron de 
percibir en razón de las violaciones declaradas en esta Sentencia, la Corte considera que 
las profesiones y oficios de tales personas que han sido demostrados en el presente caso, 
permiten establecer con suficiente certeza que hubieran podido desarrollar alguna 
actividad o profesión remunerada. Por consiguiente, teniendo en cuenta como base de 
cálculo los estudios presentados y luego de descontar los ingresos anteriores a 1987, así
como un porcentaje prudencial por los gastos personales en que hubiera incurrido cada 
víctima, la Corte procede a fijar individualmente los siguientes montos en dólares de los 
Estados Unidos de América por concepto de ingresos dejados de percibir.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 
212.

269. La Corte considera, como lo ha hecho en otros casos sobre desapariciones forzadas, 
que en este caso, en que se desconoce el paradero de la víctima, es posible aplicar los 
criterios de compensación por la pérdida de ingresos de ésta, lo cual comprende los 
ingresos que habría percibido durante su vida probable.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91.

52. Este Tribunal ha señalado en casos anteriores que, conforme a las reglas de la 
sucesión, la pérdida de ingresos de la víctima directa deben ser entregados en primera 
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instancia a su esposa. Para el caso en estudio, la Corte toma en consideración lo solicitado 
por los representantes de las víctimas y la Comisión sobre la inclusión como beneficiarios 
de la indemnización correspondiente al señor Bámaca Velásquez, además de la señora 
Harbury, al señor José León Bámaca Hernández y a las señoras Egidia Gebia y Josefina, 
ambas Bámaca Velásquez, con base en lo señalado por el testigo Monterroso sobre la 
costumbre maya de que el hijo mayor suele hacer aportes al sostenimiento de sus padres 
y hermanos. A lo anterior habría que agregar que dentro de la naturaleza jurídica de este 
Tribunal, está la de ponderar los efectos de sus fallos en función del marco fáctico que 
encierre el caso sub judice. La Corte estima que tanto por la posición de Bámaca Velásquez 
como hermano mayor, hecho relevante dentro de la cultura mam, etnia mam, así como 
por las condiciones socio-económicas de su familia, la víctima una vez incorporada a las 
fuerzas laborales luego de los “Acuerdos de Paz” suscritos entre la guerrilla y el ejército 
de Guatemala, hubiese contribuido económicamente al sostenimiento de su padre y sus 
hermanas, tal como lo ha señalado la señora Harbury, ya que éste les cariño como es 
propio de la cultura maya en que toda la familia es uno.

54. En consideración a la información recibida, la jurisprudencia y los hechos probados, la 
Corte declara que la indemnización por el daño material en el presente caso debe 
comprender también lo siguiente:

a) una cantidad de dinero correspondiente a los ingresos dejados de percibir por la 
señora Harbury en el período comprendido entre el 12 de marzo de 1992 y enero de 
1997. Como quedó demostrado en el fondo del caso, durante este período la señora 
Harbury dedicó gran parte de su tiempo a realizar gestiones para dar con el paradero 
de su esposo así como a luchar contra las obstrucciones y acciones de denegación de 
justicia, lo cual le impidió dedicarse a la vida laboral. Ha sostenido este Tribunal en su 
jurisprudencia que se debe otorgar una compensación por el daño sufrido por una 
víctima de violación de los derechos humanos que, durante un período determinado, se 
vio privada de la posibilidad de trabajar, ya sea por acciones u omisiones de agentes 
del Estado. La Corte, al admitir como probado el hecho de que la señora Harbury tenía
ingresos que perdió como consecuencia de los hechos de este caso, fija en equidad, 
como compensación y atendiendo a las particulares circunstancias del presente caso, la 
cantidad de US$80.000,00 (ochenta mil dólares de los Estados Unidos de América) […].

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C
No. 77.

79. En cuanto a la pérdida de ingresos, los representantes de los familiares de las víctimas 
y la Comisión coincidieron en que el Tribunal debía tomar en cuenta para su cálculo el 
salario mínimo para actividades no agrícolas vigente en Guatemala. El Estado, por su 
parte, se opuso a la utilización de dicha base alegando que las víctimas no tenían una 
relación laboral permanente y continua. Esta Corte considera que, a falta de información
precisa sobre los ingresos reales de las víctimas, tal como lo ha hecho en otras 
oportunidades, debe tomar como base el salario mínimo para actividades no agrícolas en 
Guatemala.

81. La Corte observa que el salario mínimo para actividades no agrícolas era Q348.00 
(trescientos cuarenta y ocho quetzales) para la fecha de la muerte de las víctimas en el 
presente caso, que equivale, al tipo de cambio de junio de 1990, a US $ 80.93 (ochenta 
dólares de los Estados Unidos de América con noventa y tres centavos) como salario 
mensual correspondiente a cada una de ellas. Además el cálculo de los ingresos dejados 
de percibir se efectuará sobre la base de 12 salarios al año, más las bonificaciones anuales 
correspondientes, de acuerdo con la normas guatemaltecas. Así se obtendrán los ingresos 
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de los que la víctima pudo haber disfrutado presumiblemente durante su vida probable, 
período que media entre la edad que tenía al momento de los hechos y el término de su 
expectativa de vida en 1990, año de los hechos. A esta cantidad deberá restarse el 25% 
por concepto de gastos personales. El monto así resultante debe traerse a valor presente 
a la fecha de la sentencia. 

Daño inmaterial

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C 
No. 393.

111. Los representantes señalaron que los padres del señor Gómez Virula “sufrieron un 
gran impacto emocional y experimentaron dolor, tristeza sufrimiento, miedo y angustia 
por la desaparición y posterior muerte de su hijo, adicionalmente, ante la ausencia de una 
investigación completa y efectiva de no conocer la verdad de lo sucedido, ocasionó
sufrimiento, ang[u]stia, frustración e impotencia, la cual continúa hasta la fecha, debido 
a que en el caso que nos ocupa, aún no ha habido una investigación completa y efectiva 
de los hechos y los tribunales de justicia guatemaltecos no han individualizado, juzgado 
ni condenado a los autores intelectuales y materiales por la desaparición y muerte del 
señor Gómez Virula”. Por ello solicitaron a la Corte fijar en equidad compensación
económica por el daño psíquico y moral.

112. En atención a las circunstancias del presente caso y las violaciones encontradas, la 
Corte considera pertinente fijar, en equidad, la cantidad de USD$ 30.000,00 (treinta mil 
dólares de los Estados Unidos de América) para cada uno de los padres de la víctima, el 
señor Antonio Gómez Areano y la señora Paula Virula Dionicio.

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390.

145. Esta Corte ha determinado que este concepto “puede comprender tanto los 
sufrimientos y las aflicciones causados a la víctima directa y a sus allegados, el menoscabo 
de valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no 
pecuniario, en las condiciones de la existencia de la víctima o su familia”. (En similar 
sentido: Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 166; Caso Martínez Coronado Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 
376, párr. 113, y Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 253.).

146. Al respecto, en otros casos en los que este Tribunal ha determinado la 
responsabilidad del Estado por la aplicación de la pena de muerte no se consideró una 
indemnización compensatoria, en los supuestos en los que las víctimas no fueron 
ejecutadas; mientras que en el presente caso que si fueron ejectutadas se ha declarado 
la vulneración de los artículos 4.1 y 4.2, 5.1 y 5.2, 8.2.d) y 8.2.e) de la Convención
Americana. En razón de lo anterior, dadas las particularidades del presente caso, la Corte 
considera apropiado disponer una indemnización, en equidad, por un monto de 
USD$10.000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada una 
de las víctimas, a saber: Pedro Castillo Mendoza y Roberto Girón.
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Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387.

171. La Corte ha establecido en su jurisprudencia que el daño inmaterial “puede 
comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados por la violación como el 
menoscabo de valores muy significativos para las personas y cualquier alteración, de 
carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de las víctimas”. Por otra parte, 
dado que no es posible asignar al daño inmaterial un equivalente monetario preciso, sólo 
puede ser objeto de compensación, para los fines de la reparación integral a la víctima, 
mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables 
en dinero, que el Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio judicial y en 
términos de equidad. (En similar sentido: Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala.
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre 
de 2015. Serie C No. 307, párr. 273; Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala.
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 
2017. Serie C No. 339, párr. 218, y Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C 
No. 356, párr. 189.).

172. En consideración de las circunstancias del presente caso, las violaciones cometidas, 
los sufrimientos ocasionados y experimentados en diferentes grados, el tiempo 
transcurrido y la denegación de justicia, el Tribunal pasa a fijar en equidad las 
indemnizaciones por daño inmaterial a favor de las víctimas.

173. En función de ello, la Corte ordena, en equidad, el pago de la suma de US$ 10,000 
(diez mil dólares de los Estados Unidos de América), a cada una de las víctimas del 
presente caso, esto es, al señor Rodríguez Revolorio, al señor López Calo y al señor Archila 
Pérez.

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386.

254. En razón de que la Corte ha declarado la violación de los artículos 4.1, 4.2, 5.1, 5.2, 
7.1, 7.2, 7.5, 8.1, 8.2, 8.2.g), 8.2.h), 9, 11.1 y 25.1 de la Convención Americanas y los 
artículos 1, 6 y 8 de la CIPST, en perjuicio del señor Valenzuela Ávila en la presente 
sentencia y dadas las particularidades del presente caso, la Corte considera apropiado 
disponer una indemnización, en equidad, por un monto de USD$60.000.00 (sesenta mil 
dólares de los Estados Unidos de América) a favor del señor Tirso Román Valenzuela Ávila. 
En consideración de la información aportada por los representantes respecto a los 
familiares directos del señor Tirso Román Valenzuela Ávila, la Corte considera que el 
referido monto deberá ser entregado a cada uno de sus familiares, de acuerdo al siguiente 
criterio: […] (En similar sentido: Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C 
No. 385, párr. 245.).

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

246. Asimismo, la Corte ordena en equidad el pago de la suma de USD$ 10,000 (diez mil 
dólares de los Estados Unidos de América), por concepto de daño inmaterial, en favor de 
la hermana del señor Ruiz Fuentes por las violaciones acreditas en su perjuicio, que 
derivaron en afectaciones a integridad física, moral y psicológica.
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Corte IDH. Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376.

114. Al respecto, en otros casos en los que este Tribunal ha determinado la 
responsabilidad del Estado por la aplicación de la pena de muerte no se consideró una 
indemnización compensatoria, sin embargo, en los supuestos en los que las víctimas no 
fueron ejecutadas; mientras que en el presente caso se ha declarado la vulneración de los 
artículos 4.1 y 4.2, 9, 8.2.c) y 8.2.e) de la Convención Americana no sólo por la aplicación
del criterio de peligrosidad del agente para la imposición de pena de muerte para el señor 
Martínez Coronado, sino también por haberse concretado su ejecución como consecuencia 
de ello. En razón de lo anterior, dadas las particularidades del presente caso, la Corte 
considera apropiado disponer una indemnización, en equidad, por un monto de 
USD$10.000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la víctima. 
En consideración de la información aportada por los representantes respecto a los 
familiares directos del señor Martínez Coronado, este Tribunal considera que dicho monto 
debe ser distribuido en partes iguales entre Manuela Girón, esposa, y sus hijos Rony 
Disrael Martínez Girón, Irma Yojana Martínez Girón y Marleny Girón.

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374.

165. En cuanto a la solicitud de daño inmaterial, la petición efectuada en el escrito de 
solicitudes y argumentos resulta excesiva y carente de fundamento. Sin perjuicio de lo 
anterior, considerando las violaciones declaradas, la Corte considera razonable determinar 
el pago de una suma de dinero a la señora Villaseñor, como resarcimiento por daño
inmaterial. Por ello, este Tribunal, ordena al Estado pagar a la señora María Eugenia 
Villaseñor Velarde, la suma de US$ 30,000 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de 
América).

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

239. Por ello, considerando las circunstancias del presente caso, los sufrimientos que las 
violaciones cometidas causaron a las víctimas, así como las restantes consecuencias de 
orden inmaterial que éstas sufrieron, la Corte estima pertinente fijar en equidad, por 
concepto de daño inmaterial, una indemnización equivalente a US $60.000 (sesenta mil 
dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada víctima fallecida, de US $30.000 
(treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada víctima 
sobreviviente, y de US $10.000 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a 
favor de cada uno de los familiares declarados como víctimas en el presente caso.

a) respecto de cada una de las ocho víctimas fallecidas cuyo derecho a la vida se declaró
violado, que se nombraran en el Anexo B.2 de la presente Sentencia, US$ 80,000.00 
(ochenta mil dólares de los Estados Unidos de América);

b) respecto de cada una de las tres víctimas fallecidas siendo niña o niño cuyo derecho 
a la vida se declaró violado, que se nombran en el Anexo B.4 de la presente Sentencia, 
US$ 90,000.00 (noventa mil dólares de los Estados Unidos de América); 

c) respecto de cada una de las 29 víctimas heridas, cuyo derecho a la integridad 
personal se declaró violado, que se nombran en el Anexo B.3 de la presente Sentencia, 
USD $20,000.00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América); 
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d) respecto de cada una de las personas familiares de 10 víctimas fallecidas indicadas 
en los puntos a) y b) que se nombran en el Anexo B.5 de la presente Sentencia, USD 
$10,000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América), y.

e) respecto a cada una de las personas que solo vieron vulnerados sus derechos a las 
garantías judiciales y protección judicial, USD $5,000.00 (cinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América). Las personas comprendidas en este último grupo son las 
siguientes: 1.-Manuela Pop Choc; 2.-Francisco Quip Choc; 3.-Petrona Quip Pop; 4.-
Margarita Quip Pop; 5.-Martín Maquín Quip Pop; 6.-Dominga Maquín Pop; 7.-Santiago 
Quip Pop; 8.-José Morales Ortiz; 9.-Cruz Maldonado Silvestre; 10. Martalia Hernández 
Maldonado; 11.-Andrés Hernández Maldonado, 12.-Florencia Hernández Maldonado.

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

190. En el presente caso, la Corte nota que no se dieron argumentos ni prueba que 
fundamenten el monto solicitado por los representantes. No obstante, en atención a los 
criterios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal, las circunstancias del presente 
caso, la entidad, carácter y gravedad de las violaciones cometidas, así como los 
sufrimientos ocasionados a las víctimas, la Corte estima pertinente fijar, en equidad:

Los montos dispuestos a favor de aquellas personas antes referidas que se encuentren 
fallecidas al momento de emitirse la presente Sentencia, deben ser pagados a sus 
familiares, en el plazo establecido en el párrafo 196 de la Sentencia, de acuerdo con los 
criterios desarrollados en el párrafo 186 de la presente Sentencia.

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351.

420. La Corte recuerda que determinó en este caso que el Estado violó la integridad 
personal de las víctimas, en virtud de los sufrimientos ocasionados como consecuencia de 
la separación arbitraria de la familia y las posteriores adopciones internacionales de los 
hermanos Ramírez. En virtud de los sufrimientos y aflicciones padecidas a raíz de todas 
las violaciones declaradas en este caso, la denegación de justicia, así como el cambio en 
las condiciones de vida y las restantes circunstancias del presente caso, la Corte considera 
pertinente fijar, en equidad, por concepto de daño inmaterial, la cantidad de USD 
$100.000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de América) para cada una de las 
víctimas: Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y Osmín Tobar Ramírez.

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 
312.

309. La Corte considera que, a raíz de los hechos del presente caso, la señora Chinchilla 
Sandoval sufrió afectaciones físicas y psíquicas durante su detención en el COF, 
particularmente cuando las autoridades estatales omitieron adoptar medidas efectivas 
para paliar su evidente deterioro de salud. Por las razones anteriores, en atención a su 
jurisprudencia y en consideración de las circunstancias del presente caso y las violaciones 
declaradas, la Corte estima pertinente fijar, en equidad y como compensación por 
concepto de daño inmaterial, la cantidad de US$ 40,000.00 (cuarenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América) a favor de la señora María Inés Chinchilla Sandoval:
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310. Las indemnizaciones fijadas en este apartado a favor de la parte lesionada deberán
ser entregadas directamente a sus hijos, a saber: Marta María Gantenbein Chinchilla, Luz 
de María Juárez Chichilla y Luis Mariano Juárez Chinchilla, por partes iguales, en el plazo 
establecido al efecto.

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311.

149. El Tribunal ha sostenido que el daño inmaterial resulta evidente, pues es propio de 
la naturaleza humana que toda persona que padece una violación a sus derechos humanos 
experimente un sufrimiento. Ahora bien, es importante reiterar el carácter compensatorio 
de las indemnizaciones, cuya naturaleza y monto dependen del daño ocasionado, por lo 
que no pueden significar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para las víctimas o sus 
sucesores.

150. Para el Tribunal es claro que la destitución de su cargo le ocasionó a la señora 
Maldonado una afectación moral. No obstante lo anterior, en el presente caso los 
representantes se han limitado a alegar el daño inmaterial en sentido general, sin brindar 
mayores detalles sobre el daño sufrido o las implicaciones que éste hubiera tenido en su 
vida. Al ponderar el conjunto de factores para determinar el monto por concepto de daño
inmaterial, la Corte tiene en cuenta su jurisprudencia sobre la materia. Por ello, el Tribunal 
fija en equidad, el pago de la cantidad de US$ 55,000.00 (cincuenta y cinco mil dólares 
de los Estados Unidos de América) a favor de Olga Yolanda Maldonado Ordoñez.

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307.

274. En los capítulos VII.I, VII.II y VII.III, la Corte estableció, por un lado, en relación
con Claudina Isabel Velásquez Paiz, la responsabilidad internacional del Estado por la falta 
de prevención de hechos que vulneraron los derechos a la vida e integridad personal de 
esta. Por otro lado, quedó establecido que diversas deficiencias en la investigación de tales 
hechos afectaron el acceso a la justicia, y se declaró la violación a los derechos a la 
integridad personal y al respeto de la honra y el reconocimiento de la dignidad de sus 
familiares. Además, se constató que el señor Jorge Rolando Velásquez Durán ha 
participado activamente en la investigación interna. En consideración de lo expuesto, este 
Tribunal fija en equidad, por concepto de daño inmaterial, la cantidad de USD $60.000,00 
(sesenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Claudina Velásquez 
Paiz, la cantidad de USD $18.000,00 (dieciocho mil dólares de los Estados Unidos de 
América) a favor de Jorge Rolando Velásquez Durán, la cantidad de USD $15.000,00 
(quince mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Elsa Claudina Paiz Vidal, 
y la cantidad de USD $12.000,00 (doce mil dólares de los Estados Unidos de América) a 
favor de Pablo Andrés Velásquez Paiz. El monto dispuesto a favor de Claudina Velásquez 
Paiz deberá ser entregado en partes iguales a Jorge Rolando Velásquez Durán, Elsa 
Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés Velásquez Paiz.

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283.

273. Por otro lado, en cuanto al daño inmaterial, en el presente caso la Corte toma nota 
del el sufrimiento ocasionado a C.A., D.A., E.A., B.A., F.A., G.A., I.A., J.A., K.A., L.A., M.A. 
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y N.A., a raíz de la impunidad en la que se encuentra la muerte del señor A.A., por lo cual 
ordena el pago de un monto en equidad de USD $7.000,00 (siete mil dólares de los 
Estados Unidos de América) a cada una de las personas mencionadas. Asimismo, constató
los sufrimientos padecidos por C.A., B.A., E.A., L.A., N.A., J.A. y K.A. a raíz de su 
desplazamiento, por lo cual ordena el pago de un monto en equidad de USD $5.000,00 
(cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) a cada una de las personas 
mencionadas. El daño inmaterial ocasionado a dichas personas será tomado en cuenta al 
determinar las indemnizaciones correspondientes.

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 
277.

299. De otro lado, en lo que se refiere al daño inmaterial, este Tribunal ha sostenido que 
el daño inmaterial resulta evidente, pues es propio de la naturaleza humana que toda 
persona que padece una violación a sus derechos humanos experimente un sufrimiento. 
En relación con María Isabel Veliz Franco, en el presente caso la Corte estableció la 
responsabilidad internacional estatal por las deficiencias en la prevención de hechos que 
vulneraron los bienes protegidos por los derechos a la vida e integridad personal de la 
niña. Asimismo, quedó establecido que diversas deficiencias en la investigación de tales 
hechos afectaron el acceso a la justicia de sus familiares y, en el caso de su madre, 
adicionalmente se afectaron su integridad personal. Al respecto, el daño inmaterial sufrido 
por los abuelos de María Isabel, será tomado en cuenta al determinar las indemnizaciones 
correspondientes.

300. En consideración de lo expuesto, este Tribunal fija en equidad la cantidad de 
US$220,000.00 (doscientos veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de daños materiales e inmateriales. Dicha suma será distribuida de la siguiente 
manera: para Rosa Elvira Franco la cantidad de US$120,000.00 (ciento veinte mil dólares 
de los Estados Unidos de América), y para Leonel Enrique Veliz Franco y José Roberto 
Franco la suma US$50,000.00 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) 
para cada uno.

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253.

371. En atención a las indemnizaciones ordenadas por el Tribunal en otros casos sobre 
desaparición forzada de personas y de las circunstancias del presente caso, la entidad, 
carácter y gravedad de las violaciones cometidas, los sufrimientos ocasionados a las 
víctimas y sus familiares, el tiempo transcurrido desde que comenzó la desaparición y la 
denegación de justicia, y la impunidad en la que se encuentran los hechos desde hace 
más de 25 años, la Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US $80.000,00 
(ochenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de las 26 víctimas de 
desaparición forzada, US $40.000,00 (cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de 
América) a favor de madres, padres, hijas e hijos, cónyuges, compañeros y compañeras 
permanentes, y US $10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a 
favor de los hermanas, hermanos, nietas y nietos de dichas víctimas, ya que se han 
comprobado las afectaciones a la integridad personal de éstos sufridas como consecuencia 
de los hechos del presente caso, así como de sus esfuerzos para la búsqueda del paradero 
de sus seres queridos y de justicia. Dichos montos deberán ser pagados en el plazo que
la Corte fije para tal efecto.
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372. La Corte advierte que, a efectos de otorgarle la indemnización por daño inmaterial, 
considerará a Laurenta Marina Sosa Calderón como si fuera la madre de Orencio Sosa 
Calderón, pues si bien es su hermana, fue quien se hizo cargo de su crianza y cuidado, al 
morir la madre de ambos. Igualmente, la Corte hace notar que los sobrinos de Rubén
Amílcar Farfán serán considerados como sus hijos, a efectos de la determinación de la 
indemnización que les corresponde, en virtud de que, conforme a la información aportada 
por las representantes y no controvertida por el Estado, éstos lo consideraban su padre.

373. Asimismo, el Tribunal fija, en equidad, la indemnización adicional de US $20.000,00 
(veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Wendy Santizo Méndez 
e Igor Santizo Méndez, por el daño inmaterial adicional causado como consecuencia de la 
falta de investigación por los presuntos actos de tortura y detención cometidos en su 
perjuicio. Dichos montos deberán ser pagados en el plazo que la Corte fije para tal efecto.

374. A su vez, por el mismo concepto, la Corte fija, en equidad, la indemnización de $US 
20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la víctima Rudy 
Gustavo Figueroa Muñoz, y US $10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de 
América) de cada uno de sus familiares, a saber, su esposa Francisca Florinda Maldonado 
Jeréz, su madre Mercedes Muñoz Rodas y sus hijos Rudy Alberto y Brenda Marisol Figueroa 
Maldonado, por las afectaciones sufridas como consecuencia de la presunta ejecución
extrajudicial de su ser querido y la falta de investigación de los hechos.

375. El Estado deberá realizar el pago de dichos montos en el plazo que la Corte fije para 
tal efecto. Los montos dispuestos a favor de las personas desaparecidas o de aquellas 
víctimas o sus familiares que hubieran fallecido deberán ser liquidadas de acuerdo con los 
criterios señalados anteriormente.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 
212.

276. En ese sentido, el Tribunal considera, tal como lo ha señalado en otros casos, que el 
daño inmaterial infligido a Florencio Chitay resulta evidente, pues es propio de la 
naturaleza humana que toda persona sometida a desaparición forzada experimente un 
profundo sufrimiento, angustia, terror, impotencia e inseguridad, por lo que este daño no 
requiere pruebas. Asimismo, en cuanto a los familiares, la Corte reitera que el sufrimiento 
ocasionado a la víctima “se extiende a los miembros más íntimos de la familia, en especial 
aquellos que estuvieron en contacto afectivo estrecho con la víctima”. Además, el Tribunal 
ha estimado que los sufrimientos o muerte de una persona –en este caso, la desaparición
forzada– acarrean a sus hijas, hijos, cónyuge o compañera y compañero, madre y padre 
un daño inmaterial, por lo cual no es necesario demostrarlo.

278. En atención a las indemnizaciones ordenadas por la Corte en otros casos sobre 
desapariciones forzadas de personas, las circunstancias del presente caso, la entidad, 
carácter y gravedad de las violaciones cometidas, así como los sufrimientos ocasionados 
a la víctima desaparecida en su esfera física, moral y psicológica, la Corte estima 
pertinente fijar en equidad, la cantidad de US$80.000.00 (ochenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América) a favor de Florencio Chitay Nech, como compensación por 
concepto de daño inmaterial. Asimismo, tomando en cuenta que los familiares de Florencio 
Chitay experimentaron distintos sufrimientos y angustias derivados de la desaparición de 
su ser querido, la incertidumbre de su paradero, el desplazamiento forzado ocasionado en 
su contra, la denegación de justicia, así como el cambio en el entorno familiar y las 
restantes consecuencias de orden inmaterial que sufrieron, el Tribunal fija en equidad la 
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cantidad de US$40.000,00 (cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a 
favor de cada una de las siguientes personas: Encarnación y Pedro, de apellidos Chitay 
Rodríguez. A su vez, por el mismo concepto y en consideración de las afectaciones a los 
derechos del niño, la Corte fija en equidad la compensación de US$50.000,00 (cincuenta 
mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada una de las siguientes 
personas: Eliseo, Estermerio y María Rosaura, de apellidos Chitay Rodríguez.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

287. Esta Corte valora, como ya se indicó, las indemnizaciones realizadas por el Estado 
en el marco del proceso de solución amistosa ante la Comisión. Sin embargo, considera 
que, como ha sido establecido en la presente Sentencia, las víctimas han sufrido daños 
inmateriales por su afectación a la integridad psíquica y moral, derivados de la falta de 
justicia e impunidad que persiste en el presente caso hasta la fecha. Esta Corte considera 
oportuno otorgar a las víctimas una compensación adicional por el daño inmaterial sufrido, 
a partir del 1 de abril de 2000, y de conformidad con las violaciones declaradas en la 
presente Sentencia.

291. La Corte observa que el Estado, como consecuencia del reconocimiento de su 
responsabilidad en el procedimiento ante la Comisión, otorgó un monto por concepto de 
reparaciones y se comprometió a combatir la impunidad imperante en el caso, lo cual 
hasta la fecha no ha sido cumplido. Esta demostrado que la denegación de justicia ha 
profundizado el sufrimiento de las 155 víctimas en el presente caso, en razón de lo cual, 
este Tribunal determina la configuración de un daño inmaterial susceptible de una 
reparación, por vía sustitutiva, mediante una indemnización compensatoria.

292. Por lo tanto, la Corte fija en equidad, por concepto de daño inmaterial, la cantidad 
de US$20.000.00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) para cada una de 
las 153 víctimas, como consecuencia de la violación de los artículos 5.1, 8.1 y 25.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma.

293. En el caso de Ramiro Osorio Cristales la Corte estima pertinente fijar, en equidad, 
una compensación que asciende a la suma de US$40.000.00 (cuarenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América), tomando en cuenta que: a) fue declarado víctima de la 
violación a los artículos 5.1, 8.1 y 25.1 de la Convención por la denegación de justicia y 
el correspondiente sufrimiento causado; b) fue declarado víctima de la violación a los 
artículos 17, 18 y 19 de la Convención por encontrarse separado de su familia y con otro 
nombre, y no garantizársele las medidas especiales de protección por su condición de 
niño, y c) las afectaciones psicológicas y a su proyecto de vida familiar y destierro.

294. Por último, en lo que se refiere Salomé Gómez Hernández, tomando en cuenta que 
fue declarado víctima de la violación de los artículos 5.1, 19, 8.1 y 25.1 de la Convención, 
este Tribunal estima pertinente fijar, en equidad, una compensación que asciende a 
US$30.000.00 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) por ese concepto.

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

131. En lo referente al daño inmaterial, este Tribunal reconoce que el señor Raxcacó Reyes 
fue sometido a condiciones de reclusión inhumanas, crueles y degradantes, que fue 
condenado a pena de muerte obligatoria por un delito que no merecía tal pena al momento 
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de la ratificación de la Convención Americana por parte del Estado, y que se vio privado 
del derecho a solicitar indulto o conmutación de la pena, todo lo cual le produjo 
sufrimientos, así como consecuencias físicas y psicológicas (estrés post-traumático). La 
Corte estima que en el presente caso no es pertinente ordenar el pago de una 
compensación económica por concepto de daño inmaterial, tomando en cuenta que esta 
sentencia constituye, per se, una forma de reparación, y considerando que los actos u 
obras de alcance o repercusión públicos que se detallan en el siguiente apartado significan 
una debida reparación en los términos del artículo 63.1 de la Convención Americana.

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117.

118. Teniendo en cuenta las distintas facetas del daño aducidas por la Comisión y los 
representantes y aplicando las anteriores presunciones, la Corte fija en equidad el valor 
de las compensaciones por concepto de daño inmaterial, en los términos que se indican 
en el cuadro que se transcribe más adelante, de conformidad con los siguientes 
parámetros: 

a) para fijar las indemnizaciones por los daños inmateriales sufridos por los señores 
Carpio Nicolle, Villacorta Fajardo, Ávila Guzmán y Rivas González, la Corte tiene 
presente que fueron ejecutados extrajudicialmente en circunstancias de extrema 
crueldad, por lo que resulta evidente que experimentaron dolores corporales y 
sufrimiento antes de su muerte; 

b) en la determinación de las indemnizaciones que corresponden a Sydney Shaw Díaz, 
se debe tomar en consideración que sufrió tratos crueles y que en el momento de los 
hechos era menor de edad, por lo que era particularmente vulnerable cuando, en un 
estado de completa indefensión, recibió varios disparos en su cuerpo y posteriormente 
fue abandonado en la carretera. Estas circunstancias ciertamente le generaron terror y 
angustia; 

c) en cuanto a los otros sobrevivientes del atentado, es decir, la señora Arrivillaga de 
Carpio y los señores Shaw Arrivillaga, San Pedro Suárez y López Arrivillaga, la Corte 
tiene presente que éstos fueron objeto de tratos crueles al presenciar los momentos 
trágicos del atentado, por lo que sufrieron también miedo y angustia. La señora 
Arrivillaga de Carpio y el señor Shaw Arrivillaga particularmente sufrieron, al ver a su 
esposo e hijo, respectivamente, recibir disparos por parte de quienes los emboscaron. 
Si bien Sydney Shaw Díaz sobrevivió al ataque, el señor Shaw Arrivillaga creyó durante 
un tiempo que su hijo había fallecido de forma inmediata;

d) se debe tomar en consideración los sufrimientos que han padecido los familiares de 
los señores Carpio Nicolle, Villacorta Fajardo, Ávila Guzmán y Rivas González, quienes 
no eran parte de la comitiva que acompañaba al señor Carpio Nicolle, como 
consecuencia directa de la muerte cruel de dichas víctimas. Asimismo, la Corte toma en 
consideración que los referidos familiares, así como la señora Arrivillaga de Carpio y los 
señores Shaw Arrivillaga, Shaw Díaz, San Pedro Suárez y López Arrivillaga, fueron 
víctimas de la violación de los artículos 5, 8.1 y 25 de la Convención, en relación con el 
artículo 1.1 de dicho tratado. La impunidad imperante en este caso ha sido y sigue 
siendo una fuente de sufrimiento para dichas personas y las hace sentirse vulnerables 
y en estado de indefensión permanente frente al Estado, lo que les provoca angustia, y

e) todas las anteriores situaciones generaron gran dolor, inseguridad, tristeza y 
frustración en los sobrevivientes del atentado y en los familiares de las víctimas 
ejecutadas, lo cual ha causado una grave alteración en sus condiciones de existencia y 
en sus relaciones familiares y sociales, y ha representado un serio menoscabo en su 
forma de vida.
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Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116.

80. El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados 
a las víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de valores muy significativos 
para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones 
de existencia de las víctimas. No siendo posible asignar al daño inmaterial un preciso 
equivalente monetario, sólo puede, para los fines de la reparación integral a las víctimas, 
ser objeto de compensación, y ello de dos maneras. En primer lugar, mediante el pago de 
una cantidad de dinero que el Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio 
judicial y en términos de equidad. Y, en segundo lugar, mediante la realización de actos 
u obras de alcance o repercusión públicos, tales como la transmisión de un mensaje de 
reprobación oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata y de 
compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir, que tengan como 
efecto la recuperación de la memoria de las víctimas, el reconocimiento de su dignidad y 
el consuelo de sus deudos. El primer aspecto de la reparación de los daños inmateriales 
se analizará en esta sección y el segundo en la sección D) en este capítulo. (En similar 
sentido: Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala.
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77, párr. 84; Caso 
Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 
2002. Serie C No. 91, párr. 56, y Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108, párr. 65.).

81. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia 
constituye per se una forma de reparación. No obstante, en la sentencia de fondo emitida 
el 29 de abril de 2004, esta Corte estableció que hechos como los del presente caso “que 
afectaron gravemente a los miembros del pueblo maya achí en su identidad y valores y 
que se desarrollaron dentro de un patrón de masacres, causan un impacto agravado que 
compromete la responsabilidad internacional del Estado”, lo cual toma en cuenta al 
momento de resolver las reparaciones.

83. En efecto, debido a la gravedad de los hechos del presente caso y la situación de 
impunidad en la que permanecen, la intensidad del sufrimiento causado a las víctimas, las 
alteraciones de sus condiciones de existencia, y las demás consecuencias de orden no 
material o no pecuniario producidas, la Corte estima necesario ordenar el pago de una 
compensación por concepto de daño inmaterial, conforme a equidad.

85. Este Tribunal observa que las víctimas del presente caso pertenecientes al pueblo 
indígena maya, de la comunidad lingu ̈ística achí, poseen autoridades tradicionales y 
formas de organización comunitaria propias, centradas en el acuerdo de voluntades
colectivas y el respeto. Tienen sus propias estructuras sociales, económicas y culturales. 
Para los miembros de estas comunidades la armonía con el ambiente se expresa por la 
relación espiritual que tienen con la tierra, la forma de manejo de los recursos y el 
profundo respeto a la naturaleza. Las tradiciones, ritos y costumbres tienen un lugar 
esencial en su vida comunitaria. Su espiritualidad se refleja en la estrecha relación entre 
los vivos y los muertos, y se expresa a partir de la práctica de los rituales de entierro, 
como una forma de permanente contacto y solidaridad con sus antepasados. La 
transmisión de la cultura y del conocimiento es un rol asignado a los ancianos y las 
mujeres.

86. Dado que las víctimas en este caso son parte del pueblo maya, este Tribunal considera 
que la reparación individual tiene como un componente importante las reparaciones que 
esta Corte otorga más adelante a los miembros de las comunidades en su conjunto.
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87. Teniendo en cuenta lo anterior, así como las distintas facetas del daño aducidas por 
la Comisión y por los representantes, la Corte fija en equidad el valor de las 
compensaciones por concepto de daño inmaterial, la cual deberá ser entregada a cada 
una de las víctimas, según lo estipulado en los cuadros de los párrafos 88 literales a y b, 
y 89 literales a y b de la presente Sentencia, y de conformidad con los siguientes 
parámetros: 

a) se debe tomar en consideración que las víctimas no pudieron enterrar debidamente 
a sus familiares ejecutados en la masacre ni practicar los ritos funerarios según sus 
costumbres. Asimismo, se debe tomar en cuenta la especial significación que para la 
cultura maya, y en particular, para la maya achí, tienen los ritos funerarios, y la 
dimensión del daño que produjo a las víctimas que éstos no fueran respetados. Además, 
está probado que por las condiciones de descomposición y calcinación en que fueron 
encontrados los restos después de las exhumaciones practicadas en 1994 y 1996, sólo 
algunas víctimas pudieron enterrar a sus familiares y realizar las ceremonias 
correspondientes;

b) se debe apreciar que las víctimas del presente caso no pudieron celebrar libremente 
ceremonias, ritos u otras manifestaciones tradicionales durante un tiempo, lo que afectó
la reproducción y transmisión de su cultura. Asimismo, está probado que con la muerte 
de las mujeres y los ancianos, transmisores orales de la cultura maya achí, se produjo 
un vacío cultural;

c) se deben tener en consideración los daños provocados a las víctimas por la 
permanente presencia, vigilancia y represión militar a la que fueron sometidas. También
está establecido que las víctimas fueron forzadas a patrullar con sus victimarios y a 
convivir con ellos en las áreas comunes del municipio. Las víctimas fueron 
estigmatizadas, señaladas como “guerrilleros” y, como tales, responsables de los 
hechos. Todas las anteriores situaciones generaron sentimientos de terror, paralización, 
inseguridad, frustración, humillación, culpabilidad y dolor en las víctimas, lo cual ha 
causado una grave alteración en sus condiciones de existencia, y en sus relaciones 
familiares y comunitarias;

d) se deben tomar en cuenta los daños inmateriales ocasionados a los miembros de la 
comunidad de Plan de Sánchez con motivo de la militarización de su aldea. Está probado 
que la estructura comunitaria tradicional de Plan de Sánchez fue sustituida por un 
sistema de control militarista y vertical, en el que los líderes naturales de la comunidad 
no pudieron continuar desempeñando su rol y fueron reemplazados por las autoridades 
militares; .

e) se debe estimar que los hechos del presente caso se mantienen en la impunidad, lo 
que ha causado a las víctimas frustración, impotencia y profundo dolor. Está probado 
que las víctimas permanecieron en completo silencio, sin poder hablar ni denunciar lo 
ocurrido por casi diez años. Después de presentada la denuncia en diciembre de 1992, 
el proceso penal se ha caracterizado por el retardo en la investigación y por la 
negligencia del Ministerio Público;

f) se debe considerar que la discriminación a la que han sido sometidas las víctimas ha 
afectado sus posibilidades de acceder a la justicia, lo que ha generado en ellas 
sentimientos de exclusión y desvalorización, y 

g) se debe tomar en cuenta, como consecuencia de los hechos, que las víctimas han 
visto afectada su salud física y psicológica, y requieren de atención y tratamiento.

88. Con base en lo anterior, la Corte fija en equidad la cantidad de US$20.000,00 (veinte 
mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del 
Estado, para cada una de las víctimas que se indican en los literales a y b del presente 
párrafo, por concepto de daño inmaterial, de conformidad con los párrafos 64 y 65 de esta 
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Sentencia. La compensación de los daños inmateriales ocasionados por las violaciones 
declaradas en el presente caso, a favor de las víctimas identificadas es la siguiente: […]

Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108.

67. En el caso sub judice, al fijar la compensación por daño inmaterial, se debe considerar 
que el Estado tiene, respecto de los niños, una obligación especial de protección, la que 
debió haber cumplido respecto de la víctima por su condición de niño. La Corte considera 
que el niño Marco Antonio Molina Theissen debió haber experimentado profundo dolor 
cuando fue detenido y secuestrado por agentes del Estado el 6 de octubre de 1981 y 
posteriormente hecho desaparecer. Por esto, la Corte considera que Marco Antonio Molina 
Theissen debe ser compensado por daño inmaterial y estima ordenar en equidad el pago 
de US $100.000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de América) por este concepto. 
Dicha compensación deberá ser entregada a sus familiares, en los términos de los párrafos 
50 y 51 de la presente Sentencia.

68. En el caso de los familiares inmediatos de la víctima es razonable concluir que las 
aflicciones sufridas por ésta se extienden a los miembros más cercanos de la familia, 
particularmente a aquéllos que tenían un contacto afectivo estrecho con ella. No se 
requiere prueba para llegar a esta conclusión. Asimismo, los padres y las hermanas de 
Marco Antonio Molina Theissen son víctimas de las violaciones de diversos artículos de la 
Convención Americana. En el presente caso cabe resaltar que la Corte, en relación con la 
violación del artículo 5 de la Convención, dentro del contexto de la especial gravedad de 
la desaparición forzada de personas, ha señalado que ésta genera “sufrimiento y angustia, 
además de un sentimiento de inseguridad, frustración e impotencia ante la abstención de 
las autoridades públicas de investigar los hechos”. Para la fijación de la compensación por 
ese concepto, los familiares de las víctimas se considerarán en esa doble condición.

69. La desaparición forzada del niño Marco Antonio Molina Theissen acarreó a su madre, 
Emma Theissen Álvarez Vda. de Molina, a su padre Carlos Augusto Molina Palma y a sus 
hermanas Ana Lucrecia Molina Theissen, María Eugenia Molina Theissen y Emma 
Guadalupe Molina Theissen, profundo dolor, sufrimiento y sentimientos de culpa. 
Asimismo, los hechos ocurridos en el presente caso y el posterior exilio de la familia Molina 
Theissen alteraron las condiciones de vida de sus miembros; sus padres dejaron de 
trabajar para dedicarse por completo a la búsqueda de su hijo; igualmente sus hermanas 
renunciaron a sus trabajos y abandonaron sus estudios; la familia sintió un peligro 
permanente por la persecución de que fue objeto. Los padres y las hermanas de la víctima 
se vieron forzados a salir de Guatemala con destinos distintos, lo que significó para ellos 
abandonar la búsqueda de Marco Antonio, a sus familiares, amigos y compañeros de 
trabajo, raíces y pertenencias y reinsertarse en una sociedad diferente. Además, como 
quedó en evidencia en la audiencia pública, la familia Molina Theissen era profundamente 
unida y existía entre los padres y las hermanas y entre éstas últimas una estrecha relación
y afecto. La separación que sufrieron, asociada a la culpa que sentían por la desaparición
de Marco Antonio, desintegró el núcleo familiar. Por último, la impunidad imperante en 
este caso ha sido y sigue siendo una fuente de sufrimiento para los familiares. Las 
circunstancias descritas provocaron en los miembros de la familia Molina Theissen 
padecimientos psicológicos, por lo que algunos de ellos han recibido tratamiento.

70. De todo lo anterior, esta Corte concluye que está plenamente demostrado el daño
inmaterial que han sufrido los familiares de Marco Antonio Molina Theissen. En 
consecuencia, este Tribunal considera que éstos deben ser compensados por este 
concepto, a cuyo efecto fija en equidad la cantidad de US $275.000,00 (doscientos setenta 
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y cinco mil dólares de los Estados Unidos de América), que deberá ser distribuida en partes 
iguales entre Emma Theissen Álvarez Vda. de Molina, Carlos Augusto Molina Palma, 
fallecido, Ana Lucrecia Molina Theissen, María Eugenia Molina Theissen y Emma Guadalupe 
Molina Theissen. La cantidad fijada al padre de la víctima deberá ser entregada a sus 
familiares, en los términos del párrafo 51 de la presente sentencia.

71. En consideración a las declaraciones de los familiares de la víctima, y los peritajes de 
Carlos Martín Beristain y Alicia Neuburger, existe evidencia para determinar que los 
padecimientos psicológicos de los familiares de Marco Antonio Molina Theissen, que 
tuvieron origen tanto en lo sucedido a éste, como en el cuadro de impunidad que persiste 
en el presente caso, perduran hasta ahora. Por ello, esta Corte, como lo ha hecho en otras 
oportunidades, estima que la indemnización por daño inmaterial debe comprender 
también una cantidad correspondiente a los gastos futuros por tratamiento psicológico.

72. La Corte considera pertinente fijar como indemnización por el correspondiente 
concepto, en equidad, la cantidad de US $40.000,00 (cuarenta mil dólares de los Estados 
Unidos de América), que será repartida en partes iguales entre Emma Theissen Álvarez 
Vda. de Molina, Ana Lucrecia Molina Theissen, María Eugenia Molina Theissen y Emma 
Guadalupe Molina Theissen.

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103.

168. Como se demostró, Maritza Urrutia fue secuestrada, detenida en forma ilegal y 
arbitraria y, como consecuencia de ello, sometida a condiciones de reclusión
desfavorables. Es propio de la naturaleza humana que la persona sometida a detención
arbitraria experimente un profundo sufrimiento. Además, fue torturada psicológicamente; 
fue objeto de tratos crueles, inhumanos y degradantes; padeció angustia, miedo de morir 
y de ser torturada físicamente. Además, recibió otro tipo de presiones para grabar un 
video y hacer una declaración en contra de su voluntad, la cual fue divulgada en dos 
medios de comunicación. Esto le generó angustia y sufrimiento. También sintió temor 
después de su liberación. Se le diagnosticó un “síndrome de angustia con depresión
reactiva”. No se han investigado los hechos relacionados con su secuestro y detención, ni 
con la tortura de la que fue objeto, y por ello los responsables gozan de impunidad. Es 
evidente para la Corte por otra parte, que los hechos de este caso ocasionaron una 
alteración en el curso que habría seguido normalmente la vida de Maritza Urrutia, dado 
que luego de los hechos se vio forzada a salir del país y permanecer lejos de su familia, 
lo que le causó angustia y tristeza.

169. Es razonable concluir que las aflicciones sufridas por la víctima se extiendan a los 
miembros más cercanos de la familia, particularmente aquéllos que tenían un contacto 
afectivo estrecho con la víctima. No se requiere prueba para llegar a esta conclusión. En 
atención a lo anterior, y para el efecto de fijar la indemnización al daño inmaterial, la Corte 
considera que:

a) Fernando Sebastián Barrientos Urrutia, hijo de la víctima, debe ser compensado. En 
este caso se aplica la presunción de que un hijo sufre daño inmaterial por los 
padecimientos que experimentan sus padres. Asimismo, se presume que Fernando 
Sebastián sufrió por la ausencia de su madre, y cuando ésta fue liberada conoció y 
compartió con ella sus sufrimientos, al tener que salir del país y alejarse de sus 
familiares inmediatos, todo ello asociado al hecho de para ese entonces era un niño de 
apenas 4 años; y 
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b) en lo que respecta a Edmundo Urrutia Castellanos y a María Pilar García de Urrutia, 
la Corte reitera que no es necesario demostrar el daño inmaterial en relación con los 
padres de la víctima. Además, es claro que los padres de la víctima, al desconocer el 
paradero de su hija y con el temor fundado de que se produjera la desaparición y muerte 
de ésta, afrontaron personalmente la responsabilidad de encontrarla, compartir los 
sufrimientos físicos y psicológicos que padeció durante su secuestro y detención y, una 
vez liberada, protegerla de las amenazas contra su vida. Su hija, por lo demás, tuvo 
que salir del país, y los padres se debieron separar de ella y de su nieto. Dadas las 
circunstancias descritas los padres deben ser compensados por daño inmaterial; 

c) en lo que se refiere a Edmundo Urrutia García y a Carolina Urrutia García, hermanos 
de la víctima, también vivieron de cerca el sufrimiento de su hermana. Como 
consecuencia de los hechos del presente caso, el primero tuvo que salir del país por 
temor a ser perseguido por las autoridades estatales, y por ello estuvo un tiempo 
separado de su familia, y cambió su entorno familiar y profesional. Por su parte, Carolina 
Urrutia García sufrió la repercusión de lo sucedido a su hermana con quien vivía en el 
momento de los hechos. Además, experimentó padecimientos psicológicos. En adición
a ello, la Corte reitera que se puede presumir que, al igual que los padres, los hermanos 
de las víctimas de las violaciones de derechos humanos no son insensibles a los 
sufrimientos de éstas, sino que los comparten. En consecuencia, dichos hermanos 
deben también ser compensados por daño inmaterial.

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.

261. En el caso sub judice, al fijar la compensación por daño inmaterial, la Corte tiene en 
cuenta que Myrna Mack Chang fue ejecutada extrajudicialmente en circunstancias de 
extrema violencia, por lo que resulta evidente que experimentó dolores corporales y 
sufrimiento antes de su muerte, lo que se vio agravado por el ambiente de hostigamiento 
que vivía en esa época.

262. Tal como lo ha señalado la Corte, el daño inmaterial infligido a la víctima resulta 
evidente, pues es propio de la naturaleza humana que toda persona sometida a 
agresiones, como los que se cometieron contra Myrna Mack Chang, experimente un 
profundo sufrimiento moral.

263. Al respecto, la compensación que fije la Corte por los daños sufridos por Myrna Mack 
Chang hasta el momento de su muerte deberá ser entregada en su totalidad a la hija de 
la víctima, Lucrecia Hernández Mack.

264. En el caso de sus familiares inmediatos es razonable concluir que las aflicciones 
sufridas por la víctima se extienden a los miembros más cercanos de la familia, 
particularmente a aquéllos que tenían un contacto afectivo estrecho con ella. No se 
requiere prueba para llegar a esta conclusión. Asimismo, en el presente caso algunos de 
los familiares de Myrna Mack Chang son víctimas de las violaciones de diversos artículos 
de la Convención Americana. Para la fijación de la compensación por daño inmaterial, los 
familiares de las víctimas se considerarán en esa doble condición, para lo cual la Corte 
estima que:

a) han sido demostradas las amenazas, intimidaciones y hostigamientos que han sufrido los 
familiares como parte de lo ocurrido a Myrna Mack Chang, las cuales han ocasionado profundos 
sufrimientos en los miembros de su familia, hija, padres y hermanos y primo de la víctima. Además, 
la impunidad imperante en este caso ha sido y sigue siendo una fuente de sufrimiento para los 
familiares. Los hace sentirse vulnerables y en estado de indefensión permanente frente al Estado, 
lo que les provoca profunda angustia;
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b) en lo que respecta a Lucrecia Hernández Mack, hija de la víctima, este Tribunal 
aprecia que tenía 16 años de edad al momento del asesinato de su madre, dependía
emocional y económicamente de ella, ya que no vivía con su padre. Vivió una situación
traumática por la pérdida inesperada de su madre, que le causó un profundo dolor y 
tristeza que todavía afectan su vida. Resiente la ausencia de su madre ya que en ciertos 
momentos de su vida, académicos o de su maternidad, siente la necesidad de tenerla 
cerca para compartir sus inquietudes y recibir consejos. Además, siente gran 
preocupación por su familia y el temor constante de perder a otro ser querido. Por otra 
parte, en lo que se refiere al proceso penal, los continuos retrasos en éste han sido 
frustrantes para ella y, en especial, el hecho de que aún se mantienen en impunidad 
los responsables, le provoca gran inseguridad. Por todo lo anterior, esta Corte considera 
que debe ser compensada por daño inmaterial; 

c) en lo que respecta a Yam Mack Choy, padre fallecido de la víctima y Zoila Chang Lau, 
madre de la víctima, debe prestarse atención al hecho de que el Tribunal presume que 
la muerte de una persona acarrea a sus padres un daño inmaterial, por lo cual no es 
necesario demostrarlo. Tal y como lo ha dicho esta Corte, “se puede admitir la 
presunción de que los padres han sufrido moralmente por la muerte cruel de sus hijos, 
pues es propio de la naturaleza humana que toda persona experimente dolor ante el 
suplicio de su hijo”. En el presente caso Yam Mack Choy, después de la muerte de su 
hija, además del dolor que le causó, sufrió padecimientos físicos que desmejoraron su 
salud y terminaron con su vida. Por su parte, la madre de la víctima también ha sufrido 
un profundo dolor, que trató de expresar en la declaración jurada, de la siguiente 
manera: 

Recordar la muerte de mi hija, implica seguir preguntando ¿por qué la mataron?, si ella 
siempre fue buena, inteligente y estudiosa, de grandes ideales y sin ambiciones 
personales. Sus amigos siempre me han expresado el cariño y el afecto que le tenían y 
todos coinciden en que ella siempre fue muy solidaria, que luchó por la verdad y por la 
gente más necesitada, y entonces sigo sin entender el por qué de su muerte. 

He soñado varias veces con ella, eso siempre me ha animado un poco porque siento 
que es una manera de seguir en contacto, pero también sufro mucho cuando no sueño
con ella porque la siento lejana y me pongo muy triste.

Nunca pensé que alguno de mis hijos moriría antes que yo, ha sido un golpe muy duro 
para mí su muerte porque siento que no la protegí lo suficiente. Me pregunto por qué
no me di cuenta que había algo mal, le hubiera dicho que se fuera de viaje algún tiempo, 
mientras pasaban los malos momentos, no sé, algo podría haberse hecho para evitar lo 
que sucedió. No es justo que la mataran si ella era tan buena.

Después del asesinato de Myrna, mi esposo sufrió una terrible decepción en la forma 
en que pensaba de nuestro país; al igual que yo, no entendía cómo le pudo pasar eso 
a su hija. Empezó con problemas de salud, sufrió grandes depresiones y sospecho que 
la muerte de su hija mayor fue lo que desencadenó muchas de sus tristezas. Si ella 
hubiera estado viva, creo que él hubiera vivido mucho tiempo más”. 

Por todo lo expuesto, esta Corte considera que los padres de la víctima deben ser 
compensados por daño inmaterial. Dado que Yam Mack Choy falleció, la compensación 
establecida a su favor deberá ser entregada en su totalidad a Zoila Chang Lau; 

d) en lo que respecta a Helen Mack Chang, la hermana de la víctima, este Tribunal 
considera también que en el caso de los hermanos debe tenerse en cuenta el grado de 
relación y afecto que existe entre ellos. Dicha señora ha sentido un profundo sufrimiento 
y dolor por la muerte extrajudicial de su hermana que vino a alterar su vida y la de su 
familia, en particular, la de sus padres y la de su sobrina; la forma en que fue asesinada 
su hermana le ha impactado por largo tiempo; el ver el dolor de sus padres y haber 
tenido que darle a su sobrina la noticia de la muerte de su madre le ha producido un 
sufrimiento indescriptible. El hecho de realizar las diligencias necesarias ante la policía

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
http://tinyurl.com/3a3jtkyv

DR © 2021. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos-http://www.corteidh.or.cr/



470

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS34

y el organismo judicial para que se hiciera justicia, la involucró en un proceso “que 
nunca se imagin[ó] que tomaría las dimensiones que tomó”. Tuvo que renunciar a su 
actividad profesional para afrontar personalmente la búsqueda de justicia y, por 
consiguiente, luchar contra la impunidad. Ha participado activamente en el proceso 
penal desde su inicio; ha sido objeto de hostigamientos y amenazas que han puesto en 
peligro su vida y su integridad personal; y para proteger a su familia ha tomado serias 
medidas de seguridad que han alterado su vida familiar, todo lo cual le ha producido un 
gran desgaste emocional. Por ello, esta Corte considera que debe ser compensada por 
daño inmaterial; 

e) en lo que respecta a Marco Mack Chang y Freddy Mack Chang, hermanos de la 
víctima, también sufrieron el dolor por la muerte cruel de su hermana y les pesa su 
ausencia; ella era la persona que apoyaba a la familia en los momentos difíciles. 
Además, han tenido el desgaste de luchar por largo tiempo para esclarecer los hechos 
y vivir con la incertidumbre de lo que sucederá con el proceso, situación que también 
les ha generado temor por el peligro que correría la familia en los momentos cruciales 
del juicio. En consecuencia, esta Corte considera que deben ser compensados por 
concepto del daño inmaterial; 

f) en lo que respecta a Vivian Mack Chang, hermana de la víctima, este Tribunal ha 
señalado, en su jurisprudencia reciente, que se puede presumir que la muerte de un 
hermano ocasiona a sus hermanos un daño inmaterial y, en consecuencia, debe ser 
indemnizada por ese concepto; y 

g) respecto a Ronald Chang Apuy, primo de la víctima, se ha demostrado que vivía con 
la familia Mack desde pequeño y es considerado como un miembro más de la misma. 
Tuvo relaciones afectivas estrechas con Myrna Mack Chang y ha compartido con la 
familia el pesar y sufrimiento por su pérdida. Además, ha vivido el temor proveniente 
de las amenazas e intimidaciones recibidas a lo largo del proceso penal para el 
esclarecimiento de los hechos y la incertidumbre por los retrasos que se han producido 
en ese proceso. En consecuencia, este Tribunal considera que también debe ser 
indemnizado por daño inmaterial.

266. También en el presente caso ha sido demostrada la necesidad de que la hija de la 
víctima, Lucrecia Hernández Mack, reciba tratamiento psicológico por los daños sufridos 
como consecuencia de las violaciones cometidas por el Estado. Por lo tanto, la Corte fija, 
en equidad, la cantidad de US$10,000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de 
América), por concepto de gastos médicos futuros que requiera.

267. Teniendo en cuenta las distintas facetas del daño a las que se viene haciendo 
referencia, en cuanto sea pertinente y responda a las particularidades del caso, la Corte 
fija en equidad el valor de las compensaciones por concepto de daño inmaterial que deben 
efectuarse a favor de los familiares de la víctima, en los términos que se indican en el 
cuadro que se transcribe: […] (En similar sentido: Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91, párr. 66.).

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91.

62. Como quedó demostrado, el señor Bámaca Velásquez sufrió, dentro de la práctica de 
las fuerzas armadas con respecto a aquellos guerrilleros que eran detenidos, condiciones 
de reclusión hostiles y restrictivas utilizadas para obtener información; fue torturado y 
sometido a diversos tratos crueles, inhumanos y degradantes. Resulta evidente, pues es 
propio de la naturaleza humana que toda persona sometida a torturas, agresiones y 
vejámenes, como los que se cometieron contra Bámaca Velásquez, experimente dolores 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
http://tinyurl.com/3a3jtkyv

DR © 2021. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos-http://www.corteidh.or.cr/



471

34 JURISPRUDENCIA SOBRE GUATEMALA

corporales y un profundo sufrimiento. Al respecto, el párrafo 158 de la sentencia sobre el 
fondo, dictada por la Corte el 25 de noviembre de 2000, señala:

los actos denunciados en el presente caso fueron preparados e infligidos 
deliberadamente, con el fin de obtener de Efraín Bámaca Velásquez información
relevante para el Ejército. Según los testimonios recabados en el presente proceso, la 
supuesta víctima fue sometida a actos graves de violencia física y psíquica durante un 
prolongado período de tiempo con los fines antes mencionados y, así, puesta en un 
contexto de angustia y de sufrimiento físico intenso de modo intencional, lo que no 
puede calificarse sino como tortura, tanto física como psicológica.

63. Estos padecimientos se extienden de igual manera a los miembros más íntimos de la 
familia, particularmente a aquéllos que tuvieron un contacto afectivo estrecho con la 
víctima. La Corte considera que no requiere prueba para llegar a la mencionada 
conclusión, aunque en el presente caso se encuentre probado el sufrimiento ocasionado a 
aquéllos.

64. Asimismo, la impunidad imperante en este caso ha constituido y sigue causando 
sufrimiento para los familiares que los hace sentirse vulnerables y en estado de 
indefensión permanente frente al Estado, situación que les provoca una profunda angustia. 
En este sentido, la Corte en la sentencia sobre el fondo de este caso se refirió a:

la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena 
de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención
Americana, [y a que] toda vez que el Estado tiene la obligación de combatir tal situación
por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición 
crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y 
de sus familiares.

65. En razón de lo anterior, la Corte hace las siguientes consideraciones con respecto a 
los familiares inmediatos del señor Bámaca Velásquez:

a) en lo que se refiere a la señora Harbury esta Corte señaló que el Estado, de manera 
continua, obstruyó los esfuerzos de ésta por conocer la verdad de los hechos y sobre el
ocultamiento del cadáver de su marido y, que además, las autoridades públicas le 
interpusieron obstáculos en las diligencias de exhumación y hubo una negativa oficial 
de brindar información respecto al paradero de los restos mortales de Efraín Bámaca 
Velásquez, motivos por los cuales este Tribunal concluyó que la señora Harbury fue 
víctima de tratos crueles, inhumanos y degradantes. Toda esta situación le ha causado 
una profunda angustia como quedó corroborado en el dictamen de la perito Deutsch y 
diversos testimonios; .

b) en lo que respecta al señor José León Bámaca Hernández y a las hermanas, Egidia 
Gebia y Josefina Bámaca Velásquez, la Corte reitera que no es necesario demostrar el 
daño inmaterial en cuanto respecta a los padres y en relación a las hermanas de la 
víctima es razonable presumir que como miembros de la familia no debieron ser 
indiferentes a la pérdida de su hermano. En todo caso, esta Corte considera que la 
relación afectiva entre el señor Bámaca Velásquez y su padre y hermanas ha quedado 
demostrada en esta fase procesal. Efraín Bámaca Velásquez se incorporó a la URNG, y 
consecuentemente, perdió el contacto con su núcleo familiar, compuesto para ese 
momento, por su padre y sus hermanas, pero esta pérdida de contacto obedeció, tal 
como quedó demostrado en el fondo a la situación de conflicto armado que vivía
Guatemala y a la práctica utilizada por el ejército para extraer información de los 
detenidos, y de quienes participaran en alguna actividad insurgente, y al temor de sus 
familiares por los sufrimientos que las fuerzas armadas pudiesen infligirles. Esta Corte 
considera que fueron éstas las causas del aparente distanciamiento entre Efraín Bámaca 
Velásquez y sus familiares y que éste no obedeció, como lo asevera el Estado, a una 
ruptura de los lazos familiares. En este caso cabe agregar que dadas las particularidades 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
http://tinyurl.com/3a3jtkyv

DR © 2021. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos-http://www.corteidh.or.cr/



472

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS34

de la cultura maya, etnia mam, para el núcleo familiar de Bámaca Velásquez la pérdida 
del soporte emocional y económico del hijo mayor significó grandes sufrimientos. De 
otra parte, han sufrido las consecuencias emocionales de no haber podido darle 
sepultura a los restos mortales de Efraín Bámaca Velásquez; y 

c) en lo que se refiere a Alberta Velásquez, hermana materna de Efraín Bámaca 
Velásquez la Corte reitera que en el caso de los hermanos debe tenerse en cuenta el 
grado de relación y afecto que existe entre ellos, por lo que, dadas las circunstancias 
del caso, Alberta Velásquez debe también ser indemnizada por daño inmaterial.

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C 
No. 77.

90. Teniendo en cuenta las distintas facetas del daño al que se viene haciendo referencia 
aducidas por los representantes de las víctimas y la Comisión, en cuanto sea pertinente y 
responda a las particularidades de cada caso individual, la Corte fija en equidad el valor 
de las compensaciones por concepto de daño moral, que deben efectuarse a favor de cada 
una de las víctimas directas y de sus familiares inmediatos, en los términos que se indican 
en el cuadro que se transcribe más adelante. La Corte precisa que, al efectuar esa 
estimación del daño moral, ha tenido también presentes las condiciones generales 
adversas de abandono padecidas por los cinco jóvenes en las calles, quienes quedaron en 
situación de alto riesgo y sin amparo alguno en cuanto a su futuro.

91. Para la fijación de la indemnización por daño moral, la Corte consideró, asimismo, 

a) con respecto a Henry Giovanni Contreras, Julio Roberto Caal Sandoval, Federico 
Clemente Figueroa Túnchez y Jovito Josué Juárez Cifuentes, que fueron retenidos 
clandestinamente en forma forzada, aislados del mundo exterior, y que fueron objeto 
de un trato agresivo en extremo, que incluyó graves maltratos y torturas físicas y 
psicológicas antes de sufrir la muerte; y .

b) con respecto a Anstraum Aman Villagrán Morales, Julio Roberto Caal Sandoval y 
Jovito Josué Suárez Cifuentes, que eran menores de edad y en consecuencia eran 
particularmente vulnerables y debían ser objeto de una especial protección del Estado.

92. En relación con los familiares inmediatos de los cinco jóvenes la Corte ha tenido 
presente que: 

a) las madres de Anstraun Aman Villagrán Morales, Henry Giovanni Contreras, Federico 
Clemente Figueroa Túnchez y Jovito Josué Juárez Cifuentes y la abuela de Julio Roberto 
Caal Sandoval, deben recibir, como herederas, las compensaciones por el daño moral 
causado a cada uno de ellos; 

b) las madres de los cinco jóvenes y la abuela de Julio Roberto Caal Sandoval sufrieron 
daños morales de dos tipos: en primer lugar, por haber sido afectadas por las 
desapariciones, torturas y muertes de sus hijos y nieto, y en segundo por haber sido 
ellas mismas objeto de la violación de los artículos 5.2, 8.1 y 25 de la Convención, 
conforme a lo establecido en la sentencia de fondo de este mismo caso. Las 
compensaciones de esos daños deben ser pagadas directamente a cada una de ellas, 
con la excepción de la debida a Rosa Carlota Sandoval, la cual, por haber muerto esta, 
deberá ser recibida por su madre, Margarita Urbina; y 

c) los hermanos de Anstraun Aman Villagrán Morales, Henry Giovanni Contreras y 
Federico Clemente Figueroa Túnchez sufrieron daños morales por haber sido afectados 
por las desapariciones, torturas y muertes de estos últimos, y haber sido objeto de la 
violación de los artículos 8.1 y 25 de la Convención, de acuerdo con lo establecido en la 
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sentencia de fondo. No se probó que Julio Roberto Caal Sandoval y Jovito Josué Juárez 
Cifuentes tuvieran hermanos. Las compensaciones de esos daños deben ser pagadas a 
los hermanos de las víctimas según se indicará en los términos previstos en el cuadro 
que va a transcribirse.

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76.

104. La Corte estima que la jurisprudencia puede servir de orientación para establecer
principios en esta materia, aunque no puede invocarse como criterio unívoco a seguir 
porque cada caso debe analizarse en sus especificidades. (En similar sentido: Caso Blake 
Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie C No. 48, 
párr. 54.).

105. En cuanto al daño moral, los tribunales internacionales han señalado en reiteradas 
ocasiones que la sentencia de condena constituye per se una forma de reparación. Sin 
embargo, la Corte considera que esto no es suficiente en cuanto al sufrimiento moral 
causado a la víctima y a sus familiares en un caso como el presente, y que aquél debe ser 
reparado, por vía sustitutiva, mediante una indemnización pecuniaria, la cual debe ser 
fijada conforme a la equidad, en consideración de que el daño moral no es susceptible de 
una tasación precisa.

[Anna Elizabeth Paniagua Morales]

106. En el caso sub judice, el daño moral infligido a la víctima resulta evidente, pues es 
propio de la naturaleza humana que toda persona sometida a agresiones y vejámenes, 
como los que se cometieron contra aquélla (detención ilegal, torturas y muerte), 
experimente un profundo sufrimiento moral, el cual se extiende a los miembros más
íntimos de la familia, particularmente a aquéllos que estuvieron en contacto afectivo 
estrecho con la víctima. La Corte considera que no requiere prueba para llegar a la 
mencionada conclusión.

107. Por otra parte, los representantes de los familiares de la víctima y la Comisión
solicitaron que la Corte fijara cantidades indemnizatorias del daño moral en favor de los 
familiares de la víctima. En las declaraciones de los familiares ante esta Corte: Blanca 
Lidia Zamora (cuñada), Alberto Antonio Paniagua Morales (hermano) y María Ildefonsa 
Morales de Paniagua (madre) en el fondo de este caso, así como de esta última y el 
informe de Graciela Marisa Guilis en la presente etapa, quedan demostrados los diferentes 
sufrimientos que les ocasionó a los familiares el secuestro, la tortura y la muerte de Anna 
Elizabeth Paniagua Morales. Esas declaraciones resaltan el dolor causado por la pérdida 
de su familiar, el traslado de los hermanos a Canadá y Estados Unidos de América y la 
desintegración de la familia.

108. En el caso de los padres de la víctima, no es necesario demostrar el daño moral, 
pues éste se presume. Igualmente se puede presumir el sufrimiento moral por parte de 
la hija de la víctima.

109. Con respecto a sus hermanos, debe tenerse en cuenta el grado de relación y afecto 
que existía entre ellos. En el caso sub judice, se observa que hubo un vínculo estrecho 
entre la víctima y su hermano, Alberto Antonio Paniagua Morales, y su cuñada, Blanca 
Lidia Zamora de Paniagua, quienes convivían en la misma casa. Asimismo, con respecto 
a esta última, la Corte ha tomado en consideración que participó intensivamente en la 
búsqueda y reconocimiento del cadáver mutilado de su cuñada, como quedara consignado 
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en la sentencia de 8 de marzo de 1998, la cual constituye un importante elemento de 
prueba para diversas cuestiones de familia.

110. Con respecto a los otros hermanos de la víctima, no cabe duda de que forman parte 
de la familia y aún cuando no aparece que intervinieron directamente en las diligencias 
asumidas en el caso por la madre y por la cuñada, no por ello debieron ser indiferentes al 
sufrimiento ocasionado por la pérdida de su hermana, menos aún cuando las 
circunstancias de la muerte revisten caracteres singularmente traumáticos. Por tanto, la 
Corte, al considerarles como beneficiarios de una indemnización, debe fijar su monto 
siguiendo el criterio de la equidad, y en consecuencia, fija una reparación compensatoria 
por daño moral de US$4.000,00 (cuatro mil dólares de los Estados Unidos de América), a 
los hermanos Paniagua Morales.

111. Por lo expuesto, este Tribunal estima equitativo fijar la cantidad global de US$ 
54.000,00 (cincuenta y cuatro mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto 
de daño moral ocasionado a la víctima y a sus familiares. Dicho monto deberá ser 
distribuido bajo los siguientes criterios: US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América) para María Elisa Meza Paniagua (hija de la víctima), US$15.000,00 
(quince mil dólares de los Estados Unidos de América) para María Ildefonsa Morales 
Chávez (madre), US$5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) para 
Antonio Paniagua (padre), US$5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de 
América) para Blanca Lidia Zamora (cuñada de la víctima), US$5.000,00 (cinco mil dólares 
de los Estados Unidos de América) para Alberto Antonio Paniagua Morales (hermano), y 
la cantidad de US$1.000,00 (mil dólares de los Estados Unidos de América), 
respectivamente, a Blanca Beatriz, Hugo Morani, Elsa Carolina y German Giovanni, todos 
Paniagua Morales.

[Julián Salomón Gómez Ayala]

124. Este Tribunal ha señalado los criterios generales que rigen la reparación del daño
moral, que también deben ser considerados en las circunstancias de Julián Salomón
Gómez Ayala. El daño moral infligido a la víctima resulta evidente, pues es propio de la 
naturaleza humana que toda persona sometida a agresiones y vejámenes, como los que 
se cometieron contra aquélla (detención ilegal, torturas y muerte), experimente un 
sufrimiento moral intenso, el cual se extiende a los miembros más íntimos de la familia, 
particularmente a aquéllos que estuvieron en contacto afectivo estrecho con la víctima. 
La Corte considera que no requiere prueba para llegar a dicha conclusión.

125. En la situación mencionada en el párrafo anterior se encontrarían los padres, la 
compañera y el hijo de la víctima, con respecto a los cuales el Tribunal debe presumir las 
repercusiones que tuvieron las graves violaciones cometidas en perjuicio de Gómez Ayala. 
Dicha presunción no ha sido desvirtuada por el Estado, por lo cual corresponde otorgar a 
dichos familiares una indemnización compensatoria por concepto de daño moral.

126. En cuanto a los hermanos de la víctima debe considerarse que, como miembros de 
la familia, no debieron ser indiferentes al sufrimiento de Julián Salomón Gómez Ayala, 
pese a la objeción planteada por el Estado. En consecuencia, los hermanos de la víctima 
participarán como beneficiarios del daño moral, y el Tribunal fija, equitativamente, la 
cantidad de US$7.000,00 (siete mil dólares de los Estados Unidos de América) para ser 
distribuida entre los hermanos Gómez Ayala.

127. Por lo expuesto, este Tribunal estima, en equidad, fijar la cantidad global de 
US$27.000,00 (veintisiete mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de 
daño moral ocasionado a la víctima y a sus familiares. Dicho monto deberá ser distribuido 
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de la siguiente manera: US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América), asignados en partes iguales, a Bertha Violeta Flores Gómez, compañera de la 
víctima, Julio Salomón Gómez Flores, su hijo, y sus padres, Petronilo Gómez Chávez y 
Blanca Esperanza Ayala de la Cruz. Además la cantidad de US$1.000,00 (mil dólares de 
los Estados Unidos de América) para Danilo Abraham, Deifin Olivia, Ingrid Elizabeth, 
Israel, Jorge Isaías, Douglas Moisés, Lidia Marisa, todos Gómez Ayala-.

[William Otilio González Rivera]

142. Este Tribunal ha señalado los criterios generales que rigen la reparación para efectos 
de daño moral, los cuales también deben ser considerados en el caso de William Otilio 
González Rivera, quien al haber sido sometido a agresiones y vejámenes (detención ilegal, 
torturas y muerte), es natural que haya experimentado un profundo sufrimiento moral, el 
cual se extiende a los miembros más íntimos de la familia, particularmente a aquéllos que 
estuvieron en contacto afectivo estrecho con la víctima. La Corte considera que no requiere 
prueba para llegar a la mencionada conclusión.

143. En la situación mencionada en el párrafo anterior se encuentran los padres y el 
presunto hijo de la víctima, con respecto a los cuales el Tribunal debe presumir las 
repercusiones que tuvieron las graves violaciones cometidas en perjuicio de González 
Rivera. Dicha presunción no ha sido desvirtuada por el Estado, por lo cual corresponde 
fijar a los familiares mencionados una indemnización compensatoria por concepto de daño
moral. Sin embargo, la identidad del hijo de William Otilio González Rivera no ha sido 
probada en el proceso, por lo cual se deberá acreditar su existencia, ante el Estado a fines 
de poder hacer efectivas las reparaciones que se ordenen.

144. En cuanto a los hermanos de la víctima debe considerarse que, como miembros de
la familia, no podían ser indiferentes al sufrimiento de William Otilio González Rivera, pese 
a la objeción planteada por el Estado. Por ello, con criterio de equidad, la Corte fija una 
compensación por daño moral de US$5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos 
de América) a los hermanos González Rivera.

145. Por lo expuesto, la Corte estima equitativo la cantidad total de US$25.000,00 
(veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de reparación por 
el daño moral sufrido por la víctima y sus familiares. Dicha cantidad debe ser distribuida 
de la siguiente manera: US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América) en partes iguales entre los padres y el presunto hijo de William Otilio González 
Rivera, tomando en cuenta las consideraciones hechas en los párrafos 133 a 135; es decir, 
en caso de que en el lapso de un año no se pudiera determinar la existencia e identificación
de dicho hijo, la cantidad correspondiente a éste acrecentará proporcionalmente la 
indemnización de los padres de la víctima. Y la cantidad de US$1.000,00 (mil dólares de 
los Estados Unidos de América) a cada uno de los hermanos -Santos Hugo, José Alfredo, 
Julio Moisés, Anatanahel y Leydi Rosibel, todos González Rivera-.

[Pablo Corado Barrientos]

157. Este Tribunal ha señalado los criterios generales que rigen la reparación para efectos 
de daño moral, que también deben ser considerados en el caso bajo análisis. El daño
moral infligido a la víctima resulta evidente, pues es propio de la naturaleza humana que 
toda persona sometida a agresiones y vejámenes, como los que se cometieron contra 
aquélla (detención ilegal, torturas y muerte), experimente un profundo sufrimiento moral, 
el cual se extiende a los miembros más íntimos de la familia, particularmente a aquéllos 
que estuvieron en contacto afectivo estrecho con la víctima. La Corte considera que no se 
requiere prueba para llegar a dicha conclusión.
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158. En la situación mencionada en el párrafo anterior se encontraría la madre de la 
víctima, con respecto a la cual el Tribunal debe presumir cuáles fueron las repercusiones 
que tuvieron las graves violaciones cometidas en perjuicio de Pablo Corado Barrientos. 
Dicha presunción no ha sido desvirtuada por el Estado, por lo cual corresponde fijar una 
indemnización compensatoria por concepto de daño moral para la madre, la cual estima 
esta Corte como equitativa en la cantidad de US$20.000,00 (veinte mil dólares de los 
Estados Unidos de América). Al ser imposible otorgar a la propia víctima dicho 
resarcimiento, la mencionada cantidad debe ser entregada a su madre -Juana Barrientos 
Valenzuela-.

159. Con respecto a los hermanos de la víctima, la Corte observa que éstos no 
intervinieron, según constancias del proceso de fondo ante este Tribunal, en la búsqueda 
y en la obtención del cadáver de la víctima y su posterior entierro. Sin embargo con criterio 
de equidad, la Corte fija una reparación por daño moral de US$2.000,00 (dos mil dólares 
de los Estados Unidos de América) para los hermanos Corado Barrientos.

160. Por lo expuesto, este Tribunal estima, en equidad, fijar la cantidad total de 
US$22.000,00 (veintidós mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de 
daño moral ocasionado a la víctima y a sus familiares. Dicha cantidad deberá ser 
distribuida de la siguiente manera: US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América), asignados a la madre, Juana Barrientos Valenzuela, y la cantidad de 
US$1.000,00 (mil dólares de los Estados Unidos de América) para cada uno de los 
hermanos, Francisca y Tino Corado Barrientos.

[Manuel de Jesús González López]

173. Los criterios generales establecidos por este Tribunal para la reparación del daño
moral serán aplicados en el caso sub judice. Es evidente el daño moral infligido a la víctima 
cuando se le sometió a detención ilegal, tortura y muerte; la Corte considera que no 
requiere prueba para llegar a la conclusión de que un ser humano en la situación descrita 
experimenta un intenso sufrimiento moral, y entiende que este sufrimiento se extiende a 
los miembros más íntimos de la familia, en especial aquellos que estuvieron en contacto 
afectivo estrecho con la víctima. 

174. En las circunstancias anteriores se encuentran la esposa y los hijos de la víctima; en 
la sentencia de fondo se estableció que la víctima fue detenida y vejada delante de su 
cónyuge; que ésta realizó una intensa búsqueda para luego encontrar el cadáver mutilado 
de la víctima; posteriormente y ante lo acontecido a su esposo se vio forzada a salir de su 
país, dejando al cuidado de la abuela a sus tres hijos menores de edad, quienes no sólo 
perdieron a su padre, sino además se vieron privados de su madre, la cual durante todos 
estos años y con mucho sacrificio siguió manteniendo a sus hijos, aun cuando no pudo 
verlos en mucho tiempo. 

175. Por lo expuesto, la Corte estima en equidad la cantidad total de US$40.000,00 
(cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de daño moral, la 
cual será entregada en partes iguales a María Elizabeth Chinchilla, esposa de la víctima, y 
a sus hijos, Karen Paola, Silvia Argentina y Manuel Alberto, todos González Chinchilla, es 
decir, US$10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a cada uno. 

[Erick Leonardo Chinchilla]

179. Este Tribunal consideró, en su sentencia de fondo, que no hubo prueba suficiente 
para imputar al Estado la responsabilidad en la muerte del señor Erick Leonardo Chinchilla. 
Por esta razón la Corte no está en posibilidad de condenar al pago de indemnizaciones 
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que no se refieran a la violación del artículo 8.1 de la Convención declarada para esta 
víctima, como es el caso de la solicitud de los familiares en el sentido de recompensarlos
por la pérdida del negocio familiar. 

180. Ante la naturaleza de la violación declarada en este caso, la Corte considera oportuno 
fijar en equidad una indemnización por un monto de US$8.000,00 (ocho mil dólares de 
los Estados Unidos de América), cantidad que debe ser entregada a la madre de Erick 
Leonardo Chinchilla, María Luisa Chinchilla Ruano. 

[Oscar Vásquez y Augusto Angárita Ramírez]

185. Con respecto a Augusto Angárita Ramírez la Corte consideró en la sentencia de fondo 
de 8 de marzo de 1998 que se le había violado el derecho a la libertad personal (artículo 
7 de la Convención) con motivo de su detención, y el derecho a su integridad (artículo 5.1 
y 5.2 de la Convención), al haber sido sometido a un trato cruel, inhumano o degradante. 

186. En cuanto a Oscar Vásquez la Corte no consideró que hubiera habido una violación a 
su libertad personal (artículo 7 de la Convención), lo que estableció en la antedicha 
sentencia es que el Estado violó en su perjuicio el derecho a la integridad personal (artículo 
5.1 y 5.2 de la Convención); por otro lado, del acervo probatorio concerniente a Oscar 
Vásquez y que consta en el expediente, no se desprende que exista un nexo causal entre 
la violación declarada por la Corte y los daños reclamados por los familiares de la víctima, 
tales como la detención de su hijo y su desplazamiento. 

187. En razón de lo expuesto la Corte estima que en los casos de Augusto Angárita 
Ramírez y de Oscar Vásquez, debe determinarse una indemnización por los daños que 
sufrieron las víctimas por las violaciones a sus derechos por parte de agentes del Estado. 
Este Tribunal considera equitativo fijar una indemnización de US$8.000,00 (ocho mil 
dólares de los Estados Unidos de América) a cada uno de ellos. Esta indemnización la 
recibirán directamente las víctimas o sus herederos, si fuere del caso. 

[Doris Torres Gil y Marco Antonio Montes Letona]

192. Con respecto a Doris Torres Gil y a Marco Antonio Montes Letona, la Corte consideró
en la sentencia de fondo de 8 de marzo de 1998 que se les había violado el derecho a la 
libertad personal (artículo 7 de la Convención) con motivo de su detención. Y aunque luego 
fueran absueltos en los procesos seguidos ante la justicia guatemalteca, esto no elimina 
la violación del mencionado derecho. 

193. En razón de lo expuesto, la Corte considera equitativo fijar la cantidad de 
US$3.000,00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América) para Doris Torres Gil y 
Marco Antonio Montes Letona como compensación del daño ocasionado a cada uno de 
ellos. Las víctimas o sus herederos, en su caso, recibirán directamente esta indemnización. 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
enero de 1999. Serie C No. 48.

57. En efecto, la desaparición forzada del señor Nicholas Blake causó a los padres y a los 
hermanos sufrimiento y angustia intensos y frustración ante la falta de investigación por 
parte de las autoridades guatemaltecas y el ocultamiento de lo acaecido. El sufrimiento 
de los familiares, violatorio del artículo 5 de la Convención, no puede ser disociado de la 
situación que creó la desaparición forzada del señor Nicholas Blake y que perduró hasta 
1992, cuando se encontraron sus restos mortales. La Corte, en conclusión, considera 
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plenamente demostrado el grave daño moral que sufrieron los cuatro familiares del señor 
Nicholas Blake. 

58. Con base en lo anterior, la Corte estima equitativo conceder US$30.000,00 (treinta 
mil dólares de los Estados Unidos de América) a cada uno de los cuatro familiares del 
señor Nicholas Blake. 

Costas y gastos

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C 
No. 393.

114. La Corte reitera que, conforme a su jurisprudencia, las costas y gastos hacen parte 
del concepto de reparación, toda vez que la actividad desplegada por las víctimas con el 
fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica erogaciones que 
deben ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del Estado es declarada 
mediante una sentencia condenatoria. En cuanto al reembolso de las costas y gastos, 
corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos 
generados ante las autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el 
curso del proceso ante el Sistema Interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias 
del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los 
derechos humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base en el principio de 
equidad y tomando en cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que su 
quantum sea razonable. (En similar sentido: Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala.
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101,
párr. 290; Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359, párr. 242, y 
Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de 
octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 257.).

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387.

179. La Corte reitera que, conforme a su jurisprudencia, las costas y gastos hacen parte 
del concepto de reparación, toda vez que la actividad desplegada por las víctimas con el 
fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica erogaciones que 
deben ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del Estado es declarada 
mediante una sentencia condenatoria. El Tribunal ha señalado que “las pretensiones de 
las víctimas o sus representantes en materia de costas y gastos, y las pruebas que las 
sustentan, deben presentarse a la Corte en el primer momento procesal que se les 
concede, esto es, en el escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales 
pretensiones se actualicen en un momento posterior, conforme a las nuevas costas y 
gastos en que se haya incurrido con ocasión del procedimiento ante esta Corte”. Asimismo, 
la Corte reitera que no es suficiente la remisión de documentos probatorios, sino que se 
requiere que las partes hagan una argumentación que relacione la prueba con el hecho 
que se considera representado, y que, al tratarse de alegados desembolsos económicos, 
se establezcan con claridad los rubros y la justificación de los mismos. La Corte observa 
que en el presente caso las representantes solicitaron el reembolso de las costas 
generadas en sus alegatos finales escritos. La solicitud, por tanto, es extemporánea y 
debe ser rechazada. (En similar sentido: Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. 
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Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 
2010. Serie C No. 212, párr. 284; Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 
311, párr. 156, y Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356, párr. 194.).

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385. 

251. La Corte reitera que, conforme a su jurisprudencia, las costas y gastos hacen parte 
del concepto de reparación, toda vez que la actividad desplegada por las víctimas con el 
fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica erogaciones que 
deben ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del Estado es declarada 
mediante una sentencia condenatoria. En cuanto al reembolso de las costas y gastos, 
corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos 
generados ante las autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el 
curso del proceso ante el sistema interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias 
del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de derechos 
humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad y 
tomando en cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que su quantum sea 
razonable. El Tribunal también ha señalado que “las pretensiones de las víctimas o sus 
representantes en materia de costas y gastos, y las pruebas que las sustentan, deben 
presentarse a la Corte en el primer momento procesal que se les concede, esto es, en el 
escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales pretensiones se actualicen 
en un momento posterior, conforme a las nuevas costas y gastos en que se haya incurrido 
con ocasión del procedimiento ante esta Corte”. Asimismo, la Corte reitera que no es 
suficiente la remisión de documentos probatorios, sino que se requiere que las partes 
hagan una argumentación que relacione la prueba con el hecho que se considera 
representado, y que, al tratarse de alegados desembolsos económicos, se establezcan con 
claridad los rubros y la justificación de los mismos. (En similar sentido: Caso Gudiel Álvarez 
y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 
de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 380; Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2017. Serie C No. 339, párr. 225, y Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala.
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351, párrs. 
423 y 424.).

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253.

378. En relación con las costas y gastos, el Estado consideró que “no debe condenársele 
al pago de costas y gastos, en virtud que en varias ocasiones mostró su disposición de 
llegar a un acuerdo amistoso para solucionar el presente caso”. Pese a lo anterior, el 
Estado objetó la solicitud de costas y gastos de la IHRLC, debido a que no “se ha 
desempeñado en calidad de copeticionaria” durante el proceso ante la Comisión
Interamericana.

379. En virtud de lo alegado por el Estado, la Corte considera pertinente aclarar que los 
acuerdos de solución amistosa mencionados en los artículos 48.1.f, 49 y 50.1 de la 
Convención Americana son figuras procesales de carácter opcional, y la parte peticionaria 
ante el Sistema Interamericano no se encuentra bajo obligación alguna de aceptar un 
acuerdo ofrecido por el Estado. Esto se desprende claramente del lenguaje condicional 
que se encuentra en los mencionados artículos 49 y 50 de la Convención. (En similar 
sentido: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
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Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 
315.).

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

137. La Corte ha establecido que las costas y gastos están comprendidos dentro del 
concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana. 
Corresponde al Tribunal apreciar prudentemente el alcance de aquéllos, considerando los 
gastos generados ante las jurisdicciones interna e interamericana, y teniendo en cuenta 
la acreditación de las erogaciones efectuadas, las circunstancias del caso concreto y la 
naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos humanos. Esta 
apreciación puede ser realizada con base en la equidad.

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 117.

144. En relación con el reconocimiento de las costas y gastos, la asistencia legal a las 
víctimas no se inicia apenas en la etapa de reparaciones, sino que comienza ante los 
órganos judiciales nacionales y continúa en las sucesivas instancias del sistema 
interamericano de tutela de los derechos humanos, es decir, en los procedimientos que 
se siguen ante la Comisión y ante la Corte. Por ende, en el concepto de costas, para los 
fines que ahora se examinan, quedan comprendidas tanto las que corresponden a la etapa 
de acceso a la justicia a nivel nacional, como las que se refieren a la justicia a nivel
internacional ante dos instancias: la Comisión y la Corte. (En similar sentido: Caso de los 
“Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77, párr. 108.).

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76.

213. El quantum por este rubro puede ser establecido, y así ha sucedido en casos 
anteriores, con base en el principio de equidad, incluso en ausencia de elementos 
probatorios relativos al monto preciso de los gastos en que han incurrido las partes, 
siempre que los montos respondan a criterios de razonabilidad y proporcionalidad.
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